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PONENCIA QUE FORMULAN LOS JUECES PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, SEPTIMO Y OCTAVO DE DISTRITO, CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN Y TLALNEPANTLA.

6.- CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y SANCIONES.

Capítulo II

RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

En los artículos 263, 264, 265, 266, 237 y 268 del proyecto de la Ley de Amparo (similares en redacción a los actuales artículos 198 al 202 de la Ley de Amparo en vigor), en esencia, se penalizan conductas que tienen que ver con la suspensión del acto de autoridad así como con otras actuaciones u omisiones relacionadas con la tramitación del juicio y la falta de cumplimiento de las ejecutorias de amparo.

Se considera que el contenido de tales preceptos debe modificarse a efecto de establecer solamente sanciones administrativas de incurrirse en las irregularidades que se precisan, salvo por lo que hace a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trate de peligro de privación de la vida o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional.

En efecto en los artículos 109, fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establece la responsabilidad administrativa a cargo de los funcionarios y empleados públicos. Así, la conducta de los servidores públicos en el desempeño de la labor encomendada, puede dar lugar a diversas responsabilidades, entre ellas la penal y la administrativa, pero es la responsabilidad administrativa la única que guarda relación con la honradez, imparcialidad y legalidad del servicio encomendado y que tiene que prestar el Estado eficazmente a sus administrados, por tanto, su falta, en principio, sólo da lugar a una infracción administrativa.

El proyecto de la Ley de Amparo, al establecer delitos por el desempeño del servicio encomendado, no toma en cuenta que la labor judicial, como toda actividad humana, no está libre del error, o que las cargas de trabajo implican el retraso en el trámite y seguimiento oportuno de los asuntos; pero ello no es motivo para penalizar a los integrantes del Poder Judicial de la Federación y someterlos a indagatorias por parte de órganos de un poder diverso que poco pueden conocer de las cargas de trabajo que tienen los juzgadores y que apreciarán el caso aisladamente y fuera de su contexto.

Debe resaltarse que la responsabilidad administrativa en todos los ámbitos va en función del servicio encomendado, por lo que los ordenamientos correspondientes establecen correcciones administrativas y sanciones de esta naturaleza para prevenir y preservar el buen desempeño del servicio público, estableciendo sanciones que pueden consistir desde la simple amonestación hasta la destitución.

Así, aun cuando en la tramitación de los juicios de amparo se puede incurrir en error de apreciación o en dilación en la tramitación, éste puede enmendarse a través de los medios de defensa correspondientes (ya sea en la vía incidental o a través de los recursos de revisión, queja, reclamación); por lo que la legalidad y el buen desempeño del servicio público se preserva a través de la responsabilidad administrativa establecida desde la Constitución. Debe resaltarse que en la resolución de los juicios, no sólo se pueden cometer errores, sino que, además, el criterio puede diferir, por ello se debe eliminar la penalización en el trámite y resolución de los juicios de amparo; máxime que, como se encuentra prevista la calificación de tales supuestos delictivos estará sujeta a criterios subjetivos, aunado a que ya están contemplados en la legislación penal el delito de abuso de autoridad y los cometidos contra la administración de justicia, a los cuales propiamente remite la Ley de Amparo.

Es relevante que las propias disposiciones legales deben proporcionar seguridad a los impartidores de justicia en el desempeño de su función; por tanto, tratándose de delitos la conducta debe estar contemplada de tal forma que no dé lugar a criterios subjetivos, para de esta forma respetar la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, garantía que por su contenido y alcance, abarca a la propia ley, obligando al legislador a definir claramente las conductas, de acuerdo con la tesis IX/95 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo I, mayo de 1995, página 82, de rubro :"EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL, GARANTIA DE. SU CONTENIDO Y ALCANCE ABARCA A LA LEY MISMA."; y en el supuesto específico de los delitos que se tipifican en el proyecto de la Ley de Amparo, no se satisface a cabalidad

Por tanto, se propone que sean modificados del Título Quinto denominado Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y Sanciones, Capítulo II, Responsabilidades y Sanciones, los artículos 263, 264, 265, 266, 267 y 268 del proyecto de la Ley de Amparo para establecer sanciones de carácter administrativo por el indebido o negligente desempeño de las funciones encomendadas (salvo la excepción relativa a la omisión de suspender el acto reclamado cuando se trate de peligro de privación de la vida o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional) y se reserve a la ley penal el establecer conductas delictuosas respecto de las actuaciones de los juzgadores del Poder Judicial de la Federación, las que, incluso, de manera general ya están contempladas en dicha legislación.

ATENTAMENTE:

TOLUCA, ESTADO DE MEXICO A 19 DE OCTUBRE DE 2000.

LIC. AGUSTIN ARCHUNDIA ORTIZ.

JUEZ PRIMERO DE DISTRITO EN

NAUCALPAN, ESTADO DE MEXICO.

LIC. HERLINDA FLORES IRENE.

JUEZ SEGUNDO DE DISTRITO EN

NAUCALPAN, ESTADO DE MEXICO.

LIC. MIGUEL MORENO CAMACHO.

JUEZ TERCERO DE DISTRITO EN

NAUCALPAN, ESTADO DE MEXICO.

LIC. FORTUNATA FLORENTINA SILVA VAZQUEZ.

JUEZ CUARTO DE DISTRITO EN

TLALNEPANTLA, ESTADO DE MEXICO.

LIC. HUGO GUZMAN LOPEZ.

JUEZ SEPTIMO DE DISTRITO EN

NAUCALPAN, ESTADO DE MEXICO.

LIC. MA. DEL ROCIO RUIZ RODRIGUEZ.
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CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS

PRIMERA PONENCIA QUE FORMULA EL MAGISTRADO MANUEL BARAIBAR CONSTANTINO.

INTEGRANTE DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

TÍTULO PRIMERO.

CAPÍTULO I.

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES.

ARTÍCULO 1º.

SE DISPONE EN EL TÍTULO PRIMERO, CAPÍTULO I, ARTÍCULO 1º. QUE EL JUICIO DE AMPARO TIENE POR OBJETO RESOLVER TODA CONTROVERSIAQUE SE SUSCITE POR NORMAS GENERALES O ACTOS DE AUTORIDAD QUE VIOLEN, ADEMÁS DE LAS GARANTÍAS QUE CONSAGRA LA CONSTITUCIÓN, LOS DERECHOS HUMANOS QUE PROTEGEN LOS TRATADOS INTERNACIONALES GENERALES EN LA MATERIA, LOS CUALES SE ENLISTAN.

ME PARECE QUE INTRODUCIR EN LA PROTECCIÓN DE MANERA DIRECTA, A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO, LOS DERECHOS HUMANOS QUE PROTEGEN LOS TRATADOS INTERNACIONALES, RESULTA INADECUADO, PUES LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES CONSAGRADAS EN LA CONSTITUCIÓN EN SUS PRIMEROS 29 ARTÍCULOS, DE SUYO COMPRENDEN DE MANERA SUSTANCIAL ESA PROTECCIÓN.

A MANERA DE EJEMPLO, RESULTA PERTINENTE CONSULTAR LA DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE, ASÍ COMO LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.

EN AMBOS INSTRUMENTOS SE ENNUMERA UNA DIVERSIDAD DE DERECHOS, QUE CON INDEPENDENCIA DE SU CALIFICACIÓN DE "DERECHOS HUMANOS", ESTAN CONTENIDOS PRECISAMENTE EN EL TÍTULO PRIMERO, CAPÍTULO I, DE NUESTRA CARTA MAGNA. 

CONSIDERO PUES, QUE EL ÁMBITO PROTECTOR DEL JUICIO DE AMPARO DEBE CIRCUNSCRIBIRSE A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES CONSAGRADOS SOLAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

ASÍ, EL PRECEPTO LEGAL QUE SE COMENTA PODRÍA REFERIRSE A LAS GARANTÍAS Y DERECHOS HUMANOS" CONSAGRADOS SOLAMENTE EN LA LEY FUNDAMENTAL Y, EN SU CASO, PROPONER A LA INSTANCIA LEGALMENTE COMPETENTE, LA ADICIÓN A LA PROPIA CONSTITUCIÓN, DE AQUELLOS DERECHOS QUE ESTEN PREVISTOS EN LOS REFERIDOS TRATADOS Y, QUE DESDE LUEGO NO ESTUVIEREN EXPRESAMENTE COMPRENDIDOS EN EL CITADO CAPÍTULO.

ELLO EN ATENCIÓN A QUE, JUSTAMENTE LA FINALIDAD PRIMORDIAL DEL JUICIO DE AMPARO HA CONSTITUIDO LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES QUE A FAVOR DE LOS GOBERNADOS CONSAGRA NUESTRA CARTA MAGNA, CONTRA ACTOS DE AUTORIDAD QUE LAS VULNEREN O RESTRINJAN DE ALGUNA FORMA, EN CONCORDANCIA CON LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL QUE RIGE NUESTRO SISTEMA JURÍDICO; DE AHÍ QUE, EL AMPLIAR EL MARCO DE PROTECCIÓN DEL TAMBIÉN CONOCIDO COMO JUICIO DE GARANTÍAS, A LOS DERECHOS HUMANOS PROTEGIDOS POR LOS TRATADOS INTERNACIONALES A QUE ALUDE EL ARTÍCULO PRIMERO, IMPLICARÍA ABARCAR CUESTIONES QUE PUDIERAN NO ESTAR EXPRESAMENTE CONSIGNADAS DENTRO DE LA PARTE DOGMÁTICA DE NUESTRA LEY FUNDAMENTAL Y, POR ELLO, EN TODO CASO SE SUGIERE PROPONER A LA INSTANCIA CORRESPONDIENTE, LA POSIBILIDAD DE ADICIONAR A ÉSTA LA TUTELA DE LOS DERECHOS A QUE LOS REFERIDOS TRATADOS ALUDEN.

TÍTULO PRIMERO.

CAPÍTULO II.

ARTÍCULO 10. 

SE PROPONE ADICIONAR A ESTE PRECEPTO, LA CONSECUENCIA QUE CORRESPONDE AL CASO DE NO ACREDITAR LA REPRESENTACIÓN CON QUE SE OSTENTÓ QUIEN COMPAREZCA AL JUICIO EN NOMBRE DEL QUEJOSO, ESTO ES, EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO.

ELLO PRECISAMENTE EN ATENCIÓN A QUE, PARA QUE UN JUICIO DE AMPARO PUEDA PROMOVERSE A NOMBRE DE OTRO, NECESARIAMENTE SE REQUIERE LA DEMOSTRACIÓN DE ESA REPRESENTACIÓN OTORGADA EN SU FAVOR POR QUIEN ESTA FACULTADO PARA HACERLO, YA QUE AL NO ACREDITARSE LA REPRESENTACIÓN DEL QUEJOSO, NO QUEDARÍA EVIDENCIADO EL AGRAVIO QUE EL ACTO RECLAMADO LE OCASIONA, PORQUE, NO ES EL PROMOVENTE EL QUE RESIENTE AFECTACIÓN EN SU ESFERA DE DERECHOS SINO AQUEL A QUIEN REPRESENTA.

TÍTULO PRIMERO.

CAPÍTULO III.

ARTÍCULO 16.

CONSIDERO QUE LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO DE 15 A 30 DÍAS ES EXCESIVA, LO MISMO QUE FIJAR EN 45 DÍAS EL TÉRMINO PARA EL CASO DE RECLAMAR UNA NORMA GENERAL AUTOAPLICATIVA.

EFECTIVAMENTE, SI LA PRETENCIÓN ES QUE CON LA AMPLIACIÓN DE LOS PLAZOS SEÑALADOS, SE HAGA FACTIBLE QUE LAS PARTES PREPAREN CON MAYOR CUIDADO SUS INSTANCIAS Y CON ELLO SE PUEDA LOGRAR UNA ELEVACIÓN EN LA CALIDAD DE LOS LITÍGIOS; Y, PARA QUE PERMITA UN MEJOR ACCESO A LA JUSTICIA.

LA PRÁCTICA DESACONSEJA TAL AMPLIACIÓN PUES NO NECESARIAMENTE ELLO CORRESPONDE A LA REALIDAD.

A MI JUICIO ESTA AMPLIACIÓN DE LOS PLAZOS BENEFICIA, EN TODO CASO, A QUIENES REPRESENTAN A LOS DIRECTAMENTE QUEJOSOS, (FUNDAMENTALMENTE A LOS ABOGADOS QUE LOS PATROCINAN) MISMOS QUE VERÁN RETRASADA LA SOLUCIÓN A SUS ASUNTOS; ELLO CON INDEPENDENCIA DE QUE LA COSTUMBRE HA SIDO EN GRAN NÚMERO DE CASOS Y, SEGURAMENTE SEGUIRÁ SIENDO, DEJAR PARA EL FINAL DEL TÉRMINO CORRESPONDIENTE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA.

EL PLAZO DE 15 DÍAS HÁBILES NO RESTRINGE, A MI JUICIO, LA FACTIBILIDAD DE PREPARAR CON LA DEBIDA OPORTUNIDAD, CUIDADO Y CALIDAD LAS DEMANDAS DE AMPARO Y, POR LO QUE HACE A LA NECESIDAD DE PERMITIR UN MEJOR ACCESO A LA JUSTICIA, PARA PROTEGER DE MANERA MÁS EFICAZ LAS GARANTÍAS DE LOS DIRECTAMENTE AGRAVIADOS, QUIZÁ DEBA AMPLIARSE LA POSIBILIDAD DE QUE EL JUZGADOR PUEDA SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O DE LOS AGRAVIOS. 

ES DE LLAMAR LA ATENCIÓN QUE PRECISAMENTE EL ARTÍCULO 84 DEL PROYECTO, ESTABLECE EL TÉRMINO DE 10 DÍAS PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN, EL CUAL CONTRASTA CON LOS SEÑALADOS, PUES RESULTA CLARO QUE LA IMPUGNACIÓN DE LA SENTENCIA DE AMPARO REQUIERE TAMBIÉN DE MUCHO CUIDADO; DE AHÍ QUE, SI ESTE ÚLTIMO TÉRMINO DE 10 DÍAS SE CONSIDERA PRUDENTE.

A MI JUICIO NO SE ADVIERTE LA NECESIDAD DE MODIFICAR LOS PLAZOS ACTUALMENTE PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO, SALVO EN LOS CASOS DE LAS FRACCIONES II, III Y IV, DEL PRECEPTO DE REFERENCIA, QUE SE ESTIMAN ACERTADOS.

TÍTULO PRIMERO.

CAPÍTULO IV.

ARTÍCULO 27, FRACCIÓN IV.

SE PREVÉ EN ESTE PRECEPTO QUE SI NO CONSTA EN AUTOS EL DOMICILIO PARA OIR NOTIFICACIONES, NI SE EXPRESAN ESTOS DATOS EN EL ESCRITO, CUANDO DEBA NOTIFICARSE AL INTERESADO LA PROVIDENCIA QUE MANDE RATIFICAR EL ESCRITO DE DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA O DE CUALQUIER RECURSO, LA PETICIÓN SERÁ RESEVADA HASTA QUE EL INTERESADO LLENE LA OMISIÓN, NOTIFICÁNDOSE EL TRÁMITE POR LISTA.

ME PARECE QUE ESTA DISPOSICIÓN DEBE COMPLEMENTARSE FIJANDO UN TÉRMINO PRUDENTE PARA MANTENER EN RESERVA LA PETICIÓN, PUES ELLO PUEDE DAR LUGAR A LOS EXPEDIENTES SE CONSERVEN ACTIVOS DE MANERA INDEFINIDA.

TÍTULO PRIMERO

CAPÍTULO X.

ARTÍCULO 77. FRACCIÓN II.-

EL PRECEPTO PREVÉ LA SUPLENCIA DE LA QUEJA, EN MATERIA PENAL EN FAVOR DEL REO; SIN EMBARGO, ADVIERTO LA NECESIDAD DE QUE SE DISPONGA TAL BENEFICIO TAMBIÉN EN FAVOR DEL OFENDIDO, EN LOS CASOS EN QUE SE AUTORIZA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO POR ESA PARTE, CONFORME AL ARTÍCULO 4º. FRACCIÓN III, INCISO C.

LA ANTERIOR CONSIDERACIÓN DERIVA DE MANERA FUNDAMENTAL DE LA CIRCUNSTANCIA DE QUE EL OFENDIDO, COMO PARTE AGRAVIADA EN LOS HECHOS DELICTUOSOS QUE DIERON MOTIVO AL PROCESO PENAL, PUEDE QUEDAR INAUDITO EN SUS DERECHOS, PRECISAMENTE POR UNA INADECUADA FORMULACIÓN DE CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS, Y, QUE POR SU NATURALEZA DEBEN SER IGUALMENTE PROTEGIDOS Y SALVAGUARDADOS. 

ATENTAMENTE.

TOLUCA, ESTADO DE MÉXICO.

OCTUBRE 19 DE 2000.

MAGISTRADO MANUEL BARAIBAR CONSTANTINO.

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS

SEGUNDA PONENCIA QUE FORMULA EL MAGISTRADO MANUEL BARAIBAR CONSTANTINO.

INTEGRANTE DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

TÍTULO SEGUNDO.

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE AMPARO.

CAPÍTULO I.

SECCIÓN TERCERA.

SEGUNDA PARTE.

ARTÍCULO 164 PÁRRAFO SEGUNDO.

ME PARECE QUE LA DISCRECIONALIDAD QUE SE ESTABLECE EN ESTE PÁRRAFO, PARA QUE DE ACUERDO CON LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO, SE CONCEDA LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, AÚN TRATÁNDOSE DE DELITOS CONSIDERADOS COMO GRAVES, PUEDE DAR LUGAR A INCERTIDUMBRE O UNA INADECUADA APLICACIÓN A ESTA MEDIDA.

EN EFECTO, TOMANDO EN CONSIDERACIÓN QUE PARA CONCEDER DICHA MEDIDA, EL JUZGADOR DEBE CUIDAR ENTRE OTRAS CUESTIONES, QUE EL QUEJOSO SEA DEVUELTO A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, ES FACTIBLE QUE POR TAL DISCRECIONALIDAD NO SE PUEDA CUMPLIR CON TAL EXIGENCIA; DE AHÍ QUE, SE PROPONE ESTABLECER EN ESTE PÁRRAFO LA IMPROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL Y DEFINITIVA, TRATÁNDOSE DE DELITOS CONSIDERADOS COMO GRAVES.

CAPÍTULO II.

EL AMPARO DIRECTO.

SECCIÓN PRIMERA.

ARTÍCULO 172.

SE ESTABLECE EN ESTE PRECEPTO QUE EN LA DEMANDA EL QUEJOSO DEBERÁ HACER VALER TODAS LAS VIOLACIONES PROCESALES QUE ESTIME SE COMETIERON; Y, QUE, DE NO HACERLO, SE TENDRÁN POR CONSENTIDAS.

EN EL PÁRRAFO SEGUNDO SE DISPONE, QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DEBERÁ DECIDIR RESPECTO DE TODAS LAS VIOLACIONES PROCESALES QUE SE HICIERON VALER Y, AQUELLAS QUE, EN SU CASO, ADVIERTA EN SUPLENCIA DE LA QUEJA.

ME PARECE QUE SI EL QUEJOSO NO HACE VALER TODAS LAS VIOLACIONES PROCESALES QUE ESTIME SE COMETIERON, NO ES EL CASO QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO SUPLA LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA, SI EL PROPIO PRECEPTO ESTABLECE QUE SE TENDRÁN POR CONSETIDAS; DE AHÍ QUE, SE SUGIERE ELIMINAR LA POSIBILIDAD DE SUPLIR TAL DEFICIENCIA.

TÍTULO CUARTO.

CAPÍTULO I.

ARTÍCULO 233.

DISPONE ESTE PRECEPTO EN SU PARTE FINAL: "...PREVIO A LA DECLARACIÓN, PODRÁ CONVOCAR A QUIEN ESTIME CONVENIENTE PARA OÍR SUS PUNTOS DE VISTA SOBRE LOS ALCANCES DE AQUÉLLA."

CON INDEPENDENCIA DE QUE TAL CONVOCATORIA, A MI JUICIO RESULTA INNECESARIA, PUES UNA VEZ FORMULADA LA DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD O BIEN DE INTERPRETACIÓN CONFORME, LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. COMO ÓRGANO MÁXIMO DE JUSTICIA EN EL PAÍS, NO REQUIERE DE OÍR NINGÚN PUNTO DE VISTA SOBRE LOS ALCANCES DE AQUÉLLA, EN EL TEXTO TRANSCRITO NO SE PRECISA CUAL SERÁ EL EFECTO QUE SE PRETENDE CON TAL AUDIENCIA, NI DE QUE MANERA PUEDE INFLUIR EN TAL DECLARATORIA.

ATENTAMENTE.

TOLUCA, ESTADO DE MÉXICO.

OCTUBRE 19 DE 2000.

MAGISTRADO MANUEL BARAIBAR CONSTANTINO.

PROYECTO DE LEY DE AMPARO

INTRODUCCIÓN

El artículo 1°. del proyecto de la nueva Ley de Amparo, determina con precisión el objeto del juicio que regula el citado ordenamiento legal, pues además de que a través de él se continúa con la protección de la garantías individuales que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se agrega la necesidad de tutelar también los derechos humanos que se encuentran reconocidos en las diversas Declaraciones y Pactos que en el precepto se enuncian, así como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos; esto es, por medio del juicio de amparo se pretende la tutela de los más preciados valores del ser humano en su integridad, aquéllos de los que son dotados por la divinidad desde el momento mismo de su gestación sin distingo de raza, religión, posición económica, etc.

Lo anterior lleva a considerar que el procedimiento del juicio que tiene su origen en la Constitución misma debe ser el más transparente, ágil  y sencillo de cuantos procedimientos se encuentran en el sistema jurídico de nuestro país; para ello es necesario eliminar todo vestigio de tecnicismos  que impidan que a través del amparo se acceda a una pronta, completa e imparcial administración de justicia y así satisfacer el postulado que establece el artículo 17 constitucional, que es el fin de las garantías individuales reconocidas por nuestra Carta magna, y próximamente de todo derecho humano.

Este trabajo, que se presenta en cumplimiento de la convocatoria que hace la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el fin de analizar la propuesta de una nueva Ley de Amparo, pretende satisfacer el objetivo de la convocatoria, al señalar algunas disposiciones que de variadas formas impiden el cumplimiento de los postulados ya enunciados del artículo 17 constitucional .

PROPUESTAS :

PRIMERA.- Como ya quedó señalado en el proemio de este trabajo, el artículo primero de la nueva ley, extiende la tutela a través del juicio de amparo a los derechos humanos que se enuncian en los diferentes tratados internacionales, que de conformidad con el artículo 133 de la Constitución Federal constituyen, conjuntamente con la propia Constitución y las leyes que emanen del Congreso de la Unión, la ley suprema de ésta.

Considero sin embargo, que al precepto debe añadirse, para que forme parte de su texto, que además de los tratados internacionales, también serán motivo de la tutela del juicio los derechos humanos establecidos en las leyes de nuestro país, pues no es lógico, que éstos queden al margen de la protección constitucional por conducto del juicio de amparo.

Asimismo, propongo que  la parte final del artículo, una vez  enumerados los tratados internacionales de los que México es signatario, se agregue “Así como de todos aquellos que en lo futuro satisfagan los requisitos a que alude el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Esto para evitar futuras reformas con la finalidad de agregar otro u otros tratados internacionales  relacionados con los derechos humanos.

SEGUNDA.- La parte final de la fracción del artículo 4°., prevé: “Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo...”.

Por su parte, la fracción III, inciso b), del propio precepto dispone que tiene el carácter de tercero perjudicado: “La contraparte del quejoso cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo...”.

Observo que el párrafo transcrito reitera indebidamente el vocablo “juicio” y controversia del “orden judicial”. Considero que puede suprimirse la primera de las palabras enunciadas, sin que ello implique menoscabo del precepto.

También se observa, que  en la parte final de la fracción I se omite el vocablo “agrario”, que sí se encuentra en el inciso b) de la fracción III del mismo artículo, no existe, en mi concepto, una razón lógica ni legal para que en el inciso en cuestión se haya agregado “agrario”, considerando que los Tribunales Agrarios tienen la naturaleza de tribunales administrativos, al igual que el Tribunal Fiscal de la Federación, la redacción como se encuentra puede prestarse a suspicacias y a controversias innecesarias,

TERCERA.- El artículo 6°, en su parte final establece: “El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio”. Estimo que es conveniente que en el propio precepto o en uno diferente se señale de dónde puede obtenerse la persona que pudiera ser designada como representante especial del menor, pues llegado el caso el juzgador se encontrará en un dilema para hacer esa designación.

CUARTA.- El artículo 32 dispone que son competentes para conocer del juicio de amparo, en la vía directa, los tribunales colegiados de circuito de amparo, y por lo que hace a la competencia territorial, el párrafo segundo establece que tal competencia se fijará de acuerdo con la residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclamado.

Considero que la regla general de competencia a que se alude en el párrafo anterior debe contener una excepción con la finalidad que en la materia agraria con el afán de favorecer a los núcleos de población ejidales o comunales, se disponga  que sean los tribunales de circuito de amparo del lugar en el que residan estos núcleos los que  conozcan de los juicios en que sean parte ya que cuando éstos forman parte de una controversia en la que se discute la posible afectación a sus derechos agrarios colectivos, siempre será el Tribunal Superior Agrario, que tiene su residencia en el Distrito Federal, el competente para resolver la controversia y, por consiguiente serán los tribunales colegiados de amparo del primer circuito los que conozcan del juicio de garantías que en su caso se llegare a proponer, lo anterior con graves perjuicios, entre otros  económicos, así como la dificultad que significa la vigilancia de su asunto para los ejidatarios; por lo anterior reitero, me permito sugerir que el juicio de amparo se lleve ante el tribunal colegiado de amparo del lugar donde residan los núcleos de población mencionados.

QUINTA.- El principio de estricto derecho, uno de los que  originalmente constituían la base esencial del juicio de amparo, ha cedido ante lo que constituía  una excepción a tal principio, la suplencia de la deficiencia de la queja, dada la necesidad de dictar sentencias más apegadas a la realidad de los hechos que dan pauta al juicio, más congruentes con los principios de la justicia y cada vez más alejadas del rigorismo de la “técnica” jurídica, que propicia formulismos más propios del derecho privado que de un procedimiento cuya esencia es tutelar las garantías individuales y próximamente los derechos humanos. La suplencia de la deficiencia de la queja ha ganado terreno a éste a grado tal que la excepción pasó a ser ya la regla y el principio la excepción, para corroborar lo anterior basta la lectura del  vigente articulo 76 bis de la Ley de Amparo que precisa las casos en los que es dable suplir  la deficiencia de los conceptos de violación y de los agravios.

Quedan sin embargo, resabios del principio de estricto derecho, que se vuelven a proponer en el proyecto de la nueva Ley de Amparo que, en mi concepto, deben desaparecer. Me refiero al contenido del artículo 77 en cuanto excluyen de la posibilidad de suplir la deficiencia de los conceptos de violación y de los agravios a los campesinos titulares de una propiedad rural particular y a los patrones en la materia laboral, según pude  advertirse de las fracciones III y IV de dicho precepto.

De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 1°. de nuestra Carta Magna, todo individuo gozará de las garantías que la Constitución otorga, las que no podrán restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que ella establece. Puede aducirse que la negativa a conceder a los antes citados el privilegio de la suplencia de la deficiencia de la queja no implica restringir ni suspender las garantías que en su favor establece la Constitución, lo que desde el punto de vista estricto asiste la razón a quienes así lo afirmen; sin embargo, sabemos que esa aseveración no es del todo cierta cuando al juicio acuden pequeños propietarios rurales de los que en principio debe asumirse la presunción de que lo son, al declarase que no existen ya tierras por repartir y por lo mismo extensiones de tierra que la rehusan los que acuden al juicio en ocasiones en desventaja económica y de apoyo político con los  que si cuenta  el ejido o la comunidad agraria contra los que disputan, pues éstos tienen al menos  la fuerza del número; lo mismo acontece con los patrones que cuentan con una precaria fuente de trabajo, que las más de la veces se pierde en el juicio seguido en su contra; desconocer lo anterior es desconocer la realidad social de nuestro entorno social.

La subsistencia de la negativa para suplir la deficiencia en favor de los citados individuos es una reminiscencia de una lucha de clases que si no ha sido del todo superada, no debe alentarse con la desigualdad jurídica que significa que sólo a una de las partes en contienda se le pueda suplir sus deficiencias, en tanto que a la otra debe tratársele con el rigorismo de una ley muchas veces difícil de entender.

Considero que es el momento propicio para que esa desigualdad desaparezca, pues se da el absurdo que, dados ciertos supuestos, la suplencia pueda darse aún en la materia fiscal, que es estrictamente  técnica y no en aquellos que son excluidos expresamente en el precepto que se comenta.

SEXTA.- El artículo 126 prevé: 

“Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes: 

I. Que la solicite el quejoso;

II. Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público; y

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere en favor del quejoso la apariencia del buen derecho.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y por duplicado”.    


 El articulo en cuestión reitera las dos primeras fracciones del articulo 124 de la vigente Ley de Amparo, aunque en la fracción I se sustituye el enunciado  de “agraviado” por el de “quejoso.  Se elimina la fracción III que contenía ese precepto, que se relacionaba con los actos ejecutados que fueran de difícil reparación los daños y perjuicios que se le causaran al quejoso, de obtener sentencia favorable.

Los comentarios y propuestas que me permito hacer tienen relación con la fracción III, en la que se autoriza la procedencia de la suspensión ante la apariencia del buen derecho. 

Encuentro en primer lugar que el contenido de esa fracción esta indebidamente ubicado, pues es indudable que no regula un requisito  de procedencia de la suspensión.

Es indudable  la trascendencia del criterio que sostiene el concepto de apariencia del buen derecho y con ello permitir el acceso a la suspensión ante actos consumados.  Durante décadas se sostuvo como consecuencia  de una tesis de jurisprudencia de la Quinta Epoca  la negativa  a conceder la suspensión ante hechos consumados, lo que dio origen a que perdieran fuentes de trabajo, cuando ya clausurado un negocio éste  permanecía en ese estado hasta la solución del juicio de amparo  en el principal, además de los anterior propiciaba la corrupción de los inspectores, quienes a sabiendas de que la clausura llevada a cabo;  así fuera del todo inconstitucional, causaba daños, a veces de imposible reparación al afectado, dando así oportunidad de llegar a arreglos ilegales.

La importancia de la medida amerita que se le dedique un articulo especial en el que no sólo se prevea la procedencia de la suspensión, aun ante actos consumados, tomando en consideración la  apariencia del buen derecho, sino, además, señalar los elementos que la constituyen, tal como lo hace la jurisprudencia por contradicción P./J.  16/96, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, correspondiente al mes de abril de 1996, pagina 36 que lleva el rubro “SUSPENSION . PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE CLAUSURA EJECUTADA POR TIEMPO INDEFINIDO.”

Sugiero por tanto, que el articulo 127 diga.

127. Procederá la suspensión, aun cuando  los  actos reclamados, hayan sido ejecutados, siempre y cuando la naturaleza de dichos actos los permitan,  opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, para lo cual el juzgador deberá  realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que podrá cambiar al dictar la  sentencia definitiva.

ATENTAMENTE

MAGISTRADO HILARIO BÁRCENAS CHÁVEZ

PONENCIA DEL LICENCIADO JORGE HUMBERTO BENITEZ PIMIENTA, JUEZ SEGUNDO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE YUCATAN.

TITULO DE LA PONENCIA:

“Procedencia del amparo indirecto en contra de vicios en el procedimiento de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”

Antes de iniciar con los comentarios sobre la ponencia, es oportuno aclarar que estos no tienden a evidenciar algún aporte o sugerencia, sino por el contrario únicamente a tratar de razonar la conformidad que existe de mi parte, con la atinada inclusión sacramental de la procedencia del juicio de amparo indirecto, cuando el acto reclamado se hace consistir en vicios en el procedimiento de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, también es conveniente puntualizar que las opiniones vertidas en este trabajo, se encuentran orientadas con los debates formulados en sesiones privadas y públicas por los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al discutir un asunto en donde se ventiló la hipótesis materia de la ponencia.

Previamente al análisis del tema en cuestión, para una mejor comprensión de los comentarios que se externan en este ocurso,  es menester acudir a la doctrina para  definir el concepto de derecho constitucional, así como su clasificación, aparte se hace una breve explicación de la División de Poderes. 

En primer término el derecho constitucional lo definimos como una rama del derecho público cuya finalidad es la constitución política y social del Estado, es decir de una Estado determinado.

Como segunda definición diremos que el derecho constitucional es un conjunto de normas jurídicas que tiene por objeto la organización del Estado y el funcionamiento de sus poderes. Ahora bien, el concepto de Estado ha cambiado notablemente, porque muy diverso era en el siglo XVI cuando Maquiavelo usó esta palabra con sentido moderno, pues las antiguas ideas en el sentido de guardar el orden han tenido que evolucionar ante un mundo de transformación, en que la protesta y el propósito de realizar un cambio de estructuras son constantes.

Si consideramos que el derecho constitucional es una rama del derecho público, es pertinente hacer alusión, así sea en forma sumaria, a la distinción que se ha hecho, como fundamental , del derecho. Desde el tiempo de los romanos se consideró que el derecho público y privado son las dos grandes ramas del derecho. Aunque para ellos no tenía tanta importancia la clasificación, estimaron que el derecho público se refiere a la organización de la cosa pública, y que el derecho privado atiende lo que se refiere al interés de los particulares. 

Entre los autores europeos se aceptó en buena parte la tesis del pensador francés Maurice Hauriou, que dividía el derecho público en tres ramas; internacional público, administrativo y derecho constitucional. Sin embargo, esta división no se puede aceptar como limitativa, en virtud de que debemos considerar la diversidad del derecho positivo, que cambia en algunos países, según la fundamentación de lo que se considera de interés público. Entre nosotros forman parte del derecho público las normas del derecho del trabajo y las del derecho agrario.

Las modernas corrientes sociales y políticas hacen que esta clasificación atienda a los principios que informan a las normas fundamentales de cada país o nación.

Concepto de Constitución.

Según Maurice Hauriou, los Estados modernos han experimentado la necesidad de delegar el poder político no solo por las reglas jurídicas, sino por las reglas especiales de un derecho de la constitución. Nos entrega la siguiente definición: “La Constitución de un Estado es el conjunto de reglas relativas al gobierno y a la vida de la comunidad estatal, considerada desde el punto de vista de la existencia fundamental de ésta”.

Clasificación de las Constituciones.

La diversidad de las constituciones ha determinado que se hagan varias clasificaciones, atendiendo a su forma jurídica, a su origen y a su reformabilidad.

a) Según su forma jurídica.

Se distinguen entre escritas y consuetudinarias o no escritas.

Los partidarios del Estado de Derecho estimaron que era necesario un documento escrito en el que se estableciera con toda claridad y precisión su contenido. Con ello se daría fin a las vaguedades o confusiones.

En el caso de las Constituciones consuetudinarias o no escritas, no existe un texto específico que contenga la totalidad o casi la totalidad de las normas básicas. El ejemplo clásico es el de Inglaterra, en la que hay una serie de leyes comunes, de tradiciones y de prácticas que forman la organización jurídica básica. Se reúnen convenciones, declaraciones de derechos y leyes ordinarias.

Entre las constituciones escritas figuran las de Estados Unidos y de México.

b) Según su origen.

Las Constituciones, se clasifican en otorgadas, impuestas y pactadas  o contractuales.

Son Constituciones otorgadas aquellas que el monarca concedía en tiempos pasados, cuando conforme a la doctrina era el titular de la soberanía, típica es la Constitución Francesa de 1814 que el monarca francés Luis XVIII influido por su ministro Talleyrand, otorgó a sus súbditos franceses.

Constituciones impuestas. Son las cartas políticas que el rey tenía que aceptar, debido a que el parlamento se las imponía. En España se le impuso, por las Cortes, a la Reina Cristina, la Constitución de 1836.

Las Constituciones pactadas o contractuales se consideran aquellas que se fundan en la teoría del pacto social. Bien un pacto entre provincias o cámaras, como en el caso de la Suiza; bien entre el monarca y el pueblo.

Aún se podría añadir otra clasificación, la de ratificadas, como lo fue la de Estados Unidos la que después de ser expedida por el Congreso en Filadelfia, en 1787, fue sometida a la votación de los nuevos Estados, surgidos de las antiguas colonias inglesas.

c) Según su reformabilidad.

Las Constituciones pueden ser rígidas o flexibles, como lo estableció el tratadista Bryce.

Las rígidas son aquellas que requieren un procedimiento especial para su reforma, como el caso de la mexicana, en el que intervienen el Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados.

Son flexibles las que se reforman por los medios ordinarios, como el caso de la británica.

De la división de poderes. 

“Artículo 49. El Supremo Poder de la Federación se divide, para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, no podrán reunirse dos o más poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de las facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar.

Este artículo constitucional consagra el principio de la división de poderes, que constituye uno de los fundamentos y características de todo régimen democrático y liberal, este principio busca la defensa de las libertades humanas a través del correcto reparto de las funciones del Estado. De esta manera, el Supremo Poder de la Federación se divide, para su pleno ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y respectivamente, tienen las siguientes atribuciones: la facultad de dictar leyes, la facultad de hacerlas ejecutar y la facultad de aplicarlas a los casos particulares. Sin embargo, es importante señalar que dicha división de poderes no puede ser absoluta ni se pueden ejercer sus funciones en forma aislada y sin ninguna relación entre sí, toda vez que aun sean independientes en su forma de organización y de actuación, son partes de un todo, por lo que se complementan para lograr el correcto funcionamiento del Estado.

A pesar de que el citado artículo en comento prohibe que se reúnan dos o más de estos poderes en un sola persona o corporación, se contempla una excepción, y ésta es la dispuesta en el artículo 29 de la propia Constitución, en el cual se dota de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión a fin de que dicte disposiciones y adopte las medidas necesarias para afrontar la situación en los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública o cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto.

Volviendo al tema, cabe destacar que la impugnación de una norma general y abstracta puede hacerse descansar no únicamente en los vicios que afectan a su contenido material, sino también en aquellos que trastocan la regularidad formal del procedimiento observado para su formación, el máximo tribunal del país se ha  encargado de examinar la validez de la norma desde ambos puntos, según se puede constatar de las tesis, cuya voz dicen: 

“CONSTITUCIONALIDAD FORMAL Y CONSTITUCIONALIDAD MATERIAL DE LAS LEYES”, “LEYES Y OTRAS DISPOSICIONES GENERALES. EL CONSENTIMIENTO DE SU CONSTITUCIONALIDAD FORMAL NO ENTRAÑA NECESARIAMENTE EL DE LA MATERIAL”, y “SESIONES EXTRAORDINARIAS DEL CONGRESO DE LA UNION, ACUERDO POR EL QUE SE CONVOCA A, PUBLICADO COMO DECRETO. TIENE VALIDEZ”.

Sin embargo, con motivo de la distinción que existe entre los preceptos constitucionales y legales, así como el procedimiento reformador de la Constitución y el procedimiento legislativo, es obvio que no existe norma alguna que prevea la posibilidad de que se impugne la Carta Magna en el aspecto material, si se tiene presente cualquiera que sea el concepto de Constitución que se adopte --- el atinente a las fuerzas reales de poder, a las decisiones políticas fundamentales, a la institucionalización de los poderes políticos, a la manera de ser de un Estado---, resulta innegable que el contenido de las normas constitucionales no es el común de las leyes ordinarias, en tanto que al expresar en la mayoría de las veces los fundamentos básicos de la organización total del Estado, de la estructura y límite de los poderes constituidos, de los principios rectores de las relaciones del Estado con los individuos, de la participación de las fuerzas políticas, de las instituciones públicas y privadas; no hacen sino traducir las fuentes supremas del ordenamiento de las cuales deriva la validez de las demás reglas que lo componen, la peculiar naturaleza material de las normas constitucionales ajena a las leyes ordinarias, explica que la interpretación de aquellas presenta modalidades que exceden en mucho a las técnicas empleadas usualmente para interpretar las segundas, por cuanto el que realice esta tarea debe atender,  en el primer supuesto, a los valores, costumbres, usos, tradiciones y creencias fundamentales del pueblo que dan contenido a la Ley Suprema de cada Nación, desde el punto de vista formal, las normas constitucionales se distinguen naturalmente de las leyes ordinarias, porque en sistemas como el nuestro, sólo puede llevarse a cabo su reforma con la intervención de un órgano calificado y a través de un procedimiento también privilegiado, distintos ambos de los previstos para la modificación de leyes ordinarias, empero, en cuanto a este aspecto no obstante las diferencias marcadas, como más adelante se apuntará, también resulta procedente el juicio de amparo.

El procedimiento de reforma constitucional de que se habla, se encuentra previsto por el numeral 135 de la Carta Magna, cuyo tenor literal es el siguiente: 

“ La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. "Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la "misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de "las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerde las "reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría "de las legislaturas y la declaración de haber sido aprobadas las "adiciones o reformas. ”

La lectura de la norma transcrita, muestra que el órgano reformador (cualquiera que sea la designación que se le conceda) debe observar las reglas que al efecto dispone, por su naturaleza jurídica es un órgano intermedio entre el constituyente ordinario y las autoridades constituidas, aún cuando no existe consenso unánime en la doctrina sobre la naturaleza jurídica del órgano reformador de las constituciones rígidas como la nuestra, pues para unos autores se trata de un órgano constituido similar al Ejecutivo, Legislativo o Judicial, con facultades igualmente limitadas, y para otros más de un órgano sui generis que participa de los atributos del constituyente originario y de los órganos constituidos.

La caracterización del órgano revisor en términos del precepto que lo regula puede expresarse atendiendo, por una parte, a su integración y, por otra, a los límites impuestos a su actuación. 

En lo concerniente a la integración del órgano revisor, basta advertir que a diferencia de lo previsto en Constituciones anteriores, la de mil ochocientos veinticuatro prevenía la intervención de las Legislaturas Locales y la actuación sucesiva de los Congresos Generales Ordinarios; la de mil ochocientos treinta y seis, la labor del Congreso con la sanción del Supremo Poder Conservador; la asamblea constituyente de mil ochocientos cincuenta y siete, luego de rechazar un proyecto que exigía la participación sucesiva de dos congresos ordinarios y del electorado, adoptó la fórmula que sin suscitar discusión alguna reprodujo el Constituyente de mil novecientos diecisiete, conforme a la cual la tarea revisora se encomienda a un órgano complejo integrado por el Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados, con la participación actualmente de la Comisión Permanente para el caso de que el Congreso no pueda efectuar el cómputo de los votos de las legislaturas por no hallarse en funciones.

La estructura actual del artículo 135 conduce a afirmar que el órgano revisor no es equiparable al Constituyente originario, pues por razones de continuidad constitucional y de otras orientadas a preservar la legitimidad del régimen y a proscribir los cambios revolucionarios, es la propia Constitución la que define los cauces formales a través de los cuales puede integrarse y manifestarse dicho órgano, de modo que, condiciona su legitimidad a la observancia de tales reglas.

Esto revela que la potestad revisora establecida por la propia constitución, que si bien su funcionamiento dentro de la estructura del Estado no es cotidiano y de actuación regular e ininterrumpida, realmente es un apoyo a los poderes constituidos.

La potestad revisora, el método de revisión de la constitución y la instauración de nuevas normas, está encomendada a los poderes constituidos, tareas que realizan por conducto de un órgano revisor formado o integrado por autoridades constituidas, ciertamente porque así fue la voluntad del Constituyente originario, y su misión es enmendar o reformar la Constitución, lo que conlleva a considerar que tal órgano, que es una autoridad constituida de este tipo, porque está integrado por el Congreso de la Unión y por las Legislaturas de los Estados, luego, como son éstos órganos constituidos, entonces el órgano reformador no es otra cosa que una autoridad constituida. Partiendo de lo dispuesto por el artículo 135 constitucional, además por lo que se debe entender por órgano revisor que regula dicha norma, se estima que éste tiene la calidad de autoridad para los efectos del amparo.

Ciertamente, los actos que realizan y agotan el procedimiento exigido por el artículo 135, para reformar o adicionar la Constitución Federal, son, desde luego actos jurídicos, ya que constituyen acciones positivas o negativas, con voluntariedad y conciencia humana a las que el ordenamiento constitucional les atribuye efectos jurídicos, mas concretamente, los  actos necesarios para reformar o adicionar la Constitución son actos jurídicos políticos que sirven para crear de manera unilateral situaciones jurídicas para los gobernados, esto es, normas constitucionales; por tanto,  para reformar o adicionar la Constitución es necesario agotar esos actos jurídicos, mismos que quedan comprendidos como aquellos realizados por una autoridad para los efectos del juicio de amparo de conformidad a lo que establece el artículo 11 de la Ley de Amparo, cuyo tenor es el siguiente: " Es autoridad responsable la que dicta, promulga, "publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto "reclamado. “

Se confirma tal postura, en virtud de que los actos necesarios para reformar o adicionar la Constitución, son claramente actos de autoridad que pueden violar garantías individuales, verbigracia, la de legalidad, al emitirse un acto contrario a la Carta Magna; la de seguridad jurídica al aplicarse normas constitucionales inválidas, es decir, producto de un procedimiento distinto al constitucionalmente exigido; y la de debido proceso legal, al no ajustarse fielmente las formalidades del procedimiento del citado numeral 135.

En conclusión, aunque el órgano reformador a que alude el invocado precepto 135 es de naturaleza compleja, pues lo componen el Congreso de la Unión y las Legislativas de los Estados, lo cierto es que su actuar está sujeto al procedimiento que le determina la propia Constitución, de ahí que, si quienes intervienen en el proceso de formación de la reforma constitucional se apartan de ese procedimiento o lo contravienen, es incuestionable que opera el principio de legalidad que consiste en que los actos de toda clase de autoridad, sin importar rango ni jerarquía, entre ellos los que realizan las autoridades que, interactuando, ejercen atribución revisora, deben concordar con los límites que les son impuestos por la Ley Suprema, de lo contrario, si su actuar no se ajusta a ella, su proceder se puede impugnar, precisamente, por haber violado ese principio de legalidad.

Aclarada la cuestión concerniente a que las entidades que intervienen en el proceso legislativo de una reforma constitucional, que en ejercicio de sus atribuciones secuenciales integran el órgano revisor, son autoridades constituidas en tanto que se ha determinado que tienen tal carácter las que dictan, promulgan, publican, ordenan, ejecutan o tratan de ejecutar la ley o el acto reclamado, enseguida se pasa a establecer la necesidad de incluir sacramentalmente la procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de los vicios del procedimiento de una reforma constitucional, su importancia en un estado de derecho como el nuestro, la fundamentación y motivación de su reglamentación, así como los beneficios que arroja.

La facultad expresa de que se trata, deviene de la interpretación armónica de todo el sistema constitucional que otorga atribuciones al Poder Judicial Federal, la Constitución misma en su multicitado precepto 135, absorbe un principio de reserva de jurisdicción para su interpretación y la legalidad de las mutuaciones a la misma del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, asimismo, también absorbe una reserva para la mutabilidad de sí misma para el órgano revisor, ejemplo de lo primero resulta el engarce de los artículos 49 constitucional, inserto en el título tercero, capítulo primero, que habla de la división de poderes y establece que el Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en legislativo, ejecutivo y judicial, sin que se puedan reunir dos o más de estos poderes en una sola persona, ni depositarse el legislativo en un solo individuo, y para este último caso marca salvedades. Por su parte, el artículo 94 inmerso en el título invocado habla del Poder Judicial, en primer lugar hace depositario del mismo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, luego, dispone la obligatoriedad de la jurisprudencia de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución, leyes, reglamentos federales o locales y tratados internacionales, así como los requisitos para su interpretación, interrupción y modificación, es oportuno destacar que el texto constitucional señala al Poder Judicial, intérprete de la Constitución sin taxativas, remitiendo a la ley el señalamiento de los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia. A su vez, el artículo 124, incrustado en el título séptimo: “ Prevenciones Generales”, en cuanto a distribución de competencias prevé que las facultades que no estén expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados, lo que muestra que no se podía vislumbrar ni por asomo, de este numeral, que la salvaguarda de los procesos constitucionales contemplados en ella para su propia modificación deben ser del resorte competencial reservado a los Estados.

De lo que se sigue, que ante el hecho de que nuestra Carta Magna no contiene reglas específicas de interpretación de sus propios preceptos, conforme a nuestro sistema y atendiendo a los principios más generales relativos a la tutela o salvaguarda de la Constitución, esta trascendental tarea debe considerarse reservada al Poder  Judicial de la Federación y específicamente a la Suprema Corte, pues de lo dispuesto por el séptimo párrafo del artículo 94 constitucional debe concluirse que el Poder Judicial Federal es el intérprete último de la Ley Fundamental.

Esta encomiable labor se vio acentuada al tener lugar las recientes reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación, el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, que tuvieron por objeto, entre otros aspectos, buscar el fortalecimiento de la Suprema Corte de Justicia y su consolidación como tribunal de constitucionalidad. 

Posteriormente, el veintisiete de mayo de mil novecientos noventa y cinco, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación vigente, que abrogó la anterior de cinco de enero de mil novecientos ochenta y ocho y sus reformas, la cual reiteró el quehacer primordial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consistente en salvaguardar la supremacía normativa constitucional, precisando y ampliando sus áreas de competencia.  Esta alta atribución que le asiste a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para interpretar cualquier precepto de la Constitución Federal, se ha destacado también en la doctrina judicial mexicana, dentro de la cual aparece la tesis de jurisprudencia publicada en la página 9, Primera Parte, Sexta Epoca, Volumen LXXIX, que en la parte conducente establece”...la Suprema Corte de Justicia de la Nación de acuerdo con el artículo 133 constitucional y con la teoría jurídica del Poder Judicial, es la única autoridad a la que se encomienda la función esencial de interpretar la Constitución y mantener la integridad del Pacto Federal..”. También conviene traer a colación, entre otras, las reglas de interpretación constitucional que refiere el distinguido tratadista argentino Linares Quintana, en su obra “Derecho Constitucional e Instituciones Políticas”, Tomo I, páginas trescientos sesenta y cuatro a trescientos setenta. Editorial Plus Ultra, Buenos Aires, Argentina, 1981, las cuales son:

a) Debe prevalecer el contenido teleológico o finalista de la Constitución, que es el garantizar la libertad y dignidad humanas; 

b) Debe ser interpretada con un criterio amplio, liberal y práctico y nunca estrecho, limitado y técnico, en forma que en la aplicación práctica de sus disposiciones, se cumplan cabalmente sus fines;

c) Las palabras de la Constitución deben ser interpretadas en su sentido general y común, a menos que resulte claro de su texto que el Constituyente quiso referirse a un sentido técnico legal;

d) Debe ser interpretada en su conjunto, es decir, que ninguna disposición debe ser considerada aisladamente y siempre debe preferirse la interpretación que armonice y no la que coloque en pugna los distintos preceptos de la Ley Suprema;

e) Deben tenerse en cuenta las situaciones sociales, económicas y políticas que existen en el momento de realizarse la interpretación;

f) Las excepciones y privilegios deben interpretarse con criterio restrictivo, y

g) Los actos públicos se presumen constitucionales si mediante interpretación pueden ser armonizados con la Ley Fundamental, pues no puede suponerse un propósito deliberado por parte de quienes ejercen las funciones públicas, de ejecutar actos contrarios a la Ley Suprema.

Por otro lado, es obvio que la finalidad de la Ley Fundamental, se traduce en el reconocimiento y salvaguarda de los derechos que son consustanciales a toda persona, denominados ”garantías individuales”, y para su protección prevé un medio de defensa especial que puede hacerse valer ante los tribunales cuando el Estado, por medio de sus autoridades, infringe esos derechos.

El juicio de amparo o juicio de garantías, al menos en su concepción original, fue diseñado como un instrumento protector de los derechos humanos contra leyes y actos de autoridad, como se advierte del contenido de la fracción I del artículo 103 constitucional, que a lo largo de su vigencia ha permanecido inalterada, la cual establece:

“Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

“ I. Por leyes o actos de la autoridad que viole (sic) las garantías individuales...”

Una interpretación del texto transcrito, hecha en sentido general y común, nos acerca a la conclusión de que, si el juicio de control constitucional fue establecido para la protección de las garantías individuales establecidas en la denominada “parte dogmática” de nuestro Ordenamiento Fundamental, en principio, cualquier ley o acto que las violente o conculque, es susceptible de ser reclamado.

En este contexto, considerando que las excepciones que establece la Ley Fundamental, deben interpretarse con criterio restrictivo, y atendiendo además al principio general de derecho que dice que donde la ley no distingue, no procede hacer distinción, se entiende que únicamente quedan excluidos de la protección judicial mediante el juicio de garantías, algunos supuestos señalados de manera expresa por la propia Constitución, como son, entre otros, las cuestiones electorales, cuya vía de impugnación es a través de los recursos establecidos por el código de la materia y la acción de inconstitucionalidad establecida en el artículo 105 de la Carta Magna; empero, la procedencia del amparo no es ilimitada pues exige la existencia de un agravio o vulneración de algún derecho fundamental establecido por la propia Carta Magna; sin embargo, no siempre suele ser evidente la violación de garantías, por ello, a fin de evitar el abuso del juicio, la ley reglamentaria ha establecido ciertas normas para condicionar su acceso, conocidas como causales de improcedencia.

Partiendo de las anteriores premisas, es importante recalcar que en la legislación mexicana no existe disposición expresa que prohiba el ejercicio de la acción de amparo en contra del proceso de reformas a la Carta Magna, porque según se apuntó, los Tribunales de la Federación están facultados para intervenir en el conocimiento de cualquier problema relativo a derechos fundamentales, porque la función primordial encomendada al Poder Judicial de la Federación por el artículo 103 Constitucional es la de resolver controversias por leyes o actos de autoridad, sin importar que se opongan a tal conclusión algunos antecedentes históricos, en virtud de que estos se generaron en tiempos en que no se cuestionó la procedencia del amparo en contra del procedimiento de reformas a normas constitucionales, si bien es cierto que la observancia de los precedentes es necesaria para la seguridad jurídica, ello se debe hacer buscando que no se conviertan en una dictadura, porque se frena la evolución jurídica del país, la interpretación del derecho no puede encadenarse al pasado, ni se debe permitir que la única forma para resolver un asunto, sea de la manera  en que se decidió en épocas pasadas, el juzgador tiene obligación en cada caso de responsabilizarse de los efectos que su decisión produzca en la sociedad a la que sirve.

No está por demás señalar, que los pasajes históricos que se han ido formando en materia de amparo contra leyes es relevante y de suma importancia, sin embargo, en el tema de mérito, el acudir a ellos nos serviría únicamente para patentizar que desde los albores del siglo pasado, la idea del Constituyente fue la de crear a favor de los gobernados un mecanismo de censura y defensa para controlar ciertos actos, a saber, aquéllos de las autoridades estatales entendidas como los poderes constituidos para ejercer funciones públicas, como los concernientes a las materias de legislación, administración y ejecución de leyes.

La esencia de esta institución protectora como mecanismo de control de los poderes constituidos, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, este último con todos los obstáculos que se enfrentaron para incluirlo, se conserva por el Constituyente de 1857, la sentencia de amparo tenía efectos protectores muy limitados, por cuanto la declaratoria de inconstitucionalidad de la ley aplicada en el acto concreto reclamado, ni siquiera trascendía a la parte resolutiva del fallo, la renuencia de un sector dominante de la doctrina y la jurisprudencia de la época para aceptar el control directo de la constitucionalidad de las leyes, por cuanto significaba un quebranto de la división de poderes, influyó decisivamente en la redacción de las leyes reguladoras de la materia de amparo de los años de 1861, 1869, 1882, 1897 y 1917, por cuanto en ellas se consideró que el medio natural para acceder al examen constitucional de una ley era su impugnación a través de un acto de ejecución concreto.

Es hasta la ley de 1935, cuyo texto reformado rige en la actualidad, en que el legislador admite la procedencia del amparo contra leyes en sí mismas consideradas, esto es, por su sola publicación, dicho ordenamiento autorizó que fuera la ley reclamada el objeto directo de impugnación constitucional y que el legislador fungiera como autoridad responsable en el juicio, pero los efectos de la sentencia protectora eran de tal modo restringidos que no alcanzaban a liberar al quejoso de todos los efectos lesivos de la ley que pudieran producirse en el futuro, pues únicamente se traducían en la destrucción del acto concreto objeto de impugnación, finalmente, fue hasta el año de 1988, en que el máximo tribunal abandonó de manera definitiva el criterio que restringía los efectos protectores de la sentencia de amparo dictada en contra de la ley, para establecer que la misma protege al quejoso no solo en contra del acto concreto de aplicación que motiva el juicio, sino también contra la aplicación futura de la norma declarada inconstitucional. Este análisis histórico pone de manifiesto que poco a poco se han superado las dificultades que tuvo que enfrentar la institución del amparo contra leyes,  para vencer los temores inspirados en la integridad del sistema de división de poderes, precisamente, ante nuevos temas como el que nos ocupa, no se pueden abordar con esquemas de décadas anteriores, sino en la actualidad se exige mayor esfuerzo para desasolvar los canales de la Constitución hacia las autoridades y los gobernados, y de ambos hacia aquella.

En ese orden de ideas, el juicio de amparo se debe concebir como una institución protectora del régimen constitucional, esto es, para censurar los procesos de reforma constitucional y los actos de los órganos que intervienen en esos procesos, toda vez, que la lectura del artículo 135 constitucional, dispone en lo que interesa que la presente Constitución puede ser adicionada o reformada (aquí existe una permisión), enseguida señala que para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte integrante de la misma se requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden las reformas y adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las Legislaturas de los Estados; esto revela que la propia Carta Magna prevé la posibilidad de que existan o se intente que existan ciertas reformas o adiciones que no pueden ser parte de la Constitución, por no cumplir con los requerimientos de ésta, sigue diciendo el precepto que el Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en su caso harán el cómputo de votos de las Legislaturas de haberse aprobado las adiciones o reformas, entonces, si no se acatan estos requisitos, lo acordado por el órgano revisor, desde luego no podrá llegar a ser parte de la Constitución, lo que significa que los vicios en ese procedimiento se puedan impugnar por conducto del juicio de amparo, pues no se atacaría una reforma constitucional por cuanto a su contenido, sino solamente se combatiría el mecanismo que realizó el órgano revisor que aprobó una aparente reforma a la Constitución, puesto que, cuando se reclama por vicios de procedimiento aquello que tiene aspecto formal de norma constitucional, pero que de resultar viciada, no lo es, entonces, estamos en presencia de un acto de autoridad que se estima violatorio de la Ley Fundamental, el cual queda claramente comprendido dentro de las hipótesis de procedencia del juicio de amparo; pues aunque la consecuencia de un fallo protector generaría que uno o varios preceptos de la Constitución, no fueran aplicados, no se advierte cuál fuera el impedimento de esa declaratoria, si se toma en cuenta que el término autoridad, según se vio, rige aún para los actos reformatorios de los artículos de la Carta Magna, por emanar de un órgano constituido.

Sobre este particular se coincide, con el connotado jurista Felipe Tena Ramírez en su obra Derecho Constitucional Mexicano, 12ª. Edición, Pórrua, México 1973, página sesenta y ocho, en donde admite expresamente que una reforma a la Constitución se puede declarar inconstitucional por violación al artículo 135 de la propia Constitución y añade que esta violación puede originarse por haberse realizado por un órgano distinto al legalmente facultado o por omitirse las formalidades señaladas por dicho precepto, advirtiendo que en este caso, sería procedente enjuiciar la validez de la misma por medio del juicio de amparo, que es la institución encargada de definir los casos de inconstitucionalidad.

Lo hasta aquí comentado se justifica, porque no debe existir ilimitabilidad en las atribuciones del referido órgano revisor, en tanto que rompería con el principio de la seguridad jurídica y el sistema de control de la constitucionalidad de los actos de los poderes públicos, pues si ese órgano pudiera hacer todo, como por ejemplo, qué pasaría si un presidente de la República dictador y tirano, que tiene a su disposición el Congreso mayoritariamente, manejara a su antojo los cambios o reformas apartándose de lo que establece la Carta Magna, y de no someter los actos del órgano revisor al examen judicial, entonces, se elevaría a esta autoridad con la categoría de omnipotente, que sin un control jurisdiccional todo lo haría sin más que consultar sus propios designios, de ahí que, se debe sostener la procedencia del juicio de amparo en contra del proceso de reformas a preceptos constitucionales, porque así se contribuye a la evolución jurídica del país, ya que, es indudable que las decisiones judiciales tanto definen como explican el modo de ser de nuestra Constitución, y la forma en que se interprete por los órganos de control constitucional contribuye no sólo en la organización jurídica, sino también política y social, así como el mejoramiento de México, y por que no decirlo al fortalecimiento del Estado de derecho.
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 ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

I N T R O D U C C I O N

El presente trabajo, tiene como objeto presentar una propuesta, para que sea integrada al proyecto de la nueva Ley de Amparo, atendiendo la invitación hecha por el Poder Judicial de la Federación, a la comunidad jurídica mexicana, además de la Sociedad en general, para formular propuestas con el objeto de ser integradas al proyecto de una nueva Ley de Amparo, lo cual de como resultado que la Sociedad Mexicana, tenga un moderno sistema de Justicia, que sea garante de una impartición de la Justicia, pronta, expedita e imparcial, como se consagra en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que en estos tiempos de cambio que nuestro país ha venido experimentando, nuestro sistema jurídico no debe escapar a los tiempos de modernidad por los que estamos atravesando, es por lo que  dicho afán de modernización de la Justicia de México, me alienta a presentar ante este Congreso Nacional para analizar las propuestas de Reforma de la Ley de Amparo, una propuesta para que sea integrada al proyecto de la nueva Ley de Amparo, por eso espero que los trabajos que se realice ante este Congreso Nacional, sean de gran valor y que cumplan con el objetivo de enriquecer el proyecto de la nueva Ley de Amparo,  con las propuestas que aquí se presenten.-

Al estar revisado, el proyecto de la nueva Ley de Amparo, el cual me parece un extraordinario trabajo, por parte de la Comisión de Análisis de propuestas para la nueva Ley de Amparo, integrada por los señores Ministros HUMBERTO ROMAN PALACIOS y JUAN N. SILVA MEZA, los Doctores JOSE RAMON COSSIO DIAZ, HECTOR FIX ZAMUDIO, los Magistrados CESAR ESQUINCA MUÑOA, MANUEL ERNESTO SALOMA VERA y los distinguidos juristas JUAN QUIJANO BAZ y ARTURO ZALDIVAR LELO DE LARREA, a quienes expreso mi reconocimiento por el trabajo realizado, al revisar dicho proyecto me llamo la atención lo concerniente a la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dispone la fracción V último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que es el tema que ocupara la presente ponencia.

Las reformas que entraron en vigor a partir de enero de 1988, donde se transformo la Suprema Corte de Justicia de la Nación en un auténtico Tribunal Constitucional, ya que paso a conocer asuntos relacionados con materias estrictamente constitucionales, delegando el conocimiento a los Tribunales Colegiados de Circuito, de los juicios de amparo directo y los recursos de revisión que no se vinculan con los asuntos constitucionales directos, por lo cual la única manera de conocer nuestro máximo Tribunal de un amparo directo o un recurso de revisión, lo es a través de la facultad de atracción, por lo que en el proyecto de la Nueva Ley de Amparo, en el artículo 38 de dicho proyecto, se establece que: 

“El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito de amparo, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento: 

I.- Planteado el caso por cualquiera de los ministros, el pleno acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;

II.- Recibidos los autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince días formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad, y

III.- Transcurrido el plazo anterior el dictamen será discutido por el tribunal pleno dentro de los tres días siguientes.

Si el pleno decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento, en caso contrario, devolverá los autos al tribunal de origen.”

La anterior propuesta que ha sido incorporada al proyecto de la Nueva Ley de Amparo, en el nuevo artículo 38, en primer término me parece adecuada, en cuanto a la ubicación del precepto que habla sobre la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte, ya que el artículo 182 de la Ley vigente se encuentra ubicado en el TITULO TERCERO, mismo que habla de los juicios de amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, en especial en el Capitulo IV que se refiere a la substanciación del juicio, por lo que me parece mas adecuado que la facultad de atracción, sea ubicada ahora en el proyecto de la nueva Ley de Amparo, en el capítulo V COMPETENCIA, CONFLICTOS COMPETENCIALES, ya que en esencia la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia, es un aspecto meramente competencial, entre la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito por lo que en términos generales el índice del proyecto de la LEY DE AMPARO, se encuentra mejor esquematizado que la anterior.

Pero pasemos a abordar el tema principal de la presente ponencia, que es lo referente a la forma en como quedo redactado el nuevo artículo 38 del proyecto de la nueva Ley de Amparo, viendo desde mi muy particular punto de vista los aspectos positivos de dicho precepto y los que en mi opinión merecen replantearse, con la propuesta que al finalizar la presenté exposición, haré.

La redacción actual del artículo 182 de la Ley de Amparo, señala que la facultad de atracción, puede ser ejercida de oficio por la Suprema Corte de Justicia, ó a petición de un Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República, por lo que entonces tenemos que del anterior precepto, actualmente sólo son dos las vías por las cuales la Suprema Corte de Justicia puede atraer el conocimiento de un asunto que no corresponda a su competencia ordinaria, una es la oficiosa, y otra, la derivada de la petición fundada del Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del asunto, o del procurador general de la República, lo cual se encuentra así establecido por la Jurisprudencia establecida por el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual se localiza en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo: IV, Diciembre de 1996, Tesis: P. CXLIX/96, Página 108, bajo el rubro de ATRACCION, FACULTAD DE. LAS PARTES CARECEN DE LEGITIMACION PARA SOLICITAR EL EJERCICIO DE AQUELLA, PERO ESTO NO IMPIDE QUE AL CONOCER DEL ASUNTO RELATIVO LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA LA EJERZA DE OFICIO.  

“De lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 84, fracción III y 182, de la Ley de Amparo, se desprende que sólo son dos vías por las que la Suprema Corte de Justicia puede atraer el conocimiento de un asunto que no corresponda a su competencia ordinaria, una es la oficiosa, y otra, la derivada de la petición fundada del Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del asunto, o del procurador general de la República; no encontrándose previsto que pueda decidir en cuanto al ejercicio de esa facultad a solicitud de las partes a que se refiere el artículo 5o. de la citada legislación, por lo que éstas carecen de legitimación para formular esa petición, la que de realizarse, necesariamente, debe ser desechada, circunstancia que no impide que la Suprema Corte de Justicia, al tener a la vista el asunto que se solicita atraer, advierta de oficio su interés y trascendencia y, entonces, ejerza dicha facultad, pues el conocimiento que requiere para poder ejercer de oficio la atracción le puede ser proporcionado por cualquier medio, ya que de otra manera sería difícil y excepcional que pudiera percatarse de que un asunto que no es de su competencia ordinaria reviste las mencionadas características que autorizan la atracción, precisamente porque no de todo tipo de asuntos tiene conocimiento”.

Sin embargo al analizar el texto del nuevo artículo 38 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, se advierte que únicamente quedara abierta la posibilidad de que sea uno de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, quien haga la petición al pleno, para que se ejercite la facultad de atracción, y este a su vez decidir si procede solicitar los autos al Tribunal Colegiado de Circuito, por lo que de llegar a aprobarse dicho artículo se dejaría únicamente a los ministros de la Suprema Corte la posibilidad de que ellos sean los que soliciten al pleno de nuestro máximo Tribunal, ejercer la facultad de atracción, por lo tanto el Procurador General de la República, ni los Tribunales Colegiados de Circuito, ya no le podrían solicitar a la Corte, que ejerza la facultad de atracción, sobre un asunto determinado que ellos consideren que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

También el referido nuevo artículo, excluye de la posibilidad de que las partes dentro del Juicio de Amparo, puedan solicitar que se ejerza la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia, por lo que estimo que si bien es cierto es una facultad discrecional por parte de nuestro máximo órgano de Justicia del país, no menos cierto resulta que siendo las partes, las que tienen mayor interés en  cualquier procedimiento, las mismas deberían de estar legitimadas para pedir que se ejerza la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia, lo anterior en concordancia con el artículo 8o Constitucional, ya que en ellas es en quien repercutiría el fallo que se llegaré a dictar.

Asimismo el nuevo artículo 38 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, establece el procedimiento que se debe seguir para que se ejerza la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señalándose en la fracción I del citado precepto legal que: 

“Planteado el caso por cualquiera de los ministros, el pleno acordara si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del término de tres días siguientes a la recepción de la solicitud”

Ahora bien el primer párrafo del nuevo artículo 38 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, establece: 

“El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito de amparo, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten”.

De lo antes señalado, tenemos que por una parte los ministros de nuestro máximo Tribunal, son los que pueden solicitar al pleno, que se ejerza la facultad de atracción, dicha petición obedecerá siempre y cuando el asunto de que se trate revista un interés especial y trascendencia lo ameriten, aquí es donde no existe la concordancia del nuevo artículo, ya que si los únicos facultados para pedir que se ejerza la facultad de atracción lo son los Ministros de la Suprema Corte, resultaría casi imposible que éstos se enteren de los asuntos que por su interés y trascendencia ameriten ser conocidos por la Corte, ya que precisamente quienes tienen conocimiento directo, de dichos asuntos que pudieran por su trascendencia e interés, son precisamente los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo o por las partes, por lo que considero que sería prácticamente imposible que se llegaré a dar la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Es por lo que hoy ante este Congreso Nacional, propongo que se entre nuevamente al estudio y revisión de la redacción del nuevo artículo 38 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, para que se analice la posibilidad de que, por una parte los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo que conozcan del asunto de que se trate, puedan mediante petición fundada, en la cual exprese las razones por los cuales solicita que la Suprema Corte, debe de conocer dicho asunto.

Asimismo propongo que las partes en el juicio de amparo, ya sea en la vía Directa, o en la revisión de un amparo indirecto, tengan la posibilidad de que su asunto sea resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo cual deberán de hacer mediante petición al Tribunal Colegiado que se encuentre conociendo del asunto, siendo dicho órgano jurisdiccional quien decidirá a su vez que si solicita a la Suprema Corte de Justicia, que ejerza la facultad de atracción del asunto, lo anterior resultaría desde mi muy particular punto de vista mas congruente con lo que se pretende con la facultad de atracción, que es que nuestro máximo Tribunal, decida de una forma definitiva el criterio que se debe de adoptar de una buena vez ante determinado asunto y no esperar a que se de una contradicción de Tesis, entre diversos Tribunales Colegiados de Circuito, como se suele dar en la actualidad.

Por lo que la nueva redacción del artículo 38 del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, sería la siguiente:

“El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito de amparo, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, pudiendo ser”: 

I.- De oficio, lo cual podrá ser planteado por cualquiera de los ministros, en el cual surja la inquietud acerca del interés y trascendencia de un asunto y formule la petición de atraerlo al conocimiento del órgano colegiado, el pleno acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;

II.- A petición del Tribunal Colegiado de Circuito de amparo, que conozca del asunto, debiendo expresar las razones en que funde su petición, además de remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia.

III.- Cuando medie petición por parte de alguna de las partes, el Tribunal Colegiado de Circuito de amparo, analizará la petición, si esta resultara procedente remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia; si decidiera que no resulta procedente, continuara conociendo del asunto; dicha resolución que emita, no admitirá recurso alguno.

IV.- En el supuesto de las dos fracciones anteriores, recibidos los autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince días formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad, y

V.- Transcurrido el plazo anterior el dictamen será discutido por el tribunal pleno dentro de los tres días siguientes.

Si el pleno decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento, en caso contrario, devolverá los autos al tribunal de origen.
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FRANCISCO JAVIER BRAVO CARBAJAL

Ponencia que presenta el Segundo Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito 

al Congreso Nacional de Juristas para Analizar el Proyecto 

de una Nueva Ley de Amparo.

Reconociendo que el Proyecto de una nueva Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, persigue la finalidad de fortalecer el estado de derecho requerido, incorporando para ello normas de justicia y seguridad acordes con las necesidades y los reclamos de nuestros tiempos, este Organo Colegiado, afín con la inquietud de lograr alcanzar el propósito que se persigue, que no es otro que el de mantener la plena vigencia de los postulados constitucionales con objeto de asegurar la convivencia armónica y pacífica, tiene a bien someter a su respetuosa consideración  las propuestas que se precisan a continuación:

I.- El artículo 1° del Proyecto de Ley de Amparo, establece lo siguiente:

“El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos”.

Por otra parte, el artículo 107, fracción VI, del mismo Proyecto dispone:

 “La demanda de amparo indirecto deberá formularse por escrito, en la que se expresará: … VI.- Los preceptos constitucionales cuya violación se reclame; y…”

Como es fácil advertir, el precepto que se acaba de transcribir riñe con el citado en primer término, que acertadamente utiliza la frase relativa a violación de garantías, mientras que el segundo de los numerales invocados alude a: “preceptos constitucionales”, lo que se estima ambiguo, toda vez que su interpretación pudiera llevar a afirmar que cualquier precepto constitucional, y solamente de la propia Constitución Federal, puede ser reclamado en amparo.

En atención a lo anterior, se propone modificar la fracción VI del referido artículo 107, a efecto de que contenga los mismos vocablos previstos en el artículo 1°, debiendo quedar redactado en consecuencia en los siguientes términos:

“Artículo 107…

VI.- Las garantías y/o derechos contenidos en los ordenamientos a que se refiere el artículo 1° de esta ley, cuya violación se reclame; y…”

II.- Por otra parte, de acuerdo con el texto del artículo 13 del Proyecto, en los casos en los que la demanda de amparo se presente por quien se ostente como defensor del quejoso, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo debe hacer del conocimiento de aquél, para que en el momento de la diligencia manifieste  si ratifica la demanda.

En efecto, el artículo en comento se encuentra redactado en los términos siguientes: 

“Artículo 13.- Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión. Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él mientras no señale representante. Si no lo ratifica se sobreseerá en el juicio”.

Sin embargo, en la práctica sucede que en algunas ocasiones el señalado como quejoso no se encuentra recluído, sino en libertad provisional bajo caución, por ello, es factible que el actuario se vea impedido para practicar la diligencia de notificación en los términos que el precepto establece. Para evitar lo anterior y el consiguiente retraso en el trámite del juicio de amparo, se estima conveniente que en el numeral en comento se contemple, un plazo para que el citado quejoso acuda ante la presencia judicial a ratificar el ocurso presentado por quien se ostentó como su defensor en el proceso penal de origen, apercibido que en caso contrario se sobreseerá en el juicio, toda vez que éste sólo procede a instancia de parte agraviada.

Al respecto se propone el texto siguiente:

“Artículo 13.- Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión. Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia  o, en su caso, dentro de los tres días siguientes a la misma, comparezca personalmente ante dicho órgano a manifestar si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él mientras no señale representante; de lo contrario, se sobreseerá en el juicio”.

III.- De acuerdo con el artículo 104, fracción I-B, constitucional, los Tribunales Colegiados conocen de los recursos de revisión en contra de las sentencias definitivas de los tribunales de lo contencioso-administrativo y en contra de las resoluciones que dicten no procede juicio o recurso alguno, pese a lo cual, tal improcedencia del juicio de garantías no se encuentra contemplada en la Ley de Amparo, en vigor, ni en el Proyecto que se analiza.

Por otra parte, conforme al artículo 248 del Código Fiscal de la Federación, los Tribunales Colegiados también conocen del recurso de revisión en contra de sentencias de las Salas Regionales del Tribunal Fiscal de la Federación y, desde luego, en contra de la resolución que dicten en tal recurso, tampoco procede el juicio de amparo.

Pese a lo evidente de tal improcedencia, se estima que, con el propósito de homologar la ley reglamentaria al mandato constitucional, así como incluir en la norma específica la hipótesis que se deriva de la ley genérica, se propone adicionar una fracción al artículo 59 del Proyecto, que se identificaría con el número III, recorriendo la numeración de las subsecuentes fracciones, para quedar como sigue: 

“Artículo 59.- El juicio de amparo es improcedente:

… 

III.- Contra resoluciones dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito”.

IV.- Conforme al artículo 112 del Proyecto, el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto examinará la demanda y, si existe causa manifiesta e indudable de improcedencia, la desechará de plano. 

Es el caso que en contra del acuerdo que desecha la demanda procede el recurso de queja, en términos del artículo 95, fracción I, inciso a), del propio Proyecto, por lo que cabe la posibilidad de que tal acuerdo deje de tener validez, en caso de declararse fundada la queja. De hecho, hoy en día, al caso procede el recurso de revisión y en ocasiones el aludido acuerdo se ve revocado. De ser así, si se trata de un acto cuya ejecución se reclame, al haberse desechado la demanda, la autoridad tiene plena libertad de llevar a cabo su ejecución, lo que puede ocasionar que el acto reclamado quede irremediablemente consumado para los efectos del amparo; por lo cual se propone incluir en el texto del mismo artículo que se analiza, la posibilidad de que, en caso de impugnarse el acuerdo que deseche la demanda, se promueva por separado y de manera temporal, la suspensión del acto reclamado, hasta en tanto se resuelva sobre la procedencia de la demanda, a fin de preservar la materia del amparo y de evitar que la protección constitucional que persigue el particular se haga nugatoria desde antes de que se inicie el juicio de garantías. 

En consecuencia, al efecto se propone el texto siguiente:

“Artículo 112.- El órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto examinará el escrito de demanda y si existiera causa manifiesta e indudable de improcedencia la desechará de plano. En caso de impugnación del acuerdo relativo, dicho órgano jurisdiccional, al proveer sobre la remisión del recurso al  superior, por separado decidirá sobre la suspensión del acto reclamado, conforme a las disposiciones del Título Segundo, Capítulo I, Sección Tercera, de esta ley”.

A T E N T A M E N T E

MAGISTRADOS INTEGRANTES DEL SEGUNDO

TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO.

MGDO. SERGIO JAVIER COSS RAMOS

MGDO. JORGE MARTINEZ ARAGON

MGDA. GRACIELA M. LANDA DURAN

congreso nacional de juristas para analizar la propuesta de una nueva ley de amparo.

merida, yucatan.

ponente: lic. carlos carmona gracia.

cargo: magistrado del tribunal superior de justicia del estado de durango.

titulo de la ponencia: “el tramite de la suspension en incidente por separado cuando es a peticion de parte en el amparo indirecto, ¿unica alternativa procedimental?”.

exposicion de motivos.-

La presentación y conocimiento del denominado proyecto de Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, producto del intenso y atinado trabajo de la Comisión de Análisis designada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituye indudablemente un documento que recoge con seriedad y con una adecuada técnica jurídica, todos y cada uno de los planteamientos que el foro jurídico del país entero hizo presentes con la finalidad de adecuar y actualizar la ley que regula el juicio de protección a las garantías individuales de todo gobernado frente a los actos de autoridad. 

Al imponerse de su contenido, surgen de su lectura y análisis las distintas novedades y adecuaciones que son incorporadas y debidamente sistematizadas en su texto, aunque en lo general se respeta básicamente la estructura tradicional que conforma actualmente la Ley de Amparo en vigor, como así se anota en el propio proyecto.

Sin embargo, llama particularmente la atención, que el énfasis e intención que imperó en todos los trabajos que de distintas fuentes se aportaron y que finalmente sirvieron de plataforma o sustento para la elaboración del proyecto de ley en análisis, fue además de recoger las propuestas provenientes de diversas fuentes, el dar cause a las inquietudes de la sociedad entera ante la necesidad de contar con un sistema de justicia más eficaz y moderno, que provoque, genere, asegure o garantice una completa e imparcial administración de justicia, sin retardo ni rezago alguno.

Es indudable que el juicio de amparo constituye la institución más relevante dentro del sistema jurídico mexicano, que atañe de manera exclusiva y plena a la protección de las garantías individuales de los gobernados, que pueden verse afectadas con la emisión de un acto de autoridad o de gobierno, de ahí que por su importancia, resulta urgente, además de indispensable –como en muchas otras leyes federales y locales-, la revisión, perfeccionamiento, adecuación o actualización de la ley que regula tal institución, a efecto de que su utilización, aplicación y observancia sea más atinada, accesible y eficaz, ante el desmesurado crecimiento de los problemas que aquejan a la población en su conjunto, frente a las acciones de gobierno que son adoptadas para la solución de esa problemática y que se traducen en actos de autoridad, y también ante la visible necesidad de contar en todo el territorio nacional con los siguientes órganos de control constitucional – a pesar del gran esfuerzo que al respecto ha realizado el Consejo de la Judicatura Federal- para que con su oficio jurisdiccional, resuelvan en lo inmediato y con prontitud, todas las controversias que se les planten, bajo la perspectiva de una ley que permita al justiciable un acceso más sencillo y menos gravoso a la justicia federal.

En ese sentido, de las propias consideraciones que se vierten en el capítulo introductivo al proyecto de referencia, se constata con claridad que algunas de las figuras o supuestos procesales importantes que fueron analizados, revisados, actualizados e incorporados al mismo, tienen que ver precisamente con la intención de ampliar los supuestos de procedencia del juicio de amparo que actualmente se limita a la tutela de las garantías individuales reconocidas en la Constitución Federal, con definir el tipo de interés que debe tener el individuo para acudir al juicio, con la ampliación de los plazos para la presentación de la demanda, con algunas modificaciones relevantes y restricciones relacionadas con las causales de improcedencia y de sobreseimiento, haciendo lo propio en materia de incidentes y en las sentencias de amparo, con lo relacionado a los procedimientos de amparo, destacando en este apartado y en lo que interesa para los efectos de esta ponencia, lo referente a la suspensión del acto reclamado.

A este respecto, se afirma que las modificaciones fundamentales que se plasmaron, se dirigen esencialmente  a establecer un sistema equilibrado que permita que la medida de la suspensión cumpla cabalmente con su finalidad protectora, pero que cuente también con mecanismos que eviten y corrijan los abusos que desvía su objetivo natural, para lo cual:

a)
Se privilegia la discrecionalidad de los Jueces y se establecen elementos mínimos formales y sustantivos que deben cumplir las resoluciones suspensionales, lo que facilita su control a través de los recursos que se plantean en el proyecto;   

b)
Se faculta a dichos Jueces para solicitar documentos y ordenar las diligencias que consideren convenientes para resolver sobre la suspensión definitiva;

c)
Se consagra de manera importante para el otorgamiento de la suspensión el principio de la apariencia de buen derecho, reconocido por la Suprema Corte de Justicia y que constituye uno de los avances más importantes en la evolución del juicio de amparo en los últimos años, aunque es obligado para el Juez realizar un análisis ponderado entre la no afectación del interés social y el orden público y la apariencia de buen derecho, yéndose al extremo inclusive, de precisar de manera detallado y clara en los apartados correspondientes, los efectos de la medida suspensional para evitar confusiones. 

propuesta.-

No obstante las importantes aportaciones que respecto de la suspensión del acto reclamado se subrayan de esa manera, frente a todos los demás avances que también se contienen en el documento en análisis, que tienden, insisto, a lograr contar con un juicio de amparo más eficaz y sencillo en el proyecto se conserva, como actualmente se prevé en la Ley de Amparo vigente, que la suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición de parte (artículo 123 del proyecto), destacándose que la primera se decretará en el auto de admisión de la demanda (artículo 124 párrafo segundo) y, la segunda, se tramitará en incidente por separado (artículo 126 párrafo segundo), siendo que en este último supuesto, el órgano de control constitucional al acordar sobre esa medida, debe concederla o negarla, y en el primer caso, fijará los requisitos y efectos de la misma; señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental, que deberá efectuarse dentro del plazo de setenta y dos horas; y solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda. Todo lo anterior, implica entonces, en general y como sucede actualmente, que para la substanciación de la suspensión, paralelamente al propio procedimiento que atiende al juicio en lo principal, el Juez debe ordenar la creación del expediente incidental por duplicado e irlo integrando con las actuaciones que debe dictar, diligenciar u ordenar practicar, hasta emitir la resolución que proceda, la autoridad responsable rendir el informe previo y ofrecer las pruebas que estime necesarias y el quejoso aportar las que a su vez considera oportunas, así como las promociones indispensables para darle continuidad, haciendo lo propio el tercero perjudicado, en su caso.

Pues bien, es en esta parte donde quiero detenerme para verter algunas reflexiones, con la intención de explicar el porque considero que el tramitar y resolver la suspensión en forma de incidente y por  separado, debe revisarse nuevamente con la intención de modificar o conformar una estructura distinta, tendiente a lograr un trámite menos gravoso para la autoridad judicial y para la autoridad responsable, y más accesible para el quejoso y el tercero perjudicado, pues a mi juicio, con las demás novedades o modificaciones que se proponen en el proyecto respecto del juicio de amparo en sí, en la práctica ya no resultaría tan eficaz y oportuno substanciar de esa forma dicha suspensión.

En efecto, el planteamiento contenido en este documento, no tiene como propósito el entablar una discusión meramente doctrinal o de técnica jurídica, sino únicamente de establecer un parámetro mínimo que sirva para explorar o encontrar, como ya se anotó con antelación, diversas posibilidades de carácter procesal que puedan resolver con mayor eficacia y con los mínimos requisitos que deban observar, respectivamente, el Juez y las partes que intervienen en el juicio de amparo con ese propósito, esto es, que el trámite y resolución de la suspensión, se encuentren acotados únicamente por los requisitos procesales estrictamente necesarios para ello, y que sena menos gravosos que los que deben cubrirse para tales efectos en la forma en que se plantea en el proyecto de ley que nos ocupa, de tal manera que pueda eliminarse el trámite de la suspensión en forma de incidente por separado y duplicado.

Las razones fundamentales que se tienen para ello, se hacen consistir en las siguientes: 

1.- La figura de la suspensión del acto reclamado, se sustenta de manera fundamental en la circunstancia de que en aquellos caos en que sea procedente la suspensión, el Juez debe limitarse a fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomar las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa el que la medida suspensional siga surtiendo efectos, lo cual así se encuentra recogido en el artículo 145 del proyecto. Esto es, el fin único y primordial de la suspensión, radica en evitar que al consumarse el acto reclamado, se causen mayores daños o perjuicios irreparables al peticionario de amparo.

Ahora, si bien en la exposición de motivos se aduce que el tema de la suspensión se privilegia la discrecionalidad de los Jueces, también lo es que en los artículos 126 y 127 de dicho proyecto, se determinan tajantemente los supuestos que para la concesión de la suspensión deben concurrir en el caso concreto, mientras que en los artículos 133, 137, 146, 147, 148, 149, 150 y del 157 al 164, se establece de manera contundente y precisa, el efecto en que debe decretarse la suspensión, dependiendo de la naturaleza misma del acto reclamado en la demanda, ya sea de carácter administrativo, civil, laboral y penal, de tal manera que la discrecionalidad del Juez se acota de manera determinante para decretar la suspensión al tenor de las reglas que se precisan en esas disposiciones.

2.- Se prevé a su vez de manera muy importante, que atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, el órgano jurisdiccional ordenará que las cosas se mantengan en el estado de guarden y, de ser materialmente posible, restituirá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo.

3.- En el artículo 129 del proyecto, se observa que para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés legítimo, en la promoción del amparo, salvo de que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario  que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.

4.- Por último, otros de los factores preponderantes que también atañen al tema, es el hecho de que de acuerdo con el contenido del artículo 16 del proyecto, el plazo mínimo para la presentación de la demanda de amparo es de treinta días, salvo las excepciones que en esa propia disposición se señalan; que también de acuerdo con el artículo 20, la presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales ante la oficialía de partes común que habrá de funcionar hasta las doce de la noche; que en términos del artículo 11, dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde que la demanda fue presentada o, en su caso turnada, el órgano jurisdiccional de amparo deberá resolver si desecha, previene o admite; que de acuerdo con el artículo 114, después de admitida la demanda, el juez señalará día y hora para la audiencia constitucional, que se celebrará dentro de los treinta días siguientes, salvo que exista causa fundada y suficiente en cuyo caso podrá celebrase en un plazo que no podrá exceder de otros treinta días; y por último, que de conformidad con el artículo 116 la autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de diez días, con el cual se dará vista a las partes, señalándose además que los informes rendidos fuera de ese plazo no serán tomados en cuenta y se presumirá además como cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario quedando a cargo del quejoso acreditar su inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea en sí mimo violatorio de los derechos a que se refiere el artículo 1°.

En el contexto que ha quedado señalado, después de refrendar lo que en suma se ha expresado en este documento, y demostrar las afirmaciones anteriores, en el sentido de que a favor de los promoventes del amparo se amplía el plazo para la presentación de la demanda, dándole plena oportunidad para formular ante el órgano jurisdiccional sus planteamientos debidamente sustentados en derecho y con las pruebas que estime elementales, además de los plazos que se proponen para la celebración de la audiencia constitucional, así como para que la autoridad responsable rinda su informe con justificación, a lo que debe concatenarse de manera contundente que para conceder la suspensión del acto no se exigirá al quejoso prueba de su interés legítimo, excepto cuando se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto, en cuyo caso será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés, así como que se otorga la facultad al juez de ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser materialmente posible, restituya provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio y, por último, ante el establecimiento de reglas fijas y precisas para la concesión de la suspensión a partir de la naturaleza misma del acto que se reclama, con todo ello, me pregunto, si no hay grandes aspectos que dirimir entonces sobre la suspensión, resulta necesario o indispensable que la suspensión del acto ante toda esa gama de circunstancias debe de sujetarse a un trámite por separado y duplicado, con todo lo que esto implica para el Juez, la autoridad responsable, el quejoso y el tercero perjudicado, o bien, no podrá anteponerse ante esa innecesaria tramitación los principio de economía procesal, de certeza y de eficiencia, resolviendo esa cuestión, por ejemplo, en el propio juicio principal debiendo de pronunciarse el juez sobre la suspensión en forma provisional al momento mismo de dictar el auto de admisión de la demanda, como suceda así con la suspensión de oficio, para resolver en definitiva sobre la misma, una vez que las autoridades responsables hayan rendido los informes con justificación que les sean solicitados y se haya fijado la litis constitucional, eliminándose con ello el trámite de un incidente por separado, que la mayor de las veces lo único que provoca es el retardo en la solución de fondo de los juicios de amparo, ante la sobrecarga de trabajo jurisdiccional que representan dichos incidentes para los Jueces, la doble carga procesal de las autoridades responsables, de los quejosos y de los terceros perjudicados, en la rendición de informes, expedición de documentos que justifican la existencia de los actos impugnados, la aportación de pruebas, la formulación de escritos de alegatos, etcétera; en cambio, si la suspensión se resuelve durante la tramitación del juicio de amparo en la forma en que se plantea, o bien a partir de un diverso esquema más hábil y accesible, es evidente que ello agilizaría en mucho la solución de miles de juicios – como referencia basta ver las estadísticas oficiales que se contienen en los informes de cada año-, además de que la resolución que se pronunciará sobre la suspensión estaría vinculada estrechamente con las propias actuaciones que lo integran, lo que daría una mayor certeza y seguridad jurídica a los impetrantes y a las demás partes que intervienen, quienes al final de cuentas lo que requieren es que el órgano de control jurisdiccional se pronuncie sobre el quid de la cuestión constitucional, como lo exige el artículo 17 de la Carta Magna.

Por último, la propuesta que se explica en esta ponencia, no trastocaría en el fondo las cuestiones propias en que descansa o se sustenta la figura de la suspensión, pues los diversos aspectos que también son inherentes a este tema, que se prevén por ejemplo en los artículos 130, 131, 132, 135, 143, 154, 155, 156, 165, 166 y 167, sin lugar a dudas pueden ser considerados en los propios autos que la determinen, y por lo que atañe al trámite de los medios de impugnación que resulta procedente al caso, se adecuaría al esquema respectivo, haciendo más fácil y concreto su desahogo.  

En atención a lo anterior, los artículos del proyecto que se verían en la necesidad de ser sujetos a adición, modificación o derogación, serían los siguientes:

A) TITULO PRIMERO. Reglas Generales. Capítulo Iil. Plazos.

Artículo 19 párrafo primero.-

B) TITULO PRIMERO. Reglas Generales. Capítulo IV. Competencia. Sección Segunda. Conflictos Competenciales.

Artículo 40.-

Artículo 45, párrafo tercero.-

C) TITULO PRIMERO. Reglas Generales. Capítulo XI. Medios de Impugnación. Sección Primera. Recurso de Revisión.

Artículo 79, fracción I, incisos a) y b).-

Artículo 88.-

D) TITULO PRIMERO. Reglas Generales. Capítulo XI. Medios de Impugnación. Sección Segunda. Recurso de Queja.

Artículo 95, fracción I, incisos b) y c).-

E) TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo I. El Amparo Indirecto. Sección Primera. Procedencia y Demanda.

Artículo 109, párrafo primero.-

F) TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo I. El Amparo Indirecto. Sección Segunda. Substanciación.

Artículo 114.-

G) TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo I. El Amparo Indirecto. Sección Tercera. Suspensión del Acto Reclamado. Primera Parte. Reglas Generales.

Artículo 126, párrafo segundo.-

Artículo 136.-

Artículo 138.-

Artículo 139.-

Artículo 140.-

Artículo 141.-

Artículo 142.-

Artículo 144.-

Artículo 151.-

Artículo 152.-

Artículo 153.-

H) TITULO SEGUNDO. De los Procedimientos de Amparo. Capítulo I. El Amparo Indirecto. Sección Tercera. Suspensión del Acto Reclamado. Segunda Parte. En Materia Penal.

Artículo 157, párrafo primero, regla II.

La propuesta a la que se circunscribe esta ponencia, tiene como propósito finalmente, que de encontrarse un mecanismo o esquema procesal más accesible, sencillo y eficaz para atender el trámite y resolución de la suspensión, pueda ser incorporado en substitución del trámite que actualmente se propone y se conserva en el proyecto de Ley de Amparo que ahora nos reúne de manera que con la aportación de todos los interesados en el tema, se busque e incorpore un nuevo elemento que genere una mayor capacidad de aplicar la ley, para atender los reclamos sociales en materia de justicia pronta y expedita.

con atencion y respeto

lic. carlos carmona gracia.
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1.- CONTENIDO DEL ARTÍCULO 8 DEL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.”.              

El artículo 8° del proyecto de Ley de Amparo, localizado en el Título Primero, Capítulo II, relativo a la Capacidad y Personería, es del tenor siguiente: “Las "autoridades responsables no "podrán ser representadas en el juicio de amparo. Podrán por "medio de simple oficio acreditar delegados que concurran a "las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, "aleguen y hagan promociones. 

"El Presidente de la República podrá comparecer a juicio en "los términos que determine por conducto del Consejero "Jurídico del Ejecutivo Federal, por éste, por el Procurador "General de la República, los secretarios de estado y jefes de "departamento administrativo a quienes en cada caso "corresponda el asunto, en términos de las leyes orgánicas y "reglamentos aplicables.

"En los juicios de amparo promovidos en contra de actos de "los titulares de las dependencias de la administración "pública federal, aquéllos podrán ser suplidos por los "servidores públicos a quienes las leyes y los reglamentos "que las rigen otorguen esa atribución.”.
2.
EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE, COMO ANTECEDENTE DEL ARTÍCULO 8° DEL PROYECTO QUE SE ANALIZA.

a).- Su contenido.
Este precepto de ley prevé: “Las autoridades responsables no "pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí "podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que "concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas "rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.- No obstante "lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la "República podrá ser representado en todos los trámites "establecidos por esta Ley, en los términos que determine el "propio Ejecutivo Federal por el conducto del Procurador "General de la República, por los Secretarios de Estado y "Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada "caso corresponda el asunto, según la distribución de "competencias establecidas en la Ley Orgánica de la "Administración Pública Federal.- En estos casos y en los "juicios de amparo "promovidos contra los titulares de las "propias dependencias del Ejecutivo de la Unión, éstos "podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen "esa atribución los Reglamentos interiores que se expidan "conforme a la citada Ley Orgánica.- En los amparos "relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría "General de la República, su titular podrá también "representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, "y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta "atribución el Reglamento de la Ley Orgánica de dicha "Procuraduría.”.
b).- Breve referencia histórica-jurídica de ese precepto.
Es la Ley Orgánica de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Federal (Ley de Amparo de 1936) la que por primera vez, en su artículo 19, permitió la acreditación de delegados que comparecieran a nombre de las responsables, de la siguiente forma: “Las autoridades responsables no pueden ser "representadas en el juicio de amparo,“pero sí podrán, por medio "de simple oficio, acreditar delegados en las audiencias para el "solo efecto de que rindan pruebas, aleguen y hagan promociones "en las mismas audiencias.”. 
El treinta de diciembre de 1942, el Presidente de la República Manuel Ávila Camacho presentó a la Cámara de diputados una iniciativa de ley proponiendo la reforma del artículo 19 de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República,  en el siguiente sentido: “Diversas "resoluciones de la Suprema Corte han interpretado el artículo 19 "de la vigente Ley de Amparo en el sentido de que el jefe del "Poder Ejecutivo sólo puede ser representado legalmente en el "juicio de amparo por el Secretario de Despacho encargado del "Ramo a que el asunto corresponda.- Con esa interpretación "estricta queda excluida  toda posibilidad de que el Ejecutivo sea "representado, en tales juicios, por los jefes de Departamentos "Administrativos, no obstante que a estos les han sido fijadas "numerosas competencias autónomas por la Ley de Secretarías y "Departamentos de Estado, de donde resulta, principalmente, que "tanto los informes con justificación que hayan de rendirse, como "los recursos que hayan de interponerse por la autoridad "responsable, en asuntos que corresponden a las indicadas "competencias, no pueden ser suscritos, ni siquiera a título de "representación, por aquellas autoridades que han intervenido o "causado los actos reclamados.- Para evitar esta anomalía de "carácter formal y las dificultades prácticas que ella provoca, el "Ejecutivo estima indispensable la reforma del artículo 19 de la "Ley de aquella jurisdicción; y para ello, haciendo uso de la "facultad que me confiere la fracción I del artículo 71 de la "Constitución General, tengo el honor de someter a la "deliberación de esa Honorable Cámara, por conducto de "vuestras Señorías, la siguiente iniciativa de ley.- Artículo único. "Se reforma el artículo 19 de la vigente Ley Reglamentaria de los "artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, en los siguientes "términos: Artículo 19. Las autoridades responsables no pueden "ser representadas en el juicio de amparo, pero si podrán, por "medio de simple oficio, acreditar delegados en las audiencias "para el solo efecto de que rindan pruebas, aleguen y hagan "promociones en las mismas audiencias.- No obstante lo "dispuesto en el párrafo anterior el C. Presidente de la "República podrá ser representado en todos los trámites de "esta ley por los Secretarios de Despacho y Jefes de "Departamentos Administrativos a quienes en cada caso "corresponda el asunto, según la distribución de "competencia establecidas en la vigente Ley de Secretarías y "Departamentos de Estado.”.
Dicha iniciativa fue aprobada por el Congreso de la Unión en los términos propuestos por el jefe del Ejecutivo Federal, cuyo decreto fue publicado el veinte de enero de 1943. 

En el Diario Oficial de la Federación de veintinueve de diciembre de 1949, se publicó el decreto de reforma, entre otros, del artículo 19 de la entonces Ley Orgánica de los artículos 103 y 107 constitucionales, del tenor siguiente: “ARTÍCULO PRIMERO.- Se "reforma en los siguientes términos, el artículo 19 de la Ley "Orgánica de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal.- "Artículo 19.- Las autoridades responsables no pueden ser "representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán por medio "de simple oficio, acreditar delegados en las audiencias para el "sólo efecto de que rindan pruebas, aleguen y hagan promociones "en las mismas audiencias.- No obstante lo dispuesto en el "párrafo anterior, el C. Presidente de la República podrá ser "representado en todos los trámites de esta Ley, por los "Secretarios y Jefes de Departamentos de Estado a quienes en "cada caso corresponda el asunto, según la distribución de "competencias establecidas en la Ley de Secretarías y "Departamentos de Estado, o por el Procurador General de la "República, cuando el Titular del Poder Ejecutivo le otorgue su "representación en los casos relativos a la dependencia de su "cargo.”.

Los motivos que adujo el Ejecutivo Federal como fundamento y justificación de la iniciativa de reforma fueron que la reforma introducida por decreto del 31 de diciembre de 1942, al artículo 19 de la Ley Orgánica de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, estableció que el titular del Poder Ejecutivo puede ser representado en los juicios de garantías, por los Secretarios y Jefes de Departamentos de Estado a quienes en cada caso corresponda el asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado; que dado que el carácter que tenía el Procurador General de la República de Representante de la Federación, en los términos del artículo 102 de la Constitución Política de México, le permitía conocer los asuntos de la Administración Pública y era conveniente que en los casos relativos a la dependencia de su cargo, pudiera ostentar la representación del titular del Poder Ejecutivo, cuando éste se la otorgara; que el propósito que inspiraba esa disposición era obvio, puesto que trataba de facilitar y garantizar mejor la eficaz defensa de los actos de la Administración Pública, toda vez que los antecedentes y documentos justificatorios de dichos actos generalmente obraban en los archivos de las Secretarías y Departamentos mencionados, o bien en la Procuraduría General de la República; que no obstante lo pertinente de esa disposición, no se había llegado a tener la efectividad deseada por las dilaciones que sufrían las notificaciones de los autos, resoluciones y sentencias que pronunciaban los tribunales federales en materia de amparo, al hacerse hasta esa fecha directamente en el despacho del titular del Poder Ejecutivo, en vez de entenderse con el funcionario que lo representaba de acuerdo con el citado artículo 19.

La Asamblea Legislativa, al aprobar dicha reforma, opinó que lo propuesto por el Poder Ejecutivo era de aceptarse porque trataba de simplificar los trámites en materia de amparo, una de las instituciones fundamentales; que dados la complicación de la vida moderna y el cúmulo de los negocios, no era conveniente ni práctico que el C. Presidente de la República recibiera notificaciones, en todos los casos en que se había señalado como autoridad responsable, lo que sería distraerlo sin objeto de sus ocupaciones privativas, como son el estudio de los grandes problemas nacionales, siendo además mucho mas fácil para cada dependencia del propio Poder Ejecutivo tener la suficiente personalidad para intervenir en los juicios de amparo, por lo que se refería a la competencia de cada Secretaría o Departamento; y que por lo mismo era correcto disponer que el C. Procurador fuera quien representara a la Federación en los asuntos de su incumbencia y debería aceptarse la reforma del artículo 19 de la Ley que se estudia, para ese sentido.  

El treinta de abril de 1968, en el Diario Oficial de la Federación, se publicaron una serie de reformas y adiciones a la Ley Orgánica de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como consecuencia necesaria de las reformas y adiciones introducidas  a diversos preceptos constitucionales, y una de aquéllas reformas correspondió al segundo párrafo del precepto 19 que se trata, para quedar como sigue: “No obstante "lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la "República podrá ser representado en todos los trámites de "esta ley por los Secretarios y Jefes de Departamentos de "Estado a quienes en cada caso corresponda el asunto, "según la distribución de competencias establecidas en la "Ley de Secretarías y Departamentos de estado, o por los "Subsecretarios, Secretarios Generales y Oficiales Mayores "de las Secretarías y Departamentos de Estado, durante las "ausencias de los titulares de sus respectivas dependencias, "de acuerdo con la organización de éstas y por el Procurador "General de la República, cuando el titular del Poder "Ejecutivo le otorgue su representación en los casos "relativos a la dependencia de su cargo.”.
La iniciativa relativa fue formulada por los Senadores de la República, en la que, dicho sea de paso, se propuso cambiar el nombre de la Legislación vigente en esa época, “Ley Orgánica de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal”, al de “Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales.”, y se expusieron como razones que se buscaban lograr procedimientos más breves y sencillos en la tramitación de los juicios de amparo y de ese modo hacer efectiva la meta de una justicia pronta y expedita en la jurisdicción federal, en su función máxima de lograr que por encima de leyes o de actos inconstitucionales de autoridad, prevaleciera el principio de la supremacía de las normas jurídicas fundamentales y la efectividad del goce y disfrute de las garantías individuales; que esa iniciativa se había formulado con estricto apego a los propósitos perseguidos en las reformas constitucionales antes mencionadas y después de escuchar diversas opiniones autorizadas. 

La última reforma de que se tenga noticia, al precepto 19 que se trata, se publicó el 31 de diciembre de 1976 y atañó a su segundo párrafo, para quedar como sigue: “No obstante lo dispuesto en "el párrafo anterior, el Presidente de la República podrá ser "representado en todos los trámites de esta Ley, en los "términos que determine el propio Ejecutivo Federal a través "del Procurador General de la República, por los Secretarios "de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a "quienes en cada caso corresponda el asunto, según la "distribución de competencias establecida en la Ley "Orgánica de la Administración Pública, o por los "Subsecretarios, Secretarios Generales y Oficiales Mayores "de las Secretarías y Departamentos, durante las ausencias "de los titulares de sus respectivas dependencias, de "acuerdo con la organización de éstas y por el citado "Procurador, cuando el titular del Poder Ejecutivo le otorgue "su representación en los casos relativos a la dependencia "de su cargo.”.

El Ejecutivo Federal adujo, como razones de su iniciativa, que ésta adecuaba la representación del Presidente de la República en materia de amparo, con la Ley Orgánica de la Administración Pública y, en virtud de que resultaba abrogada la Ley de Secretarías y Departamentos de Estado, desaparecía la facultad conferida a la Secretaría de la Presidencia por la fracción VII del artículo 16 de este Ordenamiento legal, ya que no existía en los términos de la nueva Ley la Secretaría de la Presidencia y algunas de las facultades, sin comprender la mencionada en la fracción y numeral señalados, que se le conferían a la nueva Secretaría de Programación y Presupuesto; que era evidente que de no llevarse a cabo esa reforma se resentiría retraso en los juicios de amparo donde el Poder Ejecutivo tuviera el carácter de quejoso, autoridad responsable o tercero perjudicado; que la iniciativa otorgaba la facultad de representación a través del Procurador General de la República, a los Secretario de Estado y Jefes de Departamento Administrativo, de acuerdo con la distribución de competencias que establecía la Ley Orgánica de la Administración Pública, así como al propio Procurador, sin que variara el espíritu que contemplaba ese precepto en vigor.

c).- Su interpretación por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Al respecto, localicé alrededor de treinta y cinco tesis y Jurisprudencias que Nuestro Máximo Órgano de Justicia y diversos Tribunales Colegiados han emitido en relación con la interpretación de la representación de las autoridades responsables en los juicios de amparo y, dada la brevedad a la que este trabajo deberá sujetarse, sólo referiré que las interpretaciones que en dichas tesis se hacen, en aras de solucionar una laguna de la que adolece el precepto en comento, guardan una peculiar contradicción, pues en unas se considera que el hecho de que un funcionario, de los no mencionados en el artículo 19 de la Ley de Amparo, sea representado por otro en términos de autorización expresa de una constitución estatal o de una ley orgánica no constituye una violación al referido precepto de ley, porque ello de ninguna manera significa que lo esté representando, por hacerlo en ausencia del titular; y como muestreo refiero las siguientes tesis:

Novena Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: VII, Marzo de 1998

Tesis: XX.1o.38 A

Página:   768

"AUTORIDAD RESPONSABLE, SUPLENCIA TEMPORAL EN EL "AMPARO (CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE "CHIAPAS).  El informe justificado signado por el secretario "general de Gobierno, en ausencia del Gobernador Constitucional "del Estado de Chiapas, no contraviene el artículo 19 de la Ley de "Amparo, en virtud de que no se trata de una representación del "gobernador, sino de suplencia que repercute en aspectos "meramente administrativos, lo que implica que al rendir el "informe relativo en su ausencia actúa en funciones de encargado "del despacho, supliendo la falta de aquél, circunstancia que "encuentra apoyo en el artículo 41 de la Constitución Política del "Estado Libre y Soberano de Chiapas que, en lo que interesa, "dice: "... en las ausencias del gobernador del Estado con "duración de más de quince días, el secretario de Gobierno "asumirá la función de encargado del despacho "..."; por tanto, de "una amplia interpretación del párrafo del artículo transcrito nos "lleva a la firme convicción de que debido a las variadas y "múltiples tareas del Ejecutivo Local, el informe justificado de la "autoridad señalada como responsable, rendido a través del "encargado del despacho, no constituye violación al artículo 19 de "la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 "Constitucionales, ya que de ninguna manera significa que lo esté "representando, por hacerlo en ausencia del titular, particularidad "que no necesita ser probada.”

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: X-Septiembre

Página:   287

"INFORME JUSTIFICADO. NO EXISTE SUBSTITUCION DE LAS "AUTORIDADES RESPONSABLES AL RENDIR SU INFORME A "TRAVES DE LAS DESIGNADAS POR MINISTERIO DE LEY.  El "informe justificado de las autoridades señaladas como "responsables, que se rinde a través de aquellas que fungen por "ministerio de ley, no constituye infracción al artículo 19 de la Ley "de Amparo, pues esto de ninguna manera significa que se esté "sustituyendo a la responsable para representarla en el juicio de "amparo; dado que de la suscripción realizada por ésta "encontrándose en funciones por ministerio de ley, se deduce que "lo rindió por ausencia del titular, circunstancia que no requiere "ser probada.”

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: X-Septiembre

Página:   287

"INFORME JUSTIFICADO. NO EXISTE SUBSTITUCION DE LAS "AUTORIDADES RESPONSABLES AL RENDIR SU INFORME A "TRAVES DE LAS DESIGNADAS POR MINISTERIO DE LEY.  El "informe justificado de las autoridades señaladas como "responsables, que se rinde a través de aquellas que fungen por "ministerio de ley, no constituye infracción al artículo 19 de la Ley "de Amparo, pues esto de ninguna manera significa que se esté "sustituyendo a la responsable para representarla en el juicio de "amparo; dado que de la suscripción realizada por ésta "encontrándose en funciones por ministerio de ley, se deduce que "lo rindió por ausencia del titular, circunstancia que no requiere "ser probada.”

Y en otras tesis y jurisprudencias se ha interpretado que las autoridades responsables si pueden ser representadas en los juicios de garantías y, al respecto, tenemos fundamentalmente la siguiente:

Quinta Epoca

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: XLIII

Página:    38

"AUTORIDADES RESPONSABLES, REPRESENTACION DE "LAS.  La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la "Nación, fijó anteriormente la jurisprudencia, en el sentido de que "la autoridad responsable no puede hacerse representar en los "juicios de amparo, por una persona extraña, si no que debe "intervenir en los mismos, directa y personalmente; pero la propia "Sala estima ahora que dicha jurisprudencia debe cambiarse y, en "lo sucesivo, establecerse que la autoridad responsable si puede "hacerse representar en los juicios de amparo por persona "extraña, en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 8o. y en la "parte segunda del artículo 149 de la Ley Reglamentaria de los "Artículos 103 y 104 Constitucionales; pues ninguna disposición "legal prohibe a la autoridad responsable conferir su "representación a un tercero, y al contrario, el artículo 8o., de la "citada ley, dice que la personalidad se justifica en la forma que "previene el Código Federal de Procedimientos Civiles, salvo la "excepciones que la misma ley establece, y dicho código previene "que las personas que gozan de entidad jurídica comparecerán "por medio de sus representantes legalmente constituidos; por "otra parte, el artículo 3o. de la Ley de Amparo, permite que las "personas morales u oficiales pueden pedirlo cuando actúan en "su carácter de entidades jurídicas, por medio de los funcionarios "que designen las leyes respectivas, y la misma razón que se tuvo "para admitir la representación de la autoridad, por un tercero, "cuando aquélla puede pedir amparo, la hay para que sea "representada también por un tercero, cuando se le designa como "autoridad responsable, e incuestionablemente tiene capacidad "legal para representar al gobernador de un Estado, el agente del "Ministerio Público del fuero común, a quien el mismo gobernador "designa.”

d).- Su interpretación por el Doctor Ignacio Burgoa.
Dada la brevedad que exige el contenido de este trabajo, sobre la interpretación de los juristas, del artículo 19 de la Ley de Amparo, seleccioné sólo la opinión de uno de ellos, por considerarla acertada y coincidente con la del exponente, esto es, la del  Doctor Ignacio Burgoa, quien interpreta que el principio dominante en materia de personalidad derivada de la autoridad responsable estriba en que ésta no puede ser representada en el juicio de amparo, como lo establece el artículo 19 que se analiza; que la representación procesal o judicial propiamente dicha, que implica el concepto de personalidad derivada, es una autorización que confiere una persona a otra para que, en todos los actos del procedimiento, la sustituya, para que la actuación de la segunda, en un juicio determinado, aproveche o perjudique a la que otorga dicha autorización, que trae como consecuencia el reemplazamiento íntegro de la autoridad originaria por la de carácter derivado; que la facultad que el artículo 19 de la Ley de Amparo otorga a la autoridad responsable para enviar delegados a las audiencias en los juicios de amparo para el sólo efecto de que rindan pruebas y formulen alegatos, no implica una representación procesal o una personalidad derivada, puesto que la hipótesis contenida en el citado precepto involucra una mera delegación de facultades que hace la autoridad responsable a favor de una o más personas, a quienes única y exclusivamente confiere la atribución de realizar en su nombre actos procesales previstos y determinados, como son los consistentes en ofrecer pruebas, formular alegatos y hacer promociones en las audiencias; que los delegados, en razón misma de sus facultades específicas y concretas, desplegables sólo en un acto procesal como es la audiencia, en forma alguna reemplazan a la autoridad responsable en el juicio de amparo, de ninguna manera la sustituyen íntegramente en éste, por lo que no son sus representantes, en el sentido propio que generalmente se atribuye al concepto de representación judicial o procesal; que se podría decir, sin exageración, que los delegados de las autoridades responsables en el juicio de amparo realizan una mera función de gestión sobre actos concretos y no de representación jurídica, tal como los efectúa el abogado patrono de una persona, el que al representarla puede ofrecer pruebas y alegar en las audiencias; que el artículo 19 de la Ley de Amparo no encierra ninguna contradicción consigo mismo; que no obstante la prohibición terminante y categórica, escueta, que ordena el mencionado precepto en el sentido de que la autoridad responsable no puede ser representada en el juicio de amparo, sólo se refiere a la representación convencional, esto es, a aquella autorización que se puede conferir a una persona cualquiera por medio de una especie de contrato verbal o escrito de mandato, con el fin de que sustituya a la autoridad en todos los actos procesales; que la representación legal, es decir, aquella facultad que otorga la ley a determinado funcionario o entidad autoritaria o consultiva para que actúe en negocios jurídicos o políticos a nombre de una determinada autoridad no está comprendida en la prohibición del artículo 19; que en consecuencia las autoridades responsables, si bien no pueden hacerse representar por cualquiera persona física o moral, privada u oficial, en el juicio de amparo mediante un mero contrato escrito o verbal de mandato, si, en cambio pueden ser representadas por el órgano que una ley o un reglamento previos haya designado para tal efecto; que lógico es que por órgano representativo, investido de personalidad derivada en el juicio de amparo, reputemos a aquélla persona o funcionario, o aquella entidad a quienes una ley o un reglamento, en una palabra, una norma jurídica les confiere la facultad de actuar en negocios de diversa índole, en nombre de una autoridad, por ende, la representación que de ésta tiene el órgano respectivo emana de la ley (lato sensu), puesto que es ella la que la otorga; y que, en esta virtud, la posibilidad de que en el juicio de amparo la autoridad responsable comparezca por conducto de su órgano respectivo, en nada contradice al artículo 19 de la Ley de Amparo, puesto que, como ya se dijo, éste supone la hipótesis de la prohibición de la representación convencional.      

3.- DIFERENCIAS SUSTANCIALES ENTRE AMBOS PRECEPTOS. 

El artículo 8 de la Ley que se pretende, prevé como representante, del Presidente de la República, al Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal e implica a las Leyes Orgánicas y a los Reglamentos aplicables; también contempla que los titulares de la administración pública federal podrán ser suplidos; pero en la vigente se habla sólo de la suplencia de los titulares de las dependencias del Ejecutivo de la Unión, del jefe de este Poder y del Procurador General de la República. 

Como se ve, el precepto en comento pretende ampliar la esfera de las autoridades que pueden ser representadas, lo cual corresponde a las mismas necesidades de administración de justicia pronta y expedita y a la necesidad de dar celeridad a los juicios de amparo, ante la diversidad de actividades de las autoridades que como responsables se señalan en dichos juicios; no obstante no resuelve el problema del todo.

4.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO NO SOLUCIONA TODOS LOS PROBLEMAS QUE SOBRE LA REPRESENTACIÓN DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES EN LOS JUICIOS DE AMPARO EXISTEN EN LA PRÁCTICA.

El precepto 19 vigente es incompleto porque, como ya se sostuvo, sólo contempla la representación en los juicios de amparo del jefe del Ejecutivo Federal, del Procurador General de la  República y de los titulares de las dependencias del Ejecutivo de la Unión, y esa circunstancia ha obligado a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a los Tribunales Colegiados de Circuito a emitir sus criterios interpretativos en los casos en que las autoridades responsables de las no comprendidas en esos casos,  comparecen a los juicios de garantías a rendir sus informes por conducto de otro funcionario o cuando éstos a nombre de aquél hacen valer algún recurso de impugnación de amparo; y el artículo 8 del proyecto también es incompleto, porque no prevé una hipótesis general que contemple a autoridades del Ejecutivo, del Legislativo, del Judicial y de la Administración Pública, tanto federales como estatales, y a las Municipales, en cuyos casos los problemas de comparecer a los juicios por sí también acontecen, dada la diversidad de sus funciones. 

5.- PROPUESTA:

Dado lo incompleto del actual artículo 19, lo cual repercute en la práctica del amparo, se considera que en el precepto 8 de la nueva Legislación deberá preverse la representación de las autoridades responsables en general, no sólo del ejecutivo federal, sino además de las estatales, municipales y de la Administración Pública, en aras de una impartición de justicia apegada a la garantía prevista en el segundo párrafo del artículo 17 constitucional, que es del tenor siguiente: “Toda persona tiene "derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán "expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las "leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e "imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, "prohibidas las costas judiciales.”

Por tanto, se propone que el artículo 8 de la Nueva Ley se ajuste a la realidad jurídica, debiendo desaparecer sus dos últimos párrafos para contemplar solamente uno que autorice la figura de la representación de las responsables en general, y que deberá rezar:  

Las autoridades responsables podrán comparecer a juicio en los términos que lo autoricen sus leyes orgánicas o reglamentarias y deberán expresar, en el informe o escrito en que promuevan, la fundamentación legal de su representación; de omitir estas exigencias se tendrá por no acreditada dicha representación, con las consecuencias que ello implique.

6.- ALCANCES ESPERADOS CON LA ACEPTACIÓN DE LA MODIFICACIÓN PROPUESTA.

1.- Una legislación de amparo mayormente eficaz.

2.- Una exacta aplicación de la ley.

3.- Evitar numerosas interpretaciones por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, que generen incertidumbre jurídica sobre el tema e incluso contraríen el espíritu del precepto legal de referencia .

4.- Evitar la ausencia de las autoridades federales, estatales y municipales, dada la diversidad de sus funciones, en los juicios de amparo, que en ocasiones acarrea resoluciones incongruentes, al presumir la certeza de los actos a ellas reclamados.
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1.- CONTENIDO DEL ARTÍCULO 117, PÁRRAFO SEGUNDO, IN FINE, DEL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.”.              

2.- ARTÍCULOS 166, 172, 173, 175, 177, 178, 179 Y 186 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

3.- DIFERENCIAS SUSTANCIALES ENTRE LOS PRECEPTOS INMEDIATAMENTE MENCIONADOS Y EL ARTÍCULO 117 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO Y ALGUNAS TESIS DE JURISPRUDENCIA Y PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO NO SOLUCIONA  EN SU TOTALIDAD LOS PROBLEMAS QUE EN LA PRACTICA PRESENTA LA RENDICIÓN O DESAHOGO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO.

4.- PROPUESTA.

REGLAMENTACIÓN DE LA PRUEBA TESTIMONIAL

EN EL JUICIO DE AMPARO.

1.- CONTENIDO DEL ARTÍCULO 117, SEGUNDO PÁRRAFO, IN FINE, DEL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO "REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA "CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS "MEXICANOS”.
El artículo 117, párrafo segundo, del proyecto de la nueva Ley de Amparo es del tenor siguiente: “Las pruebas testimonial, "pericial o inspección judicial deberán ofrecerse cinco días "hábiles antes del señalado para la celebración de la "audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el "señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y "copias para cada una de las partes de los interrogatorios al "tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del "cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que "deba versar la “inspección. No se admitirán más de tres "testigos por cada hecho. Para su desahogo no son "aplicables las reglas de la ley supletoria”.

2.- DIFERENCIAS SUSTANCIALES ENTRE LOS ARTÍCULOS 166, 172, 173, 175, 177, 178, 179 Y 186 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y EL ARTÍCULO 117 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, ALGUNAS TESIS DE JURISPRUDENCIA Y PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO NO SOLUCIONA  EN SU TOTALIDAD LOS PROBLEMAS QUE EN LA PRÁCTICA PRESENTA LA RENDICIÓN O DESAHOGO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO.

El juicio de amparo es un procedimiento autónomo con características específicas propias de su objeto, el de lograr la actuación de las prevenciones constitucionales a través de una contienda equilibrada entre el gobernado y el gobernante; en el mismo juicio se tramitan y resuelven una serie de cuestiones;  el actual artículo 117, párrafo segundo, del proyecto de la nueva Ley de Amparo instituye la prueba testimonial, la cual tiene características especiales que la hacen diferente a la prueba testimonial instituida y reglamentada por el Código Federal de Procedimientos Civiles, ordenamiento que de conformidad con el artículo 2º de la Ley de Amparo, ante la falta de disposición expresa, será aplicable al procedimiento de amparo; y en el mencionado numeral 117, segundo párrafo, in fine, se precisa que para el desahogo de la prueba testimonial, no son aplicables las reglas de la ley supletoria; circunstancia por la cual debe existir una reglamentación clara y precisa de dicha prueba en el juicio de amparo, para prescindir de la constante interpretación o aplicación analógica, muchas veces confusa, por parte del juzgador.

El tratadista Carlos Arellano García, en su obra de Derecho Procesal Civil, establece que testigo “es la persona física, capaz, diferente de las partes en el proceso, quien, presuntamente, ha percibido, sensorialmente, algún acontecimiento vinculado con los hechos controvertidos en el proceso”. 

Diversos tratadistas suelen coincidir en que el testimonio (distinto del documento) es aquel medio de probar y acto procesal por el cual terceras personas comunican al órgano jurisdiccional sus experiencias y percepciones sensoriales extrajudiciales o relacionadas con los hechos litigiosos.

La naturaleza jurídica de la prueba testimonial se determina por su propia esencia de carácter personal que, por provenir de la voluntad del hombre y producir efectos procesales en la instancia, se trata de un acto procesal, dado que se trata de una comunicación de hechos que se deben exponer tal como el testigo los percibió. 

De la prueba testimonial surgen aciertos y desaciertos inherentes a la naturaleza humana, de ahí la importancia de que las leyes de cada materia regulen con claridad y precisión dicha prueba; leyes que en algunos aspectos difieren en sus sistemas de valoración y de regulación, pero coinciden en lo esencial, esto es, en exigir que el testigo que declare en un proceso judicial conozca de los hechos que las partes deben de probar, y algunas legislaciones requieren que para ello los testigos reúnan ciertos requisitos, como que tengan capacidad para percibirlos y para transmitirlos, tal como verdaderamente acontecieron. 

En todos los juicios, incluido el de amparo, existen tres etapas probatorias, que son la de ofrecimiento, la de admisión y la de recepción de pruebas. 

El objeto y procedencia de la prueba testimonial sólo se relacionan con los hechos que pretenda probar el actor o el quejoso.

En la práxis procesal del juicio de amparo, constantemente, litigantes, autoridades y jueces de Distrito invocan la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles, aún cuando existe, en algunos casos una honda diferencia, como creo que la hay en la institución y reglamentación de la prueba testimonial. 

En efecto, el artículo 117, párrafo segundo, del proyecto de la nueva Ley de Amparo establece: “Las pruebas testimonial, "pericial o inspección judicial deberán ofrecerse cinco días "hábiles antes del señalado para la celebración de la "audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el "señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y "copias para cada una de las partes de los interrogatorios al "tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del "cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que "deba versar la inspección. No se admitirán más de tres "testigos por cada hecho. Para su desahogo no son "aplicables las reglas de la ley supletoria”.

El artículo 166 del Código Federal de Procedimientos Civiles dispone:  “Una parte solo puede presentar hasta cinco "testigos sobre cada hecho, salvo disposición diversa de la "Ley”.-.

El artículo 172 del mismo código dispone:  “La parte que desee "rendir prueba testimonial, deberá promoverla dentro de los "quince primeros días del “término ordinario o del "extraordinario, en su caso”.- 

El artículo 173 del propio código dispone: “Para el examen de los “testigos, no se presentarán interrogatorios escritos. Las "preguntas serán formuladas verbal y directamente, por las "partes o sus abogados, al testigo. Primero interrogará el "promovente de la prueba, y, a continuación, las demás "partes, pudiendo el tribunal, en casos en que la demora "puede perjudicar el resultado de la investigación, a su juicio, "permitir que, a raíz de una respuesta, hagan las demás "partes las preguntas relativas a ella, o formularlas el propio "tribunal”.-

El artículo 175 del mismo código dispone:  “Las preguntas y "repreguntas deben estar concebidas en términos claros y "precisos; han de ser conducentes a la cuestión debatida; se "procurará que en una sola no se comprenda más de un "hecho y no hechos o circunstancias diferentes, y pueden "ser en forma afirmativa o inquisitiva. Las que no satisfagan "estos requisitos, serán desechadas de plano, sin que "proceda recurso alguno; pero se asentarán literalmente en "autos”.

El artículo 177 del mismo código dispone: “ART. 177.- Los "testigos serán examinados separada y sucesivamente, sin "que unos puedan presenciar las declaraciones de los otros. "Cuando no fuere posible terminar el examen de los testigos "en un solo día, la diligencia se suspenderá para continuarse "al día siguiente hábil”.

El artículo 178 del mismo código dispone: “ART. 178.- Cuando el "testigo deje de contestar algún punto, o haya incurrido en "contradicción, o se haya expresado con ambigüedad, "pueden las partes llamar la atención del tribunal, para que, "si lo estima conveniente, exija a aquél las respuestas y "aclaraciones que procedan”.

El artículo 179 del mismo código dispone: “El tribunal tendrá la "más amplia facultad para hacer, a los testigos y a las partes, "las preguntas que estime conducentes a la investigación de "la verdad, así como para cerciorarse de la idoneidad de los "mismos testigos, asentándose todo en el acta”.

El artículo 186 del mismo código dispone: “ART. 186.- En el acto "del examen de un testigo o dentro de los tres días "siguientes, pueden las partes atacar el dicho de aquél, por "cualquier circunstancia que, en su concepto, afecte su "credibilidad. Para la prueba de las circunstancias alegadas, "se concederá un término de diez días, y, cuando sea "testimonial, no se podrán presentar más de tres testigos "sobre cada circunstancia. El dicho de estos testigos ya no "puede impugnarse por medio de prueba, sin perjuicio de las "acciones penales que procedan, y su valor se apreciará en "la sentencia, según el resultado de la discusión en la "audiencia final del juicio.

Ahora bien, de esa transcripción de artículos del Código Federal de Procedimientos Civiles  y del segundo párrafo del artículo 117 del proyecto de la nueva Ley de Amparo, se evidencia que es acertada la reforma propuesta por la última parte de este párrafo, en cuanto  dispone que para el desahogo de la prueba testimonial, entre otras, “no son aplicables las reglas de la ley supletoria”, pues pone de relieve que existen diferencias notables cuando se emplea en materia civil y cuando se emplea en materia de amparo; esto es, la parte inicial del  mencionado segundo párrafo del artículo 117, en proyecto, señala que las prueba testimonial o pericial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia; por su parte, el artículo 172 del Código Federal de Procedimientos Civiles señala que la parte que desee rendir prueba testimonial, deberá promoverla dentro de los quince primeros días del término ordinario o del extraordinario, en su caso; lo cual refleja la característica sumaria del juicio de amparo; además de que es posible anunciar la prueba testimonial si la audiencia constitucional es diferida por el juez de Distrito, si de los hechos materia de la prueba tuvo conocimiento en forma posterior, como cuando el informe justificado es rendido momentos antes de la celebración de la audiencia y en ésta se da cuenta, etc…, atento al contenido de la jurisprudencia 7/96, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 53 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo III, Febrero de 1996, Novena Época, del rubro y texto: “PRUEBAS PERICIAL, TESTIMONIAL "Y DE INSPECCION JUDICIAL EN EL AMPARO. SU "OFRECIMIENTO DESPUES DEL DIFERIMIENTO DE LA "AUDIENCIA.  Este Pleno modifica la jurisprudencia que en la "compilación de 1988, Segunda Parte, página 2435, aparece con "el número 1533 y que establece PRUEBAS TESTIMONIAL Y "PERICIAL EN EL AMPARO, CUANDO SE DIFIERE LA "AUDIENCIA.- Es procedente admitir las pruebas testimonial y "pericial para la audiencia en el amparo, cuando la inicialmente "señalada ha sido diferida de oficio por el Juez de Distrito, y no a "“petición de las partes"; y, asimismo, se aparta del criterio "contenido en la última tesis relacionada con dicha jurisprudencia, "que establece, esencialmente, que es inexacto que cuando la "audiencia se difiere de oficio, se puedan ofrecer dichas pruebas "para la audiencia diferida, agregando que cuando no se anuncian "oportunamente para la primera audiencia, no pueden ofrecerse "para la segunda, porque ya se perdió el derecho. Partiendo de la "hipótesis de que las pruebas pericial, testimonial y de inspección "judicial no fueron ofrecidas antes de la audiencia inicial, que ésta "se difirió y que en el nuevo periodo sí se ofrecieron con la "anticipación requerida por el artículo 151 de la Ley de Amparo, "en relación con la fecha de la segunda audiencia, el nuevo "criterio sostenido por este Pleno se apoya en dos principios "básicos: En primer lugar, el de la expeditez del procedimiento de "amparo que deriva de su naturaleza sumaria, de acuerdo con el "cual, si las mencionadas pruebas no se ofrecen con la "anticipación exigida por el citado precepto, ya no pueden "ofrecerse con posterioridad por haber precluido ese derecho "procesal; y en segundo, el cimentado en el respeto a la garantía "de defensa de la parte oferente, lo que significa que ésta, para "gozar de la oportunidad de ofrecer las pruebas aludidas, no sólo "debe contar con el plazo de cinco días hábiles antes del "señalado para la audiencia constitucional, sin incluir el del "ofrecimiento ni el señalado para la celebración de la audiencia, "sino además, que tal plazo se dé a partir “de la fecha en que "tenga conocimiento del hecho que trate de probar o desvirtuar "con dichas probanzas, conocimiento que puede inferirse de los "datos y elementos objetivos de los autos. Así, por ejemplo, "cuando la parte oferente ya tenga conocimiento del hecho o "situación cuya certeza trata de probar o desvirtuar con tiempo "anterior al término señalado en el citado artículo 151, tomando "como referencia la audiencia inicial, ya no podrá válidamente "ofrecerlas en el período posterior, porque ha precluido su "derecho por su abandono; en cambio, si el oferente no conocía el "hecho con la oportunidad legal suficiente, como cuando el "quejoso se entera de él con motivo del informe justificado rendido "poco antes de la audiencia, o como cuando el tercero "perjudicado es llamado a juicio sin tiempo suficiente para ofrecer "esos elementos probatorios, entonces sí pueden proponerse "legalmente con posterioridad a la primera fecha de la audiencia, "respetando siempre los términos del artículo 151, sólo que "“tomando como indicador la segunda fecha, ejemplos que "pueden multiplicarse teniendo en común, todos ellos, que desde "el punto de vista jurídico el oferente no debe quedar indefenso en "la materia probatoria examinada, por causas ajenas a su "descuido o negligencia dentro del procedimiento. Conforme a "este criterio, por tanto, carece de importancia el hecho de que la "audiencia se haya diferido de oficio o a petición de parte, "debiendo atenderse a los principios expuestos, cuya aplicación "permite dar a cada parte el trato que amerita su propia situación "procesal”;  

Además, el comentado párrafo segundo del numeral 117 señala que al ofrecerse la prueba testimonial se exhibirá original y copias de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos; el último párrafo establece que el órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el interrogatorio y para que puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia; pero el artículo 173 del Código Federal de Procedimientos Civiles, contrariamente a ello, establece que para el examen de los testigos no se presentarán interrogatorios escritos, que las preguntas serán formuladas verbal y directamente, por las partes o sus abogados, al testigo, que primero interrogará el promovente de la prueba y a continuación, las demás partes, pudiendo el tribunal, en casos en que la demora pueda perjudicar el resultado de la investigación, a su juicio, permitir que, a raíz de una respuesta, hagan las demás partes las preguntas relativas a ella, o formularlas el propio tribunal; al respecto conviene citar, en lo conducente, la tesis 9 sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Segundo Circuito, publicada en la página 331, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo III, Enero de 1996, del rubro y texto: “PRUEBA "TESTIMONIAL EN EL AMPARO. IMPROCEDENCIA DE LA "APLICACION SUPLETORIA DEL ARTICULO 173 DEL "CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.  Si las "autoridades señaladas como responsables, mencionan que "el juez de Distrito violó el procedimiento porque de "conformidad con el artículo 173 del Código Federal de "Procedimientos Civiles, el examen de los testigos se debió "hacer en forma verbal y directa y no presentándose "interrogatorios escritos previamente porque ello sugiere su "aleccionamiento y consecuente falta de credibilidad. El "argumento debe ser inatendible, dado que resulta de "explorado derecho que la supletoriedad únicamente tiene "cabida cuando, estando prevista una institución legal, no se "prevé o desarrolla su trámite o desahogo, empero en "tratándose de la prueba testimonial en materia de amparo, "ésta se rige por lo dispuesto en el segundo párrafo del "artículo 151 de la ley de la materia, donde se ordena que, en "el caso de la prueba testimonial ésta deberá anunciarse "cinco días antes del día señalado para la celebración de la "audiencia, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para "la audiencia constitucional y deberá exhibirse copia de los "interrogatorios al tenor de los cuales deban ser interrogados "los testigos. En consecuencia, el desahogo de ese tipo de "prueba y la presentación de interrogatorios de manera "previa es algo que está ordenado por la Ley de Amparo y, "por tanto, cuando el juez de Distrito actúa conforme a lo "ordenado en ese aspecto no viola precepto alguno, sino que "por el contrario, aplica la ley en sus términos”; la jurisprudencia 12/95 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 27/93, publicada en la página 9, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo II, Agosto de 1995, del rubro y texto:  “PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. LA "FALTA DE EXHIBICION DE LAS COPIAS DEL "INTERROGATORIO AL MOMENTO DE ANUNCIARLA NO DA "LUGAR A SU DESECHAMIENTO SINO A QUE SE REQUIERA "AL ANUNCIANTE.  El artículo 151 de la Ley de Amparo "establece que la prueba testimonial deberá ser anunciada "cinco días antes de la fecha señalada para la audiencia "constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado "para la propia audiencia, exhibiendo copia, para cada una de "las partes, de los interrogatorios al tenor de los cuales "deban ser examinados los testigos a fin de que estén en "posibilidad de formular por escrito o verbalmente "repreguntas al verificarse la audiencia. Este dispositivo legal "está inspirado en el principio de igualdad procesal de las "partes, el cual implica que éstas deben tener en el proceso "un mismo trato, es decir, que se les debe dar las mismas "oportunidades para hacer valer sus derechos y ejercitar sus "defensas. Por tanto, mientras esa igualdad procesal de las "partes se conserva, no es válido que se deseche una prueba "testimonial anunciada en tiempo, sólo por no haberse "cumplido el requisito formal de exhibir la parte o la totalidad "de las copias del interrogatorio al momento de anunciarse, "sino que debe requerirse al anunciante para que las exhiba, "ya que en estos casos existe la posibilidad de que las partes "del litigio constitucional puedan conocer el interrogatorio "para los testigos y preparar sus repreguntas sin afectar la "celeridad del proceso. Por tanto, sólo se le deberá desechar "o tener por no anunciada la prueba, cuando no exhiba las "copias respectivas en el término perentorio que para tal "efecto se le otorgue”; la jurisprudencia 19/97 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 18/96, publicada en la página 107, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo V, Febrero de 1997, del rubro y texto: “PRUEBAS "PERICIAL, TESTIMONIAL Y DE INSPECCION JUDICIAL EN "EL AMPARO. TERMINO ENTRE LA NOTIFICACION DE LA "DEMANDA Y LA AUDIENCIA.  El texto del artículo 107, "fracción VII, de la Constitución Política de los Estados "Unidos Mexicanos, que establece las bases de procedencia "del amparo indirecto, induce a considerar el carácter "sumario del procedimiento relativo tendiente a resolver "sobre la constitucionalidad de los actos autoritarios "reclamados, de manera rápida y eficaz. Congruente con este "precepto constitucional, la Ley de Amparo fija los plazos "máximos y aquellos de excepción, para la celebración de la "audiencia y las condiciones para su suspensión o "diferimiento a fin de que, dentro de las eventualidades de "orden práctico que pudieran surgir en el procedimiento, se "garantice la defensa de las partes, tal como se advierte de lo "dispuesto en los artículos 147, 149, 152 y 156 de dicha ley. "Por su parte, el artículo 151 de la propia ley establece el "plazo mínimo de cinco días para que las partes en el juicio "de garantías propongan las pruebas que requieren especial "preparación, como son la pericial, la testimonial y la de "inspección judicial, como una formalidad esencial del "procedimiento que el órgano constitucional debe observar, "siempre y cuando tales pruebas sean ofrecidas, supuesto en "el cual deberá fijar la celebración de la audiencia "constitucional para una fecha que permita su preparación, o "bien, suspenderla o diferirla para lograr el mismo objetivo, "teniendo en consideración, en su caso, los criterios de esta "Suprema Corte, especialmente el contenido en la "jurisprudencia número 7/1996, publicada en la página 53, "Tomo III-febrero, Novena Epoca del Semanario Judicial de la "Federación y su Gaceta, bajo el rubro: PRUEBAS PERICIAL, "TESTIMONIAL Y DE INSPECCION JUDICIAL EN EL "AMPARO. SU OFRECIMIENTO DESPUES DEL "DIFERIMIENTO DE LA AUDIENCIA", de tal manera que si no "lo hace así, el Juez incurrirá en una violación del "procedimiento en el juicio de amparo, que ameritará su "reposición. Sin embargo, en la hipótesis de que las partes "no anuncien ninguna de estas pruebas que ameritan "preparación, ha de concluirse que el señalamiento de la "fecha de la audiencia sin librar los cinco días en los "términos del artículo 151 de la Ley de Amparo, "ordinariamente no constituye violación procesal”.

Además, el artículo 173 del Código Federal de Procedimientos Civiles señala, como ya se dijo, que las preguntas serán formuladas verbal y directamente, por las partes o sus abogados, al testigo, que primero interrogará el promovente de la prueba y a continuación las demás partes, pudiendo el tribunal, en casos en que la demora puede perjudicar el resultado de la investigación, a su juicio, permitir que, a raíz de una respuesta, hagan las demás partes las preguntas relativas a ella, o formularlas el propio tribunal; y el artículo 179 del Código mencionado, señala que el tribunal tendrá la más amplia facultad para hacer, a los testigos y a las partes, las preguntas que estime conducentes a la investigación de la verdad, así como para cerciorarse de la idoneidad de los mismos testigos, asentándose todo en el acta; lo cual es contrario a la naturaleza de la prueba testimonial en el juicio de amparo, por las razones antes expuestas y porque no está permitido que en la audiencia del juicio se introduzcan nuevas preguntas de las que no se contengan en los interrogatorios que se hayan exhibido en tiempo y forma que requiere el artículo 117 del proyecto de Ley de Amparo, pues ello altera el equilibrio entre las partes; al respecto conviene citar el criterio jurisprudencial visible en la página 171, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Epoca, Volumen 115-120 Sexta parte, del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, del rubro: “TESTIGOS EN EL "AMPARO, AMPLIACION NO PERMITIDA DEL "INTERROGATORIO A.- El artículo 151 de la Ley de Amparo "exige que la prueba testimonial sea anunciada cinco días "antes de la audiencia; la interpretación literal y jurídica del "precepto conduce a sostener que el interrogatorio relativo "debe contener la totalidad de las preguntas que quieran "hacerse; por lo que, no está permitido ampliar las "cuestiones en el momento de la audiencia”; y el  sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, visible en la .página 609, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Epoca, Tomo III Segunda Parte-2, del rubro y texto: “PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO. EL "JUEZ DE DISTRITO CARECE DE FACULTADES PARA "INTERROGAR A LOS TESTIGOS.- El juez de Distrito carece "de facultades legales para formular preguntas a los testigos, "distintas de las contenidas en los interrogatorios y si así lo "hace deja en estado de indefensión a las demás partes, por "no haberles dado a conocer previamente las preguntas que "se formularían al desahogarse la prueba, como se infiere del "artículo 151 de la Ley de Amparo, el cual establece la "obligación para la parte oferente de anunciar la prueba "testimonial con cinco días de anticipación a la celebración "de al audiencia constitucional, así como la de acompañar las "copias del interrogatorio necesarias para ser distribuidas "entre las demás partes, con la finalidad de que éstas puedan "formular por escrito o verbalmente repregunta durante la "audiencia. Sin que pueda aplicarse supletoriamente el "artículo 179 del Código Federal de Procedimientos Civiles, "ya que el juicio de amparo se rige por sus propias reglas en "materia de prueba testimonial”. 

Además, el artículo 175 del Código Federal de Procedimientos Civiles, en su parte final, señala que las preguntas que no reúnan los requisitos señalados en dicho precepto serán desechadas de plano, sin que proceda recurso alguno; empero, en los artículos 79, inciso e) y 95, fracción I, inciso c), del proyecto de Ley de Amparo, se prevé su impugnación en determinados casos; al respecto conviene citar la tesis sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, visible en la página 342, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Epoca, Tomo XI-Marzo, del rubro y texto: “PRUEBA TESTIMONIAL. SU "DESECHAMIENTO PREVIO A LA AUDIENCIA "CONSTITUCIONAL, ES MOTIVO DE QUEJA.  Contra el auto "que desecha la prueba testimonial, fuera de la audiencia "constitucional, procede el recurso de queja previsto en la "fracción VI, del artículo 95 de la Ley de Amparo, por lo que "no es recurrible en revisión”; y la tesis sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la página 604, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Epoca, Tomo: IX-Abril, del rubro y texto: “QUEJA, PROCEDENCIA DEL RECURSO DE, EN CONTRA DE "AUTOS DICTADOS ANTES DE LA CELEBRACION DE LA "AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.  Es cierto que en los "artículos 83 y 95 de la Ley de Amparo, en los que se regulan "los recursos de revisión y queja, respectivamente, no se "alude de manera concreta cuál es el recurso que procede en "contra del auto de un juez de Distrito que desecha una "prueba anunciada durante la substanciación del juicio de "amparo, con anterioridad a la celebración de la audiencia "constitucional; sin embargo, de una interpretación armónica "e integral de las diversas hipótesis contempladas en las "cinco fracciones del artículo 83, de la Ley de Amparo, "válidamente se puede concluir que de acuerdo con la "fracción IV del citado artículo, procede el recurso de "revisión en contra de la sentencia dictada en la audiencia "constitucional por los jueces de Distrito y que en dicho "recurso, también deben impugnarse los acuerdos "pronunciados en la citada audiencia. En tal virtud, si el "desechamiento de una prueba tuvo lugar en la audiencia "constitucional, tal cuestión debe combatirse en el recurso "de revisión que se interponga en contra de la ejecutoria que "al efecto se dicte. En cambio, cuando las pruebas de las "partes se tengan por no anunciadas en tiempo o se "desechen las ofrecidas por resolución dictada antes de la "audiencia constitucional, deberá impugnarse a través del "recurso de queja, previsto en el artículo 95, fracción VI, de la "Ley de Amparo, por tratarse de una resolución dictada por "un juez de Distrito durante la tramitación de un juicio de "amparo y porque no admite de manera expresa el recurso de "revisión previsto en el artículo 83 del citado ordenamiento "legal, ya que como se precisó, sólo procede dicho recurso "de revisión cuando se trata de autos dictados en la "audiencia constitucional. Además, la resolución mencionada "dictada antes de dicha audiencia, que desecha o tiene por "anunciada en tiempo una prueba, puede constituir una "violación procesal que por su naturaleza trascendental y "grave, dejará en estado de indefensión a alguna de las "partes, con la consiguiente violación que ya no podrá "repararse en la sentencia que se dictará en la audiencia "constitucional, porque en ella el juez de Distrito ya no se "ocuparía de tal cuestión a virtud de la firmeza procesal "respectiva, por lo que tales resoluciones deben combatirse "a través del recurso de queja”.
Además, es de destacar que la admisión y desahogo de la prueba testimonial, en nuestra materia de garantías, se realiza en la audiencia constitucional, como lo señalan los artículos 117 y 122 de la Ley de Amparo, la cual se lleva a cabo hasta la conclusión en un solo acto; excepto en los casos que señala el artículo 120 de dicha Ley, cuando se objetan los documentos, en que se suspenderá la audiencia a efecto de que se ofrezcan pruebas y contrapruebas en relación con dicha objeción, y dicha audiencia se reanudará dentro de los diez siguientes, y cuando la testimonial se tenga que desahogar fuera de la residencia del Juzgado de Distrito, en que se encomienda su diligencia a diverso juez federal o del fuero común, a través de exhorto o requisitoria, según corresponda; lo cual se contrapone con lo establecido en el artículo 177 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual prevé que cuando no fuere posible terminar el examen de los testigos en un solo día, la diligencia se suspenderá para continuarse al día siguiente hábil; al respecto conviene citar la tesis 1 sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, visible en la página 886, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo VII, Mayo de 1998, del rubro y texto: “AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, “SU CELEBRACIÓN EN FORMA DISTINTA DE LO ESTABLECIDO EN EL “ARTÍCULO 155 DE LA LEY DE AMPARO, PROCEDE SU REPOSICIÓN.  El artículo “155 de la Ley de Amparo establece: "Abierta la audiencia se procederá a recibir, “por su orden, las pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento “del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda ...". De “lo anterior se desprende que la audiencia constitucional se compone, en estricto “sentido, de un solo acto procesal conformado, a su vez, por el periodo relativo a “la admisión de pruebas y alegatos de las partes y del pedimento del Ministerio “Público Federal, y por la sentencia propiamente dicha, sin que exista en la Ley “de Amparo ni en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, disposición “alguna que autorice la separación de estas dos etapas, ni tampoco se prevé que “la audiencia se lleve a cabo por el titular del Juzgado de Distrito en funciones en “ese momento y que la sentencia sea dictada por el Juez que lo sustituya, pues “de ser así, significa que el dictado de la sentencia se verificó fuera de la “audiencia constitucional, pues aquélla forzosamente debe ser el acto culminante “de ésta; de ahí que si en el caso la audiencia constitucional fue celebrada por “diferentes Jueces en funciones, tal actuar transgrede las normas fundamentales “que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, establecidas en el artículo 155 “de la ley de la materia antes transcrito y, en consecuencia, lo "que procede es revocar la resolución constitucional y ordenar "reponer el procedimiento”.

3.- PROPUESTAS.-

Por las razones expuestas, considero necesario que la nueva Ley de Amparo cuente con un sistema más preciso y explícito en la reglamentación de la prueba testimonial, para evitar las confusiones frecuentes en que se incurren en la tramitación del juicio de amparo, sobre todo porque en el proyecto de nueva ley se precisa que para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria; dicha reglamentación como la precisada en el Código Federal de Procedimientos Civiles y en otras legislaciones como la Ley Agraria vigente, para dar claridad, evitar inútiles y confusas decisiones al respecto, y permitir al juzgador de amparo y a las partes determinar, proceder y solucionar, en los casos particulares que en la práctica se presenten, la forma en que debe ser desahogado y resuelto lo concerniente a la prueba testimonial. 
Se propone que el mencionado artículo 117 del proyecto de Ley de Amparo diga: “Serán admisibles toda clase de pruebas, excepto la confesional por posiciones. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, excepto la documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el principal.

Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán ofrecerse, como regla general, cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria.

El órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el cuestionario, el interrogatorio o los puntos sobre los que deba versar la inspección, y para que puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia, por lo que no está permitido ampliar las cuestiones en el momento de la audiencia. 

Las preguntas y repreguntas deben estar concebidas en términos claros y precisos; han de ser conducentes a la cuestión debatida; se procurará que en una sola no se comprenda más de un hecho y no hechos o circunstancias diferentes; las que no satisfagan estos requisitos serán desechadas, pero se asentarán literalmente en autos. Cuando el testigo deje de contestar algún punto o haya incurrido en contradicción o se haya expresado con ambigüedad, pueden las partes llamar la atención del tribunal, para que, si lo estima conveniente, exija a aquél dé las respuestas y aclaraciones que procedan. El órgano jurisdiccional no tendrá facultades para hacer a los testigos más preguntas que las contenidas en los interrogatorios, pero sí para cerciorarse de la idoneidad de los mismos testigos, asentándose todo en el acta. En el acto del examen de un testigo, pueden las partes formular las tachas u objeciones de éste, sin perjuicio de las acciones penales que procedan, y su valor se apreciará en la sentencia.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el segundo párrafo, se requerirá al oferente para que las presente dentro del plazo de tres días; si no las exhibiere, se tendrá por no ofrecida la prueba”. REGLAMENTACIÓN DE LA PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO DE AMPARO.

JOSÉ FÉLIX DÁVALOS DÁVALOS.

MEDIOS DE IMPUGNACION

El juicio de amparo es una institución jurídica de la cual debemos sentirnos orgullosos,  pues a fin de seguir cumpliendo con los objetivos para la cual fue concebido se ha adaptado al devenir histórico del país, lo que ha implicado la transformación de sus figuras conforme a las necesidades  de los gobernados y a los requerimientos de los tiempos modernos.

El reclamo social por un sistema de justicia real, completo e imparcial,  necesariamente implica el establecimiento de medios de impugnación idóneos para controvertir las decisiones judiciales,  pues el juzgador, como cualquier ser humano, es susceptible de cometer errores o desaciertos en sus determinaciones, bien de manera involuntaria, por no haber efectuado una correcta interpretación de la ley;  o cuando conscientemente, realiza una conducta a todas luces reprochable al dictar sus resoluciones contra derecho, inobservando los principios de equidad e imparcialidad que su propia investidura le imponen.

Aparejado a los grandes cambios sociales, económicos y culturales sufridos por el Estado mexicano durante el transcurso del tiempo, el juicio de garantías ha  desarrollando un sistema efectivo en lo que a medios de impugnación se refiere, muestra de ello es  la primera ley reglamentaria del amparo de treinta de noviembre de mil ochocientos sesenta y uno que contempló los recursos de apelación y de súplica; en posteriores legislaciones fueron sustituidos por el de revisión, inicialmente de  carácter oficioso y sólo procedente contra sentencias de amparo, aplicándose después a las resoluciones emitidas en materia de suspensión, autos de sobreseimiento; asimismo, en el Código Federal de Procedimientos Civiles de veintiséis de diciembre de mil novecientos ocho,  que estableció  la revisión tratándose de resoluciones en que el juez de Distrito desechare una demanda de garantías o aceptare otra carente de los requisitos legales; en atención al incremento de juicios de amparo y la complejidad de la vida económica del país, en la ley del dieciocho de octubre de mil novecientos diecinueve quedó establecida la revisión a instancia de parte agraviada y la obligación de formular agravios;  también es digno destacar la reforma sustancial emitida en el Decreto de treinta de diciembre de mil novecientos cincuenta, por el que fueron creados  los Tribuales Colegiados de Circuito, con el propósito de hacer más expedita la administración de justicia y acabar, o por lo menos combatir el rezago de amparos pendientes de resolución en la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  y las reformas subsecuentes para fijar las reglas de competencia en cuanto a los recursos. 

Ahora bien, por la importancia que revisten los medios de impugnación,  surge el interés por conocer y analizar los cambios propuestos sobre el particular en el proyecto para una nueva Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, concretamente en cuanto a las modificaciones al Libro Primero “Del amparo en general”, título primero “Reglas Generales”, Capítulo XI “De los Recursos”, artículos 82 al 103 de la ley vigente; que ahora en la propuesta aparece solamente como Título primero, con la misma denominación de “Reglas Generales”, y en igual capítulo primero, pero titulado “Medios de Impugnación”, dividido en tres secciones: Recurso de Revisión, Recurso de Queja y Recurso de Reclamación; comprendiendo de los numerales 78 a 105. 

En principio, el cambio en la denominación del capítulo XI anteriormente “De los Recursos”, y ahora “Medios de impugnación”, seguramente obedece al correcto empleo de ambos vocablos conforme a la doctrina procesal.

En efecto, según el diccionario jurídico del Instituto de Investigaciones jurídicas de la Universidad Autónoma Nacional de México, los medios de impugnación son los  instrumentos jurídicos consagrados por las leyes procesales para corregir, modificar, revocar o anular los actos y las resoluciones judiciales, cuando adolecen de deficiencias, errores, ilegalidad o injusticia; divididos  en tres sectores: remedios procesales, recursos y procesos impugnativos; los segundos, esto es, los recursos, se refieren a los instrumentos que pueden interponerse dentro del mismo procedimiento, generalmente ante un juez o tribunal de mayor jerarquía y de forma excepcional ante el mismo juzgador, con el objeto de obtener la revocación, modificación o anulación de una resolución.

Por tanto, resulta afortunado el cambio de denominación del capítulo pues en él se proporciona a las partes legítimas los instrumentos idóneos para corregir  deficiencias, errores, ilegalidad o injusticia, siendo correcto referirse al género y no a la especie.

Ahora bien, en el proyecto de ley, se siguen contemplando como únicos medios de impugnación: los recursos de revisión, queja y reclamación. Sin embargo se observan algunas diferencias sustanciales con los que se corrigen problemas prácticos a los cuales se enfrentaba el juzgador al momento de aplicar la ley,  al subsanar  lagunas existentes en la legislación vigente, fijarse nuevos supuestos de procedencia del recurso, corregirse la exposición desordenada de la legislación vigente  tratándose de la regulación de dichos medios de impugnación, brindando así mayor celeridad y economía a su tramitación.

En cuanto al recurso de revisión, el artículo 79 del proyecto regula sistemáticamente las resoluciones contra las que es procedente, atendiendo al tipo de juicio en el que se emiten, esto es, en amparo directo e indirecto.

Entre las innovaciones advertidas, está  la prevista en la fracción I, inciso a) del mencionado artículo 79, en la cual no sólo queda establecida  la procedencia de dicho recurso en contra de resoluciones que concedan o nieguen la suspensión definitiva, como la legislación anterior, sino también determina que, en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la propia audiencia, adición que tiene como finalidad cumplir con los principios de concentración y economía que rigen al proceso; ya que conforme a la legislación vigente existe la posibilidad de que los acuerdos dictados en la audiencia incidental deban combatirse por el recurso de queja y la resolución suspensional por el de revisión, lo que evidentemente genera confusión en el agraviado respecto de cuál debe ser el recurso procedente, y tiene como riesgo inminente la preclusión de su derecho, en caso de interponer un recurso no idóneo; además origina un trámite innecesario de recursos, pues en ocasiones sucede que la concesión o negativa de la suspensión definitiva, es una consecuencia lógica necesaria de alguna de las determinaciones tomadas en la audiencia.

Otro de los puntos que también es pertinente destacar es la procedencia del recurso de revisión en los casos previstos en los incisos f) y g) del citado artículo 79, contra las resoluciones dictadas en el  incidente por exceso o defecto en la ejecución del acuerdo que concede al quejoso la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado y las emitidas en el incidente por exceso o defecto en la ejecución de una sentencia concesoria de amparo; lo cual cambia la regulación existente en la actual ley.

Es menester recordar que en términos de lo dispuesto por su artículo 95, fracciones II y IV de la  Ley en vigor, el recurso de queja es el  procedente cuando se reclama de las autoridades responsables el exceso o defecto en la ejecución del auto en el cual se concedió la suspensión definitiva del acto reclamado, o la ejecución de la sentencia concesoria de amparo, recurso que debe resolver la autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo indirecto; asimismo, la resolución que llegare a pronunciarse es impugnable por el recurso conocido como queja de queja o re-queja, previsto por la fracción V del mismo artículo 95; implicándose que este recurso proceda contra de actos de las propias autoridades responsables y contra resoluciones del juez de Distrito; lo cual en cuestión de técnica procesal  no era adecuado porque se aceptaba la procedencia de un recurso respecto de otro de igual naturaleza.

Ahora bien, el artículo 201 del proyecto de la nueva ley  dispone  que el órgano jurisdiccional que haya conocido del amparo conocerá en vía incidental de los actos de las autoridades responsables en los que se reclame exceso o defecto en la ejecución de las resoluciones que hayan concedido la suspensión u otorgado el amparo; por tanto, la resolución que el órgano de amparo pronuncie será el objeto de impugnación en el recurso de revisión, lo cual además de dar mayor celeridad al proceso implica que tal medio de impugnación sólo procederá contra una resolución concreta en que se haya decidido sobre esos vicios.

Aquí cabe indicar para efectos de una redacción adecuada la necesidad de  sustituir de las fracciones f) y g) del artículo 79 del proyecto,  el verbo resolver puesto que se incurre en pleonasmo, ya que al precisar la procedencia se menciona respecto de resoluciones, observación extensiva a la fracción II inciso c) del mismo numeral.

Por otra parte, la fracción II del artículo 79 en comento, establece la procedencia del recurso contra las resoluciones dictadas en amparo directo, en las que prevalece la impugnación de las sentencias definitivas cuando determinen sobre la constitucionalidad de normas generales o  contengan una interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la innovación en este aspecto es la procedencia del recurso respecto de las sentencias en que se omita decidir sobre esas cuestiones, y la limitación del recurso a aquéllas sentencias que  fijen un criterio de importancia y trascedencia;  esto último es una adición necesaria  de la ley reglamentaria, a fin de hacerla acorde a la reforma del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, emitida por Decreto de nueve de junio de mil novecientos noventa y nueve, publicado en el Diario Oficial de la Federación de once del mismo mes y año, en la cual se estableció la facultad de selección a favor de nuestro Máximo Tribunal, a fin de acelerar la resolución de asuntos que no revistan una importancia manifiesta, y cuyo objetivo es que la Suprema Corte se consolide como un auténtico Tribunal Constitucional, al resolver los asuntos de mayor importancia para el sistema jurídico nacional, de tal manera que el recurso de revisión sólo sea procedente respecto de asuntos jurídicos de verdadera importancia: esto es, los que por su gran entidad o trascendencia, afectaren a la sociedad, o pudieran menoscabar o lesionar los principios constitucionales o afectaren los valores que constituyen el soporte institucional, económico, social o político del país.

Al respecto, para el conocimiento de las partes, considero conveniente el establecimiento en esta fracción de los conceptos de importancia y trascendencia del asunto, los que desde luego deberán definirse al tenor de lo dispuesto en el inciso b), fracción I, del punto primero del acuerdo número 5/1999 de veintiuno de junio de mil novecientos noventa y nueve, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión de amparo directo, conforme al cual se entenderá que un asunto es importante cuando de los conceptos de violación (o del planteamiento jurídico, sí opera la suplencia de la queja deficiente), se vea que los argumentos (o derivaciones) son excepcionales o extraordinarios, esto es de especial interés; y será trascendente cuando se aprecie la probabilidad de que la resolución que se  pronuncie establezca un criterio que tenga efectos sobresalientes en la materia de constitucionalidad.

De igual forma, cabría enunciar los casos en que un asunto no reúne tales características, mismos que la fracción II del mismo acuerdo dispone acontecerá cuando exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado; cuando no se hayan expresado agravios, o de haberse expresado, sean ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente que suplir; y en los demás casos análogos a juicio de la Sala correspondiente. 

Otro punto digno de destacar lo constituye  el párrafo final del artículo 81 del proyecto relativo a la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al prever la facultad del Pleno para emitir acuerdos generales en los que se ordene la distribución de los asuntos de su competencia o la remisión a los Tribunales Colegiados de Circuito de aquéllos en los que hubiera establecido jurisprudencia, o los que, determine la propia Corte conforme a los referidos acuerdos; con tal estipulación nuevamente se reglamenta la reforma al párrafo séptimo del artículo 94 Constitucional, efectuada por el decreto de once de junio al que ya hice referencia, cuyo objetivo es la selección que permita acelerar la resolución de asuntos que no revistan una importancia manifiesta y permitir que la Suprema Corte se robustezca como Tribunal Constitucional.

Precisamente por la preocupación de que ese Máximo Tribunal conozca únicamente de asuntos relevantes para la vida jurídica del país, es que el artículo 83 del proyecto conserva la facultad de atracción en los recursos de revisión que por sus características especiales deban ser de su conocimiento, con la salvedad de que únicamente procederá oficiosamente y ya no a petición del Tribunal Colegiado de Circuito o el Procurador General de la República; sin embargo, estimo que sería pertinente conservar en la nueva ley el ejercicio de la facultad de atracción a petición del Tribunal Colegiado de Circuito, por ser quien conoce directamente de los recursos que ante él se promueven y por tanto es el medio  idóneo para comunicar la  existencia de un asunto con esas características.

Otro aspecto de la reforma que no debe pasar inadvertido es el segundo párrafo del artículo 85 del proyecto conforme al cual tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado, lo cual es sumamente importante porque utilizando una interpretación  a contrario sensu del precepto, se infiere que en ese tipo de asuntos las autoridades responsables carecerán de legitimación para interponer el recurso, dado que su actuación imparcial, queda agotada con el dictado de la sentencia que constituye el acto reclamado, de modo que el interés para que tal determinación subsista o no, sólo lo tienen las partes contendientes; lo cual también comprendería a los actos emitidos en un juicio penal.

En cuanto a los requisitos y el trámite del recurso de revisión, en los artículos 84, 86, 87, 88, 89 y 90 siguen vigentes los requisitos que prevé la ley actual; con la diferencia de que se efectúan innovaciones que perfeccionan al procedimiento, de manera enunciativa, cuando dicho recurso se interponga contra sentencias dictadas en amparo directo por cuestiones de constitucionalidad, y en caso de ser procedente, el agraviado deberá transcribir en sus agravios la parte del concepto de violación respectivo cuyo análisis se hubiese omitido en la sentencia; asimismo, cuando se trate de actos restrictivos de libertad o que afecten intereses de menores o incapaces, se establece la obligación del órgano jurisdiccional de amparo para expedir las copias del escrito de agravios, cuando no se exhiban; además, el artículo 89 otorga un plazo de tres días para que el órgano jurisdiccional de amparo califique la procedencia del recurso, admitiéndolo o desechándolo; el numeral 90  amplía el plazo para dictar la sentencia correspondiente, que actualmente es de quince días y en el proyecto se fija en treinta; sin embargo, estimo que sigue siendo un plazo insuficiente para dictar sentencia, toda vez que aun con la creación  de nuevos Tribunales Colegiados de Circuito el incremento de asuntos hace que sobre los esfuerzos humanamente posibles que se realizan no se logre resolver en ese tiempo, pues no se puede desconocer que en algunos Tribunales Colegiados ingresan mayor número de asuntos, por lo que creo conveniente el establecimiento de un plazo de sesenta y no de treinta días para el dictado de la sentencia, ello para evitar un posible desacato de dicha norma por parte de los órganos jurisdiccionales de amparo. 

El artículo 91 del proyecto, establece las reglas a observarse para  resolver el recurso de revisión, con esta reforma se subsanan las deficiencias en cuanto al orden  existente en el artículo 91 actual,  pues el estudio sistemático propuesto en el nuevo precepto es acorde a la técnica jurídica del amparo: primero, el análisis de las causales de sobreseimiento aducidas en los agravios  y en caso de ser infundadas, el estudio oficioso por parte del órgano jurisdiccional, después el examen de las violaciones procedimentales, y en caso de no existir tales, el análisis de los agravios de fondo. Como se observa en la fracción primera de dicho precepto,  acoge el criterio sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 122/99, titulada “IMPROCEDENCIA. ESTUDIO OFICIOSO EN EL RECUROS DE REVISION DE MOTIVOS DIVERSOS A LOS ANALIZADOS EN LA SENTENCIA COMBATIDA”, en cuanto al análisis oficioso de las causales de improcedencia por parte del tribunal revisor y la operancia de las causales de improcedencia desestimadas por el juzgador de origen, siempre que sea por motivos diversos, con lo cual se cumple con el principio de que siendo la procedencia de la acción constitucional de orden público, su análisis debe efectuarse sin importar que las partes lo aleguen o no y en cualquier instancia en que el juicio se encuentre, de conformidad con lo dispuesto por el diverso numeral 60 del proyecto de la nueva ley.

Ahora bien, el medio de impugnación que sufrió una transformación notable en el proyecto fue el recurso de queja, pues los cambios que se proponen van desde los casos de procedencia hasta su tramite y el efecto de sus resoluciones, eliminándose la complejidad de la reglamentación actual.

La sección segunda del capítulo XI del proyecto para la nueva ley, se refiere exclusivamente a este recurso, iniciando por el artículo 95 que establece las hipótesis de procedencia,  y al igual que el recurso de revisión se dividen en dos aspectos: la regulación de los casos de procedencia en amparo indirecto y en amparo directo.

En el inciso a) de la fracción I del artículo 95 del proyecto se establece la procedencia de la queja contra las resoluciones que admitan total o parcialmente, desechen o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación. 

Recordemos, conforme a la legislación vigente, las resoluciones que desechen o tengan  por no interpuesta una demanda son impugnables mediante el recurso de revisión, lo cual resulta desafortunado para la parte quejosa, pues dicho recurso requiere de una substanciación más compleja y por lo mismo implica mayor dilación, cuando podría suceder que la demanda de amparo debiera admitirse a la brevedad posible, dada la afectación que un acto de autoridad pudiera estar causando a la parte quejosa, máxime si se estuviese solicitando su suspensión provisional o bien fuera un caso que requiriera decretar la suspensión de oficio.

Pues bien, al establecerse la procedencia del recurso de queja en resoluciones de tal índole, se resuelven algunos de los problemas que los  juzgadores hemos advertido durante el desempeño de la labor jurisdiccional, concretamente, cuando en algunos casos, la afectación sufrida por el gobernado ante el acto de autoridad requiere apremiantemente de la intervención de la Justicia Federal, sin embargo, el juez de Distrito decide desechar la demanda, y después de interponerse y tramitarse el recurso, el Tribunal Colegiado considera no acertada la decisión del a quo, empero, ya ha transcurrido un periodo de tiempo en el cual por no haberse previsto en su oportunidad sobre la suspensión del acto solicitada en la demanda, existen grandes probabilidades de que el acto ya se hubiese ejecutado o cuando menos haya causado perjuicios al quejoso. 

Lo anterior es aplicable desde luego al desechamiento parcial de la demanda.

Sin embargo, en este punto cabe hacer la reflexión que el problema aún no se resuelve completamente; en efecto, según el artículo 96 del proyecto el plazo para la interposición del recurso en ese supuesto es de cinco días, y conforme a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 99 la resolución deberá dictarse dentro de los quince días siguientes; ahora bien, considero que en estos casos, no es posible desvincular el desechamiento de la demanda con los efectos que pueden producirse en caso de que tal resolución hubiese sido incorrecta y que de proceder su admisión se requiriera del pronunciamiento sobre la suspensión, por tanto, el plazo para la resolución del recurso debería ser dentro de las cuarenta y ocho horas, equiparándolo al establecido  para resolver sobre los recursos de queja interpuestos en contra de las resoluciones que conceden o niegan la suspensión de oficio o la provisional; motivo por el cual, se estima la necesidad de adicionar el último párrafo del artículo 99 del proyecto, para incluir a este tipo de resoluciones entre las que requieren de un pronunciamiento de cuarenta y ocho horas.

Es relevante  también destacar en los casos en que procede este recurso en amparo directo, se incluyeron aquéllos en que la autoridad responsable omite tramitar la demanda de amparo o lo hace indebidamente, hipótesis que contempla la fracción II inciso a) del artículo 95 en mención, con lo cual se subsana la deficiencia de la legislación actual, ya que como es del conocimiento de este foro actualmente ese supuesto no admitía recurso alguno, y la autoridad responsable solamente podía hacerse merecedor a la sanción prevista por el artículo 169 de la Ley de Amparo en vigor, tal y como lo establece el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su Jurisprudencia 28/98, titulada “QUEJA. ESTE RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DE CUMPLIR CON EL TRÁMITE PREVISTO EN LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTO DE LA DEMANDA DE AMPARO DIRECTO”.

En el mismo orden de ideas, en el artículo 96 del proyecto se corrige la redacción confusa del actual artículo 97  en cuanto a  los plazos para la presentación del recurso de queja, mismos que se reducen a tres supuestos: un plazo general de cinco días, uno particular de  veinticuatro horas cuando se trata de suspensión de oficio o la provisional, y en cualquier tiempo cuando se omita tramitar la demanda de amparo o se haga indebidamente.

Ahora bien, el artículo 101 del proyecto de la nueva ley propone que en caso de resultar fundado el recurso, el órgano jurisdiccional que conozca del mismo dictará la resolución correspondiente sin necesidad de reenvío; salvo en los casos que la resolución implique la reposición del procedimiento, en los cuales deja sin efectos la resolución recurrida y ordenará al órgano jurisdiccional que la hubiere emitido a dictar otra, para lo cual precisará los efectos concretos a que deba sujetarse su cumplimiento; lo anterior evidentemente repercute en una administración de justicia más pronta y  expedita.

En cuanto al recurso de reclamación, cuya regulación se establece en la sección tercera que comprende de los artículos 102 al 105, en general siguen vigentes las mismas reglas que operan en la actual legislación, con la salvedad  que, en su artículo 103 contempla el ofrecimiento de las pruebas documental y pericial, lo cual seguramente obedece al derecho que tiene la parte afectada para demostrar la inexactitud de algún dato que se hubiese tomado como indubitable para que la autoridad emisora del acuerdo impugnado emitiera la determinación que llegó a afectarle, derecho probatorio que reconoció el Pleno de nuestro máximo Tribunal en la tesis XXI/91 de la Octava Epoca, cuyo rubro es “RECLAMACION, PRUEBAS EN EL RECURSO DE. DEBEN TOMARSE EN CONSIDERACION SI SE ENCAMINAN A PRECISAR LA FECHA DE NOTIFICACION DE LA SENTENCIA RECURRIDA EN REVISION QUE SE TOMO COMO BASE PARA DESECHAR ESTE RECURSO”; empero, con el objeto de evitar una aplicación errónea del precepto, estimo pertinente adicionar ese precepto para establecer que esas pruebas serán tendientes a controvertir la causa que constituya el motivo determinante en el sentido de la resolución impugnada. 

Asimismo, con la inclusión del artículo 105 del proyecto en que se estipula que la reclamación fundada deja sin efectos la resolución recurrida y obliga al Presidente que la hubiere emitido a dictar otra, resolviéndose cuestiones de orden práctico, ya que uno de los casos en que se interpone con más frecuencia este recurso, es el auto de presidencia que desecha la demanda de amparo directo, luego, no resultaba acorde a la técnica jurídica que al resolver, el Pleno del Tribunal admitiera la demanda y proveyera sobre las cuestiones de trámite, facultad reservada al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de las Salas o de los Tribunales Colegiados, en términos de lo dispuesto respectivamente por los artículos 14 fracción II, 25 fracción I y 41 fracción III de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal.

Como corolario a lo anterior, considero las propuestas de la nueva Ley de Amparo en relación con los medios de impugnación, perfeccionan a la reglamentación vigente, cubren las lagunas existentes con la inclusión de los nuevos casos de procedencia,  y son un medio eficaz para lograr alcanzar la celeridad, economía y concentración del proceso de amparo, que finalmente converge en la protección de los derechos de las partes para obtener resoluciones imparciales y apegadas a derecho; sin embargo, considero pertinente someter a análisis las siguientes adiciones y modificaciones al proyecto:

· La inclusión en la fracción II del artículo 79 de la definición de los casos que deben considerarse como importantes y trascendentes, así como los asuntos a los que no pueden atribuírseles tales características

· Modificar el texto del artículo 83 del proyecto, a fin de que la facultad de atracción en los recursos de revisión de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pueda ejercerse a petición fundada del Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del asunto.

· La modificación al artículo 90, último párrafo a fin de que el plazo máximo para dictar la sentencia en los recursos de revisión sea de sesenta días.

·  La adición al último párrafo del artículo 99,  con el objeto de que se incluyan las resoluciones en que se deseche total o parcialmente una demanda,  dentro del plazo de cuarenta y ocho horas que tiene el órgano jurisdiccional para dictar resolución.

· Adicionar el artículo 103 del proyecto, con el propósito de establecer que las pruebas documental y pericial en el recurso de reclamación únicamente serán las tendientes a controvertir la causa que constituya el motivo determinante del sentido de la resolución impugnada.

JORGE ENRIQUE EDEN WYNTER GARCIA

PONENCIA PRESENT0ADA POR EL MAGISTRADO JORGE FIGUEROA CACHO.

Este trabajo está dirigido a que se modifique o adicione el artículo 26 del proyecto de la nueva Ley de Amparo.

Siendo juez Segundo de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco, se me presentó el siguiente caso:

En un juicio ejecutivo mercantil se ordenó despachar ejecución contra el demandado. Para ello el secretario ejecutor se constituyó en un cuarto de vecindad donde la diligencia se entendió con la madre de dicho reo. Aunque ella señaló que ignoraba el domicilio de su hijo ya que sólo acudía cuando no traía para comer, se embargó (no recuerdo bien) una bicicleta o un cilindro de gas.

Dicha señora promovió un amparo indirecto (justo que yo conocí), en su carácter de tercera extraña. En ese juicio constitucional obviamente era tercero perjudicado el demandado (o sea, el hijo de la quejosa), a quien se trató de emplazar en la casa habitación de la madre, más esta dijo lo mismo que cuando se llevó a cabo el embargo, esto es, que ahí no vivía su hijo, que éste sólo iba cuando no encontraba que comer.

Debido a eso ordené se llevaran a cabo las investigaciones a que alude el actual artículo 30, fracción II, de la ley de la materia.

Resultaron infructuosas.

Me vi en la necesidad de ordenar, como lo establece el precepto citado, se llevara a cabo el emplazamiento del aludido  tercero perjudicado por medio de edictos.

La quejosa ni siquiera acudía al juzgado a recogerlos.

Ante la presión de que se le iba a multar si no iba por lo edictos, a través de una promoción me manifestó textualmente: “que no le iba a echar dinero bueno al malo”; “que el bien embargado (la bicicleta o el cilindro de gas) importaba menos que el costo de los edictos”, y “que aun pagando las publicaciones correspondientes no tenía la seguridad de que pudiera recobrar el bien”.

Francamente no recuerdo el fin que tuvo el asunto que comento, pero me imagino se ha de haber sobreseído.

Otro caso:

A muchos quejosos (por no decir a la mayor parte) sólo les interesa obtener la suspensión; de suerte que una vez que lo logran hacen uso de infinidad de artimañas con el propósito de alargar o dilatar la decisión  del juicio principal.

El que me tocó juzgar era precisamente uno de esos casos.

Lo demuestra la actitud del agraviado.

Una vez que se hizo imposible emplazar personalmente al tercero perjudicado, dicté auto ordenando se hiciera la publicación de los edictos a costa del promovente del amparo.

Es obvio que para dar oportunidad a que se llevara a cabo dicha publicación la audiencia constitucional tenía que señalarse a una fecha más o menos retirada.

El agraviado no fue siquiera a recoger los edictos.

Fijé nueva fecha y tampoco acudió.

Empecé con apercibir con multa para el caso de que insistiera en su conducta.

Fue por los edictos y ya no hice efectiva la multa.

Pero se da la circunstancia de que no los publicó.

Pronuncié nuevo auto apercibiéndolo otra vez con multa para el caso de que no recogiera los edictos que demostrara que los había publicado.

No hizo ambas cosas y tuve que imponer la multa (debo aclarar que en el tiempo en que conocí del negocio que comento no existía el artículo 3º bis de la Ley de Amparo, por lo que las multas se imponían aplicando simplemente el Código Federal de Procedimientos Civiles, que eran bastante bajas).

Finalmente y ante la actitud tan dolosa del litigante me vi precisado a proceder así: dicté otro acuerdo en el que previne al quejoso en el sentido de que si no acudía en cierto tiempo a recoger los edictos y me demostrara en otro término que había efectuado las publicaciones, duplicaría la multa y haría uso de los restantes medios de apremio previstos en el código citado ( “El auxilio de la fuerza pública” según la fracción II del artículo 59 de ese ordenamiento).

Como el promovente del amparo volvió a incumplir, mandé hacer efectiva la nueva multa y giré un oficio a la Policía Judicial Federal solicitándole fuera por el quejoso y lo condujera a que realizara la publicación de los edictos.

Lo que he narrado pone de manifiesto simplemente lo deficiente que se encuentra redactado el artículo 30, fracción II, de la Ley de Amparo, y que con tristeza advierto que se reitera en el proyecto de la nueva ley, en su artículo 26, fracción III, inciso b).

No se está previendo qué sanción debe imponerse a quien no recoja los edictos o no los publique.

¿Por qué si al quejoso se violan sus garantías tiene que pagar para ser resarcido?

¿Si fue la autoridad responsable quien cometió tal violación por qué no es ella quien deba sufragar los edictos?

Por otra parte, el precepto que comento remite, para la publicación de los edictos, al Código Federal de Procedimientos Civiles, el que a su vez en el artículo 315 dispone que tales edictos deben publicarse tres veces en el “Diario Oficial” y “en uno de los periódicos de mayor circulación en la República”. Sabido es que los periódicos a que alude el dispositivo son los que se encuentran en el Distrito Federal. Luego, en aquellas ciudades de la nación donde no existan agencias del Diario Oficial o de tales periódicos el interesado estará obligado a ir a la capital del país a realizar lo necesario para que se efectúen las publicaciones.  ¡Más gastos!

Si al final le es concedida la protección federal, el quejoso indudablemente que sentirá que tuvo que pagar por se restituido en el goce de sus garantías individuales.

Por ello es que propongo:

a) Que agotadas todas las investigaciones el emplazamiento se lleve a cabo (como lo decía la Ley de Amparo en su texto original) por medio de lista. O bien, 

b) Que se obligue a los propietarios de los periódicos (para ello se reformaría la Ley de imprenta) a que publiquen sin costo alguno los edictos tendientes a emplazar a los terceros perjudicados. O bien,

Que sólo se publiquen, gratuitamente, en el Diario Oficial y en los periódicos oficiales de las entidades federativas.

JORGE FIGUEROA CACHO

SEÑOR MINISTRO HUMBERTO ROMÁN PALACIOS

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO

P R E S E N T E.

Respetable señor Ministro:

En base a la atenta invitación hecha por la Comisión que usted Coordina, me permito manifestar algunos puntos de vista respecto del Proyecto de Ley de Amparo que se nos hizo llegar en días anteriores.

El contenido de este exposición, será un breve comentario de algunos preceptos del proyecto, que pretende sólo externar el punto de vista del ponente, acerca de temas relacionados con la tramitación del amparo indirecto, considerando que algunas precisiones podrán ser de utilidad en la  aplicación de la ley.

Los comentarios versarán sobre los siguientes artículos: 10, incluido en el TÍTULO PRIMERO (reglas generales), capítulo II (capacidad y personería), 109, perteneciente al TÍTULO SEGUNDO (de los procedimientos de amparo) capítulo I (amparo indirecto), Sección Primera (procedencia y demanda); 117,  correspondiente al mismo título y capítulo, pero en su sección segunda (substanciación); y 164, comprendido en la sección tercera (suspensión del acto reclamado), Segunda Parte (en materia penal), del propio Título Segundo, Capítulo I, del Proyecto de la Ley de Amparo.

En primer lugar, el artículo 10 del proyecto dispone:

"Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional.

En el amparo directo podrá justificarse con la acreditación que tenga en el juicio del que emane la resolución reclamada.  La autoridad responsable que reciba la demanda iniciará en el informe justificado si el promovente tiene el carácter con que se ostenta".

Opino que el numeral referido contempla una cuestión de representación, que de suscitarse en una demanda de amparo, debe tener el mismo tratamiento que prevé el artículo 113, fracción III del propio proyecto.  Es decir, que si la insuficiencia probatoria acerca de la personalidad de quien comparece a juicio a nombre de otro, amerita un auto aclaratorio de la demanda de garantías, también se haría necesario el requerimiento en el caso del referido artículo 10, porque, en última instancia se trata de la incertidumbre respecto de un presupuesto procesal, como es la personalidad.

Máxime, que la razón fundamental de exigir pruebas plenas acerca de quien promueve juicios de amparo, en nombre de otro, fue evitar la prosecución estéril de  juicios, por quien carecía de personalidad para instaurarlos, según se planteó en la jurisprudencia de rubro: "PERSONALIDAD EN EL AMPARO, EL JUEZ DEBE PRONUNCIARSE SOBRE ELLA CUANDO PROVEE ACERCA DE LA DEMANDA Y, SI NO ESTÁ ACREDITADA, PREVENIR AL PROMOVENTE, DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 146 DE LA LEY DE AMPARO; DE LO CONTRARIO, EL REVISOR ORDENARÁ LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO", que sustentó el Pleno de la Corte en la contradicción   de tesis 30/90.

De modo que, la admisión de una demanda con la afirmación (aunque bajo protesta de decir verdad), de que se  tiene reconocido carácter de representante ante la autoridad responsable, si bien acarrea la sanción que establece el artículo 240 del proyecto, para el caso de falsedad, podría originar trámites infructuosos.

En segundo lugar, se aprecia que el artículo 109 del proyecto de Ley, establece:

"Con la demanda se exhibirán copias para cada una de las partes y dos para el incidente de suspensión, siempre que se pidiere y no tuviere que concederse de oficio.

El órgano jurisdiccional de amparo mandará expedir las copias cuando el amparo se promueva por comparecencia o vía telegráfica, o la suspensión proceda de oficio y no se hubiere solicitado".
Del segundo párrafo del precepto transcrito y del contenido del diverso 113, se infiere la obligatoriedad para el órgano que conozca de amparos  indirectos, de admitir las demandas de garantías que por vía telegráfica se promuevan, sin embargo, opino que ello plantea dos inconvenientes de índole práctico.

Uno de ellos, que el proyecto de ley no establece en qué casos sea admisible esa forma de solicitar amparo; y otro, que el propio proyecto, suprime el trámite que para las demandas telegráficas contemplan los artículos 118 y 119 de la Ley vigente, y que en mi concepto representa  gran utilidad.

Considero que una demanda telegráfica,  por la propia naturaleza del medio que se emplea para hacerla llegar al Tribunal de Amparo, ostenta deficiencias en relación con demandas escritas, que ameritarían, en su caso, formar un cuaderno auxiliar, en tanto esos requisitos faltantes y en ciertos casos necesarios, se subsanan.

Partiendo del supuesto de que cualquier acto reclamado pudiere combatirse mediante una demanda de amparo telegráfica, estimo que se presentarían básicamente dos inconvenientes para admitirla.

Las demandas telegráficas carecerían de firma autógrafa del promovente, y en consecuencia, de la certeza de quién promueve y de la exigibilidad, en su caso, de la declaración bajo protesta de decir verdad; tampoco podría quedar acreditada la personalidad, en el supuesto de promover una persona en nombre de otra.

Por ello, propondría que en el proyecto se conservara un trámite similar al previsto por los artículo 118 y 119 de la Ley de Amparo en vigor, donde, principalmente, se condicionara la admisión de una demanda de amparo telegráfica, a su ratificación por escrito.  En el entendido de que este trámite, no desconocería la posibilidad de que pudiera tratarse de asuntos urgentes, pues, aún presentada  demanda telegráfica, bien podría suspenderse el acto reclamado.

En relación al artículo 117, del proyecto, solamente comentaré acerca de la última parte de su segundo párrafo, referente a la inaplicabilidad de la ley supletoria tratándose del desahogo de pruebas en los juicios de garantías.

Considero que la práctica judicial del amparo origina múltiples hipótesis que, en gran medida, han sido solucionadas precisamente por la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles (sobre todo en relación a las formalidades en el desahogo de probanzas), sin embargo, al prohibirse esa posibilidad de manera expresa, surgirían lagunas cuya solución el proyecto no contempla.

Finalmente, en el artículo 164 del Proyecto de  Ley de Amparo, se establece:

" Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión  provisional y la definitiva.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional.  Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal"

De esa transcripción se infiere la procedencia de la suspensión respecto de actos restrictivos de libertad (orden de aprehensión, orden de reaprehensión o formal prisión), cuando el delito no sea considerado como grave.  Los efectos de la suspensión, según el tercer párrafo del precepto que comentamos, estriban en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que estime el juez de amparo y que garanticen la sujeción del quejoso al procedimiento penal correspondiente.

Sin embargo, en el segundo párrafo del propio precepto, se establece que, tratándose de delito considerado como grave no procede la suspensión provisional, pero, sí la definitiva en casos excepcionales, de acuerdo con las circunstancias.

Estimo que esa disposición presenta dos problemas fundamentales: el primero, que deja una amplia posibilidad  de que el juzgador de amparo decrete, en virtud de la medida suspensiva, la libertad de los quejosos sujetos a un procedimiento penal, de manera subjetiva, pues sólo se establece que tal suspensión definitiva procederá "de acuerdo con las circunstancias del caso";  en segundo término, surge la posibilidad de que el quejoso obtenga su libertad, aún tratándose de un delito grave, lo que contravendría el actual  artículo 20, fracción I de la Constitución Federal y, en mi  opinión, se correría el grave riesgo de que tratándose de delitos graves, muchos procesados obtuvieran su libertad y evadieran la acción de la justicia, a pesar de las medidas que el Juez de Distrito adoptara para obtener su arraigo.

Opino que el espíritu del legislador al establecer una distinción entre delitos graves y no graves, fue precisamente destacar el interés social en que los delitos de mayor gravedad se sancionaran con mayor severidad y fuesen objeto de menores prerrogativas, como fue el caso de la negativa a otorgar en esas hipótesis la libertad caucional, lo que el artículo 164 del proyecto de  Ley de Amparo desatiende.

Respetuosamente

Octubre de 2000

Lic. José Luis Gómez Martínez

Juez Quinto de Distrito en el 

Estado de Puebla

PONENCIA SOBRE EL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA A LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

TITULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPITULO I

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

ARTICULO 1. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen  las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: La Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

Debería añadirse al precepto “La Convención Internacional de los Derechos del Niño de 1989.”

Por otra parte, se elimina el Amparo de Soberanía que en la Ley de Amparo vigente se contempla en las fracciones II y III del artículo 1, el cual sería conveniente conservar para el debido control de las soberanías recíprocas entre la Federación y las Entidades Federativas, facultando además a los representantes de una y otras para ejercitar la acción de amparo correspondiente, dado que el juicio de amparo constituye también una defensa de la Constitución incluyendo los preceptos de la parte orgánica de la misma.

El quejoso se define en el artículo 4, como el titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo 1º y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.  Artículo 4 fracción I.  

Técnicamente resulta innecesaria la frase “se afecta su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico.”

La autoridad responsable se define: Como aquella que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar u omitir el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas, en forma unilateral y obligatoria.  Artículo 4 fracción II. 

En nuestro concepto, se pasa por alto definir como autoridad a los organismos públicos descentralizados, dado que éstos realizan actividades que en múltiples ocasiones en forma unilateral y obligatoria afectan a la esfera jurídica de los particulares y se gobiernan por una ley que señala sus atribuciones, siendo administrados generalmente por funcionarios públicos.

Se ha encargado la Doctrina y la Jurisprudencia, de definir el concepto de autoridad para los efectos del amparo y se ha abandonado la noción de que autoridad es toda persona que disponga de la fuerza pública, en virtud de circunstancias legales o de hecho; y se sustituido el criterio por el que sostiene el Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación Doctor José de Jesús Gudiño Pelayo en su obra Problemas Fundamentales del Amparo Mexicano al decir: “La característica esencial del concepto de autoridad, no estriba en ser o no un órgano del estado, sino en realizar una atribución estatal al través de una relación de supraordenación o de imperio sobre los particulares a quienes en unilateral y coercitiva afecta en su esfera jurídica”.

Desaparece el Tercero Perjudicado y se sustituye por Tercero Interesado cuyo carácter depende de tener un interés contrario al del quejoso.  Se conserva como Tercero Interesado al ofendido que tiene derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil proveniente de un delito. Cuando el acto reclamado sea el inejercicio o desistimiento de la acción penal, es parte en el amparo el indiciado o procesado.  Se conserva la intervención en el amparo del Ministerio Público, que es parte en el procedimiento penal relativo, así como en los juicios de amparo contra normas generales; y la del Ministerio Público de la Federación en los amparos directos contra normas generales.  Artículo 4. 

Artículo 7, La Federación, los Estados, el Distrito Federal, los Municipios o cualquier persona moral pública con el carácter de autoridad, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto reclamado afecten intereses distintos de los que corresponden a sus funciones de autoridad.  El precepto no dice claramente que las autoridades puedan promover amparo en defensa de los derechos de carácter privado o en actos administrativos en los cuales sean partes. 

Se concede en el artículo 106 del Proyecto en comentario, la acción de amparo por vía indirecta, contra normas generales derivadas de un procedimiento de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto se reclamen vicios de procedimiento. 

Dicho amparo permite a los gobernados cuya esfera jurídica sea afectada por una reforma a la Carta Magna del País, reclamarla en amparo indirecto impugnando los vicios de procedimiento cometidos por el órgano legislativo.    

Los términos para la promoción del amparo se establecen en el artículo 16 señalando un plazo de 45 días cuando se reclame una norma general autoaplicativa; 90 días cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal. Respecto de propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios, el plazo será de 90 días.  El plazo para presentar la demanda de amparo se amplía a 30 días.  Cuando el acto reclamado implica peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o los prohibidos por el artículo 22 Constitucional, puede presentarse la demanda en cualquier tiempo.  Se observa la derogación del “cualquier tiempo” en que de acuerdo con la ley vigente, puede promoverse amparo cuando se tate de reclamar violaciones a la libertad personal. 

IV.- En el sector de Improcedencia, artículo 59, existen variantes; al no proceder el juicio de amparo contra actos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Consejo de la Judicatura Federal; contra resoluciones dictadas por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; contra las resoluciones o declaraciones del Congreso de la Unión o de sus Cámaras en materia de declaratoria de procedencia o de Juicio Político.  Sin embargo, será procedente contra resoluciones y acuerdos de procedimiento que afecten gravemente las defensas del quejoso.  Contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo.  Contra normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo o de una ejecutoria en otro juicio de amparo.  Contra actos que no causen agravio al quejoso y contra normas generales que requieran de un acto de aplicación para causarlo.  Contra actos consentidos expresa o tácitamente. Contra resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electora. En nuestra opinión el amparo en materia política no ha sido analizado suficientemente, porque se confunde o asimila con el proceso electoral, siendo que la política comprende todo un sector normativo del ejercicio de votar y ser votado y muchos sectores que no son precisamente la etapa electoral y que eventualmente generan violación de garantías relacionadas con los derechos ciudadanos y con los cargos públicos, amén de lo relacionado con los partidos políticos que también tienen sus derechos propios a su organización tutelada por la Ley. 

Contra actos consumados de modo irreparable. Contra actos emanados de un procedimiento jurídico o un procedimiento administrativo, cuando por virtud de cambio de situaciones jurídicas deban estimarse consumadas las violaciones. Contra las resoluciones de Tribunales Judiciales Administrativos o del Trabajo respecto de las cuales la ley conceda un recurso o medio de defensa ordinarios.  Se exceptúa de lo anterior: Cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, ajenos a la libertad personal fuera de procedimiento judicial; deportación o destierro o los prohibidos por el artículo 22 Constitucional.  Cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos de formal prisión o de sujeción a proceso, la resolución que establezca los requisitos para obtener la libertad bajo caución; orden de arresto o cualquier otro acto que afecte la libertad personal del quejoso. 

Lo anterior, nos da a entender que cuando se reclama en amparo una orden de aprehensión o reaprehensión aún cuando se dicte formal prisión, no deberá sobreseerse el primero de los amparos por no haber cambio de situación jurídica, con exclusión de sentencias definitivas en el proceso penal. 

Se observan algunos cambios en la ley respectiva, de las causas de improcedencia porque no se alude a los actos que no afecten los intereses jurídicos y se modifica la causa por la frase “que no causen agravios al quejoso”. 

En el artículo 71 al parecer se mantiene la formula Otero amparándose al quejoso sin hacer declaración general respecto de la norma general o acto reclamado; Empero cuando procede hacer la declaración de inconstitucionalidad se aplican las disposiciones del Título Cuarto y en este se abandona el principio de relatividad. 

Las sentencias examinarán los conceptos de violación o agravios, las pruebas admitidas y desahogadas, las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye el juzgador para conceder, negar o sobreseer y los puntos resolutivos.  El quejoso en el amparo indirecto, podrá ofrecer pruebas distintas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante la autoridad responsable. 

Lo anterior, constituye una ventaja para el agraviado ante la posibilidad de ofrecer pruebas ante el Tribunal de amparo. 

Con relación a la sentencia, ésta tiene por efecto restituir al quejoso en el pleno goce del derecho violado con efectos restitutorios o a que la autoridad respete el hecho de que se trate. En el considerando de la sentencia que concede el amparo, el juzgador debe precisar sus efectos.  Nada se dice en el proyecto sobre las llamadas sentencias para efectos que generan varios amparos en serie sin resolver lisa y llanamente sobre el fondo, dado que el fallo constitucional debe resolver definitivamente sobre la materia controvertida.

Cuando el acto reclamado sea una norma general, la sentencia deberá decidir si es constitucional o si debe considerarse inconstitucional.  En el último supuesto se declarará la invalidez de la norma general impugnada y los efectos se extenderán a todas aquéllas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; de lo anterior.  Artículos 71, 72, 73, 74 y 75. 

El artículo 76 del Anteproyecto adquiere relevancia al decir: Cuando el acto reclamado sea una norma general, la sentencia deberá decidir si es constitucional; si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o si debe considerarse inconstitucional. En el último supuesto, se declarará la invalidez de la norma general impugnada y los efectos se extenderán a todas aquellas normas cuya validez dependa de la norma invalidada. 

Advertimos entonces, que se rompe o se abandona por la Ley de Amparo la fórmula de Don Mariano Otero, al permitir que la sentencia de amparo tenga efectos generales.

El Título Segundo, se refiere a los procedimientos de amparo y el artículo 106, señala la procedencia del amparo indirecto.-  1.- Contra normas generales que por su entrada en vigor o con motivo del primer acto de su aplicación causen perjuicios al quejoso; entendiéndose por normas generales; las derivadas de un procedimiento de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en tanto se reclamen vicios de procedimiento.

Los tratados internacionales.- Las Leyes Federales.- Las Constitucionales de los Estados y el Estatuto Orgánico del Distrito Federal.- Las Leyes de los Estado y del Distrito Federal.- Los Reglamentos Federales y Locales. 

Contra actos u omisiones que provengan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.- Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio,  procediendo: Contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma o durante el procedimiento, afectando la defensa del quejoso y trascendiendo el resultado de la resolución.- Contra actos en el procedimiento que sean de imposible reparación entendiéndose por ellos, los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes. 


Un comentario a esta última hipótesis, se estima conveniente expresarla porque en algunos amparos indirectos que se han promovido contra violaciones esenciales del procedimiento cometidas por autoridades judiciales o administrativas han sido rechazadas por los tribunales de amparo bajo el supuesto de que: Las violaciones intraprocesales no son reclamables en el amparo indirecto si no afectan derechos sustantivos, lo cual constituye una contradicción de esencias jurídicas, al estimarse que se trata de graves violaciones de procedimiento que no serán reparables en la sentencia definitiva, siendo clara entonces, la procedencia del amparo ante los Jueces de Distrito, por violaciones intraprocesales que causen indefensión.   

Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas al procedimiento cuando la ley no prevea a su favor algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por objeto modificar o revocar sus actos, siempre que no se trate de juicio de tercería. 

En nuestra opinión, esta disposición limita la defensa constitucional de los terceros extraños al procedimiento, porque no siendo partes en un juicio se quebrantan en su agravio directo las garantías de audiencia y seguridad jurídica consagrados por los artículos 14 y 16 Constitucionales; por lo que debería eliminarse del anteproyecto.

Contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma dictadas por el Ministerio Público.

Los requisitos de la demanda de amparo indirecto son semejantes a los que se contienen en el artículo 116 de la Ley de Amparo vigente.  Sucede lo mismo con la substanciación del proceso de amparo, que se conserva en esencia.

Sección importante del anteproyecto de la ley, es el que se refiere a la suspensión del acto reclamado. 

El artículo 126 que se refiere a la suspensión a instancia del quejoso, dicho beneficio se concederá cuando no se sigan perjuicios al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público y que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia de buen derecho. 


El artículo 27 ejemplifica casos en que se sigue perjuicio al interés social o se contravienen disposiciones de orden público; y en el párrafo final del precepto, estatuye: 

El Organo Jurisdiccional de Amparo, podrá conceder la suspensión aún cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior, si, a su juicio, se puede causar mayor afectación al interés social, con la negativa de la medida suspensional.

El precepto 129 indica que para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento. 
Advertimos que en el artículo 161 que se refiere al amparo contra actos que afecten la libertad personal, no se dice que tendrá por efectos la suspensión del acto. Para que el agraviado en caso de no haberse ejecutado el acto, no sea privado de su libertad; por lo que el quejoso deberá invocar el contenido del artículo 164 de la ley que se refiere en su parte final a la suspensión provisional y definitiva. 

Los artículos del 168 al 187 contemplan el amparo directo y lo estructuran en forma semejante a la que se contiene en la Ley de Amparo vigente, con las siguientes modalidades: 

Para la procedencia del juicio de amparo directo, deberán agotarse previamente los recursos ordinarios, por virtud de los cuales las sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, pueden ser modificadas o revocadas. 


Las violaciones de procedimiento, deberán ser impugnadas por los recursos o medios de defensa ordinarios, salvo en los amparos que afecten derechos de menores e incapaces, al estado civil o a la estabilidad de la familia.  El artículo 170 menciona cuáles son las violaciones de procedimiento cometidas por las autoridades administrativas, civiles o del trabajo. 

Al parecer se olvidó a los Tribunales Judiciales.

Uno de los requisitos de la demanda de amparo directo en materia penal, es su presentación dentro del término de noventa días. 

El término citado en nuestro concepto reduce la defensa del reo, porque en ocasiones no tendrá un asesoramiento eficiente, rápido y adecuado; por lo que insistimos en que respecto del amparo en materia penal, en el cual se afecte la libertad personal del gobernado, no debe señalarse término para la interposición del amparo. 

Las nuevas disposiciones en el amparo directo, establecen plazos breves para que la autoridad remita la demanda ante el órgano del amparo y asimismo se estatuyen plazos breves para que los Tribunales Colegiados turnen los expedientes al Magistrado ponente que le corresponda dentro de las veinticuatro horas siguientes.


Decir los plazos a que se refiere el artículo 180 es inadecuado, porque los términos se mencionan en los artículos 177 y 178 siendo ellos, de veinticuatro horas para desechar, prevenir o admitir la demanda; de cinco días para subsanar deficiencias en la demanda y de quince días para los alegatos o para el amparo adhesivo.  La lista de asuntos en los Tribunales Colegiados deberá publicarse en los estados cuando menos tres días antes.  Cuando existan resoluciones por mayoría de votos, el Magistrado inconforme deberá formular voto particular dentro de cinco días.

El artículo 208 se refiere al incidente por incumplimiento de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme. Se dispone: Si a la entrada en vigor de la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación  Conforme, se aplica la norma general inconstitucional o se le da un sentido diverso, el afectado puede promover incidente ante el Juez Distrito competente.       

Abordamos el tema correspondiente a la Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad o de interpretación conforme. 

Comprende esta sección los artículos del 213 al 219 estableciendo en resumen, lo siguiente: La Jurisprudencia se establece por reiteración de criterios o por contradicción de tesis.- La primera, se instaura por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo al reunirse tres fallos consecutivos en igual sentido. La jurisprudencia por contradicción, se estatuye por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, siendo obligatorias para éstas y para los Tribunales Colegiados del Circuito, los Juzgados de Distrito, Tribunales Militares y Judiciales del Orden Común de los Estados y del Distrito Federal y Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales o Federales.- La Jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, es obligatoria para los Organos mencionados, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Cuando exista contradicción entre la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegidos de Circuito de Amparo en sus respectivas jurisprudencias, se elaborará la tesis respectiva por la  Suprema Corte de Justicia de la Nación sin afectar las situaciones jurídicas concretas en las cuales se hubieren dictado las sentencias contradictorias. 

En la jurisprudencia por Reiteración de Criterios se establece por tres sentencias no interrumpidas. Tratándose de amparos contra normas generales en revisión en los que de acuerdo con el artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tribunales Colegiados de Circuito deban conocer de ellos, por haberse establecido jurisprudencia por la Suprema Corte de Justicia, los propios Tribunales Colegiados o a petición de parte podrán solicitar a la Suprema Corte de Justicia que ejerza su  competencia originaria. 

Los numerales 232, 233, 234 y 235 de la nueva Ley, contemplan la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación conforme, ordenando resumidamente, lo siguiente:

La Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que determina la Inconstitucionalidad o establezca la Interpretación Conforme de una norma general, respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dará lugar a la Declaratoria General correspondiente.- Deberá realizarse en treinta días hábiles, determinando su vigencia, su obligatoriedad general y sus alcances; no siendo retroactiva su aplicación, salvo en materia penal y se publicará en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el Organo Oficial en que se hubiere publicado la norma general Impugnada.       

De lo anterior se desprende, por un lado se elimina de la nueva Ley el Capítulo de la antigua, referente a la responsabilidad de las partes en el artículo 211 que propiamente constituía una inclusión en la Ley de Amparo de normas penales, tipificando delitos, ajenos a la naturaleza jurídica del amparo, que afortunadamente han sido suprimidos. 


Sin embargo se conserva respecto de las Autoridades Responsables tipos delictivos que por la naturaleza procesal constitucional de la Ley de Amparo, no le concierne estatuir, por considerar que las responsabilidades administrativas de los funcionarios públicos en materia Federal, se contempla precisamente por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en el caso de funcionarios judiciales y el Código Penal Federal en general; por lo que el legislador deberá hacer un ajuste, enmienda o corrección en esa materia, evitando los excesos de sanciones penales para los órganos del amparo. 

Pensando tal vez en la obsolencia del juicio de amparo agrario, éste ha sido eliminado, evidentemente al estimarse que los Tribunales Agrarios son actualmente, los encargados de la administración de justicia en esa rama. 

Se advierte también, que se conserva el Amparo Directo en contra del cual algunos abogados disienten al concederle valor jurisdiccional pleno, justo e inatacable a las resoluciones pronunciadas en segunda instancia por los Tribunales Superiores de Justicia de las diversas Entidades Federativas del País. Tal vez se estima por el legislador que el pueblo mexicano está ya acostumbrado a la vigencia del amparo directo como última revisión de las sentencias definitivas pronunciadas por las autoridades, judiciales o administrativas de los Estados, siendo conveniente entonces el mantener ese medio de defensa constitucional.    


No obstante la desaparición del Juicio de Amparo en Materia Agraria, la violación de cualesquiera derechos en ese sector jurídico pueden ser reclamados en el amparo administrativo indirecto correspondiente y las sentencias dictadas por el Tribunal Superior Agrario, son impugnables a través del amparo directo. 

Un comentario especial merece el Recurso de Queja consignada en el artículo 95 fracción I, inciso b), referente a la resolución que conceda o niegue la suspensión de oficio o la provisional, porque el artículo 96 del Proyecto alude en su segunda parte al plazo de veinticuatro horas para interponer la queja, pero omite añadir que el Juzgado de Distrito o autoridad auxiliar que intervenga en el caso, deberá remitir el expediente al Tribunal Colegiado a quien competa conocer del Recurso, quien deberá resolverlo en el término de cuarenta y ocho horas. 

El Anteproyecto deroga el desafortunado transitorio Sexto añadido por Decreto Presidencial del mes de Diciembre de mil novecientos ochenta y siete mediante el cual se faculta a los Tribunales Colegiados de Circuito para interrumpir la Jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, creando propiamente la  inobservancia de la Jurisprudencia del mas Alto Tribunal de la República, por los Tribunales Colegiados de Circuito, lo cual se remedia en el Anteproyecto por el artículo 215 que obliga a los Tribunales de Circuito a la observancia de la Jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Al considerar que actualmente los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito, han establecido un horario de labores que se inicia a las ocho horas para concluir a las quince horas, pero cerrando las puertas de acceso a las catorce treinta horas sin dejar oficial de guardia que atienda a los interesados en gestiones y promociones de amparo, resulta loable que el artículo Transitorio Octavo establezca que deben dictarse las medidas necesarias para que a partir de la entrada en vigor, de la Ley las Oficialías de Partes funcionen hasta las doce de la noche.
Surge la interrogante respecto de la Ley de Amparo que se proyecta, si representa o no un adelanto en la cultura jurídica de la mas relevante institución normativa de México o solo traduce un nuevo formato del proceso del juicio constitucional.  

Opinamos   que   ocurre   la   primera   alternativa,   toda   vez que   la   Ley   Reglamentaria   de  referencia  introduce  nuevos  conceptos jurídicos;  confiere mayor  celeridad  al  trámite  del  amparo  indirecto  y  directo;  así  como  a  los recursos;   desglosa   los   diversos   incidentes   para   su mejor manejo; suprime la responsabilidad de las partes en el amparo que dio lugar a averiguaciones penales injustas; dada la circunstancia de la calificación apriorística de la conducta de los quejosos y los terceros perjudicados; sanciona mas severamente las conductas negativas de las autoridades de amparo y de las autoridades responsables; elimina el juicio de amparo especial agrario, censurado desde su adición a la Ley de Amparo y anuncia la creación de los Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación; suprime la formula Otero que traduce un cambio trascendental de los efectos de la sentencia de amparo, convirtiéndolos en generales para que las leyes contrarias a la Constitución Federal sean privadas de vigencia mediante la declaratoria respectiva por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En suma ciertamente genera nuevas perspectivas del amparo con la mente de que la administración de justicia tenga mayor rapidez y eficiencia en la materia de violación de garantías individuales, evidentemente con el propósito de una tutela constitucional mas amplia y efectiva para los gobernados, para orgullo de nuestra nación mexicana. 

Monterrey, Nuevo León, Octubre 11 del 2000

ABOGADO ARMANDO GARCIA GAMEZ

Colegio de Abogados

A nombre de mis compañeros y del mío en lo personal, quiero expresar una felicitación a los integrantes de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, por el importante esfuerzo y trabajo realizado, reconociendo que la estructura del proyecto de ley,  hizo su consulta ágil y facilitó la elaboración de los temas que serán motivo de análisis en esta ocasión.  Las siguientes propuestas del decimoséptimo circuito,  obedecen al resultado obtenido en el congreso interno realizado en la Casa de la Cultura Jurídica de Chihuahua, el catorce de octubre del presente año, donde jueces y magistrados discutimos diversas ponencias y las que fueron aprobadas se sintetizaron para ajustarse a los requisitos exigidos en la convocatoria para este evento.

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Título Primero Reglas Generales, Capítulo II Capacidad y Personería artículo 14, en relación con el Título Segundo  de los Procedimientos de Amparo, Capítulo I, El Amparo Indirecto, Sección Primera Procedencia y Demanda del artículo 108.
"Artículo 14. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición a alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución... Si a pesar de las medidas tomadas no se hubiere podido lograr la comparecencia del quejoso, el órgano jurisdiccional que conozca del juicio pondrá los hechos en conocimiento del ministerio público federal. Transcurridos tres meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del quejoso, se tendrá por no presentada la demanda".

"Artículo 108. Cuando se promueve el amparo en los término del artículo 14 de esta ley, bastará para la admisión de la demanda que se exprese en ella: I. El acto reclamado; II. La autoridad que lo hubiere ordenado; III. En su caso el lugar en que encuentre el quejoso; y IV. La autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto...."

Existe contradicción entre los artículos citados, porque el artículo 108 permite la admisión de la demanda, sólo llenando los requisitos que en el mismo se precisan y el diverso  numeral 14, no permite dicha admisión, si la demanda no está ratificada por el quejoso.  Para resolver esta contradicción se propone agregar al artículo 108 "que se dé trámite a la demanda" para quedar como sigue:

Propuesta: Artículo 108. Cuando se promueva el amparo en los términos del artículo 14 de esta ley bastará  para  que se dé trámite a la demanda, que se exprese en ella:  

....

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO, REGLAS GENERALES, CAPITULO III, PLAZOS, ARTICULO 16.

"Artículo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días; 

II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de noventa días; ..."

Se considera excesivos algunos de los plazos.  El artículo 17 constitucional contiene una garantía de seguridad  jurídica para que la administración de justicia sea pronta y expedita, sin embargo, treinta días para la presentación de demandas en general y cuarenta y cinco días para el caso de leyes autoaplicativas,  provocaría una tardía intervención de la justicia federal y para los beneficiarios del acto reclamado (tercero interesado y autoridad responsable), un retraso en el cumplimiento de la resolución.  Además, es posible que los litigantes esperen hasta el último día para presentar su demanda y así ganar tiempo.

Por otro lado , la fracción II, limita a noventa días el plazo para interposición del amparo, lo que deja en estado de indefensión a los sentenciados, ya que la libertad es uno de los bienes jurídicos más preciados y la población carcelaria es la más desprotegida por no tener fácil acceso a la información jurídica necesaria.  Por lo tanto, se propone que el artículo y fracciones en estudio queden en los términos de la ley de amparo vigente, esto es:

Propuesta: Artículo 16. El plazo para la interposición de la demanda de amparo es de quince días, salvo : 

I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, que será de treinta días;

II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, podrá presentarse en cualquier tiempo.
OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO, REGLAS GENERALES, CAPITULO IV, NOTIFICACIONES, ARTICULO 23.

"Artículo 23. Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día  hábil siguiente...."

Dicha disposición omite establecer la obligación para los litigantes, de señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en el lugar de residencia del tribunal de amparo y la sanción correspondiente a la omisión de llenar este requisito.  Lo anterior se considera necesario porque el artículo 29 del Código Civil Federal dispone, que el domicilio de una persona física es el lugar en donde residen con propósito de establecerse en él; a falta de éste, el lugar en el que tiene el principal asiento de sus negocios; a falta de éstos, el lugar donde se halle.  Por su parte el artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles dispone, que todos los litigantes en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa ubicada en la población en que tenga su sede el tribunal, para que se les hagan las notificaciones personales; artículos que evidencian la importancia legal de que toda persona debe tener un domicilio, para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, por lo tanto, esa omisión en el proyecto debe subsanarse añadiendo tal requisito, pues permitirá establecer la certeza de una notificación legal, para quedar como sigue:

Propuesta: Artículo 23.- Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en la que intervengan, deben designar domicilio para oír y recibir notificaciones en el lugar de residencia del tribunal de amparo para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales; de no hacerlo, se practicará la notificación por lista.
"Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día hábil siguiente.  La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución..."

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO: Reglas generales.

CAPITULO IV: Notificaciones.

ARTICULO 26, FRACCION I, INCISO b): Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas:

I.  Cuando obre en autos el domicilio de la persona, o se encuentre señalado uno para recibir notificaciones ubicado en el lugar en que  se resida el órgano jurisdiccional que conozca el  juicio:

II.  ...b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto y le dejará citatorio para  hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes, en que se indicará el  órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de  expediente.  El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se  hará por lista.

Las notificaciones personales en el juicio de amparo deben conceder a las partes una verdadera garantía de audiencia y seguridad jurídica, por ello se deben observar en su realización una serie de formalidades indispensables, para lograr lo anterior se propone la siguiente modificación al inciso b) de la fracción primera del artículo 26 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo.

b)...El citatorio se dejará con la persona que habite o labore en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por instructivo con quien se encuentre en el lugar, entregando en su caso, las copias respectivas; si nadie  se encontrare,  el instructivo se fijará en la puerta del domicilio señalado adjuntando las copias de la resolución a notificar.

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO, Reglas Generales, Capítulo V, Competencia, Sección Primera, Reglas de Competencia.

Artículo 31.  Son competentes para conocer del juicio de amparo: 

I, II, III, IV, 

V. Los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de los estados y del Distrito Federal, en los casos previstos por esta ley.

La fracción antes transcrita contempla lo que se denomina jurisdicción concurrente, es decir, la facultad otorgada a jueces y tribunales de distinto fuero o competencia para conocer de  un juicio por motivos especiales de tiempo o de lugar, permite  impugnar indistintamente la violación que se reclama ante el superior del tribunal que la cometa o ante el juez de distrito que corresponda.  La resolución que al respecto emita la autoridad del orden común en un amparo indirecto admite recurso.

Se estima que actualmente no existe razón para que  subsista la jurisdicción concurrente,  que se justificaba cuando no existían suficientes juzgados de distrito en la República Mexicana para resolver el cúmulo de amparos que se presentaba.

Por último, tampoco resulta  justificable la carga de trabajo que se impone a los tribunales del fuero común de resolver juicios con los que no están familiarizados y cuyo trámite desconocen.

Por ello se propone la supresión de la Fracción V del Artículo 31 antes transcrita.

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES.
TITULO PRIMERO, CAPITULO V, COMPETENCIA, SECCION PRIMERA, REGLAS DE COMPETENCIA.

"ARTICULO 32.  Los tribunales colegiados de circuito de amparo son competentes para conocer del juicio de amparo directo.

Su competencia se fija de acuerdo con la residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclamado y, en su caso, de acuerdo con la especialización por materia."

Tratándose del juicio de amparo uni-instancial, al contrario del amparo indirecto, no se  regulada la figura de la prevención para los efectos de determinar la competencia del juicio de amparo, no obstante que circunstancias de orden práctico imponen la existencia de esa figura y su correspondiente regulación.

Además, el Acuerdo General 29/2000, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, regula la figura de la prevención, por lo que no existe impedimento para incluirlo en la Ley de Amparo que se propone.

Ante ello, se propone adicionar el párrafo segundo, del artículo 32 del Proyecto de Ley de Amparo, en lo siguiente:  ... además conocerán de aquellos juicios de amparo en los que haya existido prevención.

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO,  Reglas Generales, Capítulo V,  Improcedencia

Artículo 59.  El juicio de amparo es improcedente:

II. Contra actos del Consejo de la Judicatura Federal, salvo los que afecten  derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación.

Por su parte el Artículo 100 de la vigente Constitución General de la República;  en un séptimo párrafo,  actualmente dice:

"Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables y, por lo tanto, en su contra  no procede juicio ni  recurso alguno, salvo las que se refieran a la designación, adscripción, cambio de adscripción, ratificación y  remoción de  magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia,  únicamente para verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley orgánica respectiva."

El párrafo octavo del artículo 100 del proyecto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece:

"Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables, salvo las que se refieren a la designación, adscripción y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley orgánica respectiva."

De la estructura de ambos preceptos, el vigente y de su reforma en relación  con la fracción II del artículo 59 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo. Se advierte que esta resulta inconstitucional, pues si la constitución no  otorga la posibilidad de ir al amparo a terceros ajenos al Poder Judicial de la Federación, contra actos del Consejo de la Judicatura Federal, la Ley de Amparo no puede rebasar la Constitución y  otorgar ese derecho a los particulares.

Se propone suprimir la fracción II del artículo 59 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo.

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO. ARTICULO 61, CAPITULO VIII, SOBRESEIMIENTO DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO. REGLAS GENERALES.

El emplazamiento a terceros interesados en el juicio de amparo se realiza de manera personal, es frecuente que el domicilio señalado por el quejoso no sea correcto, y no sea factible localizarlos; entonces se requiere al impetrante para que proporcione el domicilio actual y correcto en que ha de ser llamado a juicio.  Cuando no es posible localizarlo, se procede a investigar su domicilio, a través de autoridades, como lo es la Policía Municipal, el IFE, o se requiere a la responsable para que proporcione el último domicilio señalado en autos; si no se localiza, se ordena la notificación por medio de edictos, requiriendo al quejoso, para que lo reciba y acredite su publicación, y si no lo hace, se le aplican medias de apremio.  En ocasiones el quejoso no se presenta a recibir los edictos, a pesar de las medias tomadas lo que significa notoria inactividad procesal, que contribuye a la paralización del juicio, atentando contra el  principio de Justicia  pronta y expedita consagrado en el  artículo 17 Constitucional y contra la naturaleza del juicio de amparo, que es sumarísimo.  Al dictarse acuerdos en que se previene a quejoso que en caso de no recoger los edictos y acreditar su publicación, se decretará el sobreseimiento en el juicio, se contrarían criterios de Tribunales Colegiados  de Circuito, que sostienen que la no exhibición de los  ejemplares donde se publique los edictos por los que se orden se emplace a un tercero, no constituye una causal de sobreseimiento, dado que no existe en la Ley de Amparo, precepto alguno que así lo disponga; por ello es necesario se reglamente esta circunstancia, para evitar la prolongación injustificada de juicios de amparo, proponiendo la siguiente edición.

Capítulo VIII. Sobreseimiento.- Artículo 61. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede: I.- ...II.-....  III.-...IV.-...V.- Cuando en el juicio de amparo, se ordene el emplazamiento de un tercero interesado por medio de edictos a costa del quejoso y la publicación de los mismos no se lleve a cabo a pesar de haberse agotado todos los medios empleados para tal efecto, por omisión o desinterés de éste.

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO. REGLAS GENERALES. CAPITULO X: SENTENCIAS. ARTICULO 73, ULTIMO PARRAFO.
El artículo 73, último párrafo, del Proyecto de Ley de Amparo, textualmente expresa: 

Artículo 73...El órgano jurisdiccional de amparo deberá recabar oficiosamente prueba que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estimen necesarias para la resolución del asunto.
La anterior transcripción coincide, substancialmente, con la redacción del último párrafo del artículo 78 de la vigente Ley de Amparo.

Ahora bien, atento a la necesidad de encontrar la verdad material sobre la formal  que tuvo en cuenta el legislador, se considera que también el órgano jurisdiccional de amparo debe recabar las actuaciones procesales que consideran necesarias para resolver, en su caso, el fondo del asunto, por lo anterior, se propone adicionar el párrafo en comento para que quede redactado en los siguientes términos:

Artículo 73.... El órgano jurisdiccional de amparo deberá recabar oficiosamente las actuaciones procesales y las pruebas que habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estimen necesarias para la resolución del asunto.
OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO, REGLAS GENERALES, CAPITULO X, SENTENCIAS.

"ARTICULO 75. Los efectos de la sentencia que concede el amparo serán:...En el último considerando de la sentencia que concede el amparo,  el juzgador debe, para su estricto cumplimento precisar sus efectos."

El análisis comparativo de los artículos 75 del Proyecto de Ley de Amparo y 80 de la ley de la materia en vigor, permite advertir que ambos tratan el alcance de la concesión del amparo en relación con el acto reclamado y determinan cuál será aquél cuando sea de naturaleza positiva o negativa y la forma en que las autoridades deben actuar en ambos casos. El último párrafo, del artículo 75, establece que el juzgador deberá fijar en su sentencia, los efectos de la concesión, con el objeto de precisar el estricto cumplimiento del amparo.  Dicha adición sólo viene a plasmar lo que la práctica y la jurisprudencia ha venido realizando,  para aclarar las dudas que pudiera surgir a la autoridad responsable, al cumplimentar una sentencia de amparo.  De tal manera que acaba con el problema que se presenta en la actualidad respecto de la manera correcta de cumplir la ejecutoria, de ahí lo importante de que en toda sentencia que conceda el amparo se precisen sus efectos, suprimiendo el amparo liso y llano, facilitando a las partes conocer el alcance de la protección y posibilitando un eficaz cumplimiento de las mismas.  Sin embargo, la redacción de la última parte del artículo 75 del Proyecto de Ley de Amparo, puede presentar confusión, ya que pareciera ser que los efectos de la sentencia que concede el amparo se deben precisar en un considerando independiente, rompiendo con el silogismo utilizado en la práctica para dictar esas resoluciones.

Ante ello se propone lo siguiente: 1.- Precisar en la exposición de motivos de la Ley de Amparo, la supresión del amparo  liso y llano.  2.- Que el último párrafo del artículo 75 se redacte así:  "En la última parte del considerando de la sentencia que concede el amparo, el juzgador debe, para su estricto  cumplimiento precisar sus efectos".
OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES
TITULO PRIMERO, REGLAS GENERALES, CAPITULO X, SENTENCIAS, ARTICULO 77.
En el cotidiano quehacer de impartición de justicia federal, se ha presentado el problema de que quien ejerce la patria potestad de los menores o incapaces promueve el juicio de amparo o el recurso correspondiente, por su propio derecho, no obstante que endereza la demanda de amparo en su calidad de representante de los citados menores e incapaces, habiéndose resuelto en innumerables casos la improcedencia en el juicio de garantías, puesto que el acto reclamado no lesionó sus intereses, sino el de aquéllos.  También suele darse el caso, de que el representante de los menores o incapaces  no acredite, cuando sea necesario, documentalmente, su personalidad como representante o apoderado de los menores, caso en el cual también se da una resolución desfavorable a dichos menores o incapaces.  Con motivo de lo anterior surgió la tesis LXXV/2000 identificable bajo el rubro "MENORES DE EDAD O INCAPACES.  LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PROCEDE EN TODO CASO SIN QUE OBSTE LA NATURALEZA DE LOS DERECHOS CUESTIONADOS NI EL CARÁCTER DEL PROMOVENTE", emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, donde se destaca   que se surte la suplencia de  la deficiencia de la queja para los referidos menores o incapaces, con independencia del carácter de quien o quienes promuevan el juicio de amparo o recursos procedentes o cuando se advierta que estén en controversia los derechos de los menores, haciendo extensiva, la Sala  de referencia, la suplencia de la queja a la facultad de la representación de dichas personas y en aquellos casos en que, sin ser parte de un determinado asunto, pudieran resultar afectados por la resolución que se dicte; es por ello, que proponemos la adición de un último párrafo al artículo 77.

También deberá suplirse la deficiencia de la queja para los menores o incapacitados, independientemente del carácter de quien o quienes promuevan el juicio de amparo o los recursos cuando se advierta que estén en controversia los derechos de los menores, aun cuando no sean parte en el asunto.
OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO, CAPITULO X, ARTICULO 77, ULTIMO PARRAFO, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

El  artículo 77, último párrafo, del Proyecto de Ley de Amparo, textualmente expresa:

"...En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios."

Se omitió incluir en el proyecto a estudio las hipótesis previstas en la fracción I, inciso a),  y los casos de las fracciones II y III en los cuales también se debe llevar a cabo la suplencia máxima de la queja, es decir, ésta debe operar aun cuando no se hayan expresado conceptos de violación o agravios.  Por lo tanto se propone  que el último párrafo del artículo de mérito, quede redactado en los términos siguientes:

"En todos los casos anteriores, la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios."
OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO.

AMPARO DIRECTO

TITULO PRIMERO, CAPITULO XI, ARTICULO 95, FRACCION I, INCISO B), DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

El artículo 95, fracción II, inciso b) dispone que el recurso de queja procede:  En amparo directo, tratándose de la autoridad responsable:   ..."b) Cuando  no provea sobre la suspensión dentro del término legal, conceda o niega ésta, rehuse  la admisión de fianzas o contrafianzas admita las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes;...".

Ahora bien, dicho artículo 95, pero en su  fracción I, inciso b), en relación con el amparo indirecto, limita la procedencia del recurso  al acuerdo que conceda o niegue la suspensión de oficio, y la provisional pero es omiso en cuanto a las fianzas y contrafianzas y cuando el juez de distrito al resolver sobre la suspensión, admite fianzas o contrafianzas que no reúnen los requisitos legales o bien, cuando la caución o garantía, resulta excesiva o insuficiente; hipótesis que se pueden presentar en ambos amparos.

Por lo anterior se propone se modifique el artículo 95, fracción I, inciso b)  para que quedar como sigue:

Artículo 95. El recurso de queja procede: 

I.- En amparo indirecto, contra las siguientes resoluciones:

...b) Las que concedan o  nieguen la suspensión de oficio o la provisional rehuse la admisión de fianzas o contrafianzas, admita las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes..
OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO.

AMPARO INDIRECTO.

TITULO SEGUNDO, CAPITULO I, SECCION TERCERA, SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO, SEGUNDA PARTE, EN MATERIA PENAL.

El último párrafo del artículo 157, del Proyecto de Ley de Amparo, textualmente expresa:

"Cuando el amparo se promueva contra actos de un juez de primera instancia y no halla otro en el lugar, o cuando se impugnen actos de otras autoridades y aquél no pueda ser habido, la demanda de amparo deberá  presentarse ante cualquiera de los órganos judiciales que ejerzan jurisdicción en el mismo lugar, siempre que en él resida la autoridad ejecutora."

El anterior párrafo se considera incompleto porque si no hay órganos jurisdiccionales en el lugar donde resida la autoridad ejecutora, deberá ocurrirse al más cercano, aunque no pertenezca a esa misma jurisdicción. Por lo tanto, se propone que el párrafo en comento, quede redactado de la siguiente manera:

“...Cuando el amparo se promueva contra actos de un juez de primera instancia y no halla otro en el lugar, o cuando se impugnen actos de otras autoridades y aquél no pueda ser habido, la demanda de amparo  presentarse ante cualquiera de los órganos judiciales que ejerzan jurisdicción en el mismo lugar donde resida la autoridad ejecutora, o ante el órgano jurisdiccional más próximo.”

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO CIRCUITO.

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA Y SANCIONES.

TITULO TERCERO, CAPITULOS I Y V, ARTICULOS 193, PRIMER PARRAFO Y 205, FRACCION II.

El artículo 193, primer párrafo, señala, que oficiosamente, la autoridad de amparo debe determinar si la ejecutoria de amparo se encuentra bien o mal cumplimentada.

En estos casos, la decisión tomada por el tribunal de amparo, originaría que en el incidente por exceso o defecto en el cumplimiento de una ejecutoria concesoria del amparo, resultase letra muerta, en atención a que el órgano jurisdiccional, con antelación a dicho incidente ya se había pronunciado al respecto.

Atento lo anterior y a efecto de evitar dicha contradicción, se propone suprimir en el artículo 193 del Proyecto de Ley de Amparo, la parte relativa a la declaratoria de cumplimiento de la ejecutoria de amparo, por parte de las autoridades que conozcan del juicio de garantías, para quedar en la forma siguiente:

"Artículo 193. Cuando el órgano jurisdiccional de amparo reciba informe de la autoridad responsable relativo al cumplimiento de la sentencia, dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su derecho convenga. 

..."
OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA CONSENSADA DEL DECIMOSEPTIMO

CIRCUITO DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

TITULO PRIMERO, CAPITULO IV, NOTIFICACIONES, ARTICULO 25, FRACCION I, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO. 

La presente ponencia tiende de manera propositiva, según criterio del suscrito, el complementar el listado de las resoluciones dictadas en el juicio de amparo que deben ser notificadas personalmente: con tal propuesta, de ninguna manera y bajo ningún concepto, se trata de llevar a cabo un listado casuístico de las de las resoluciones que deben ser notificadas en forma personal; la idea o la propuesta del suscrito, tiende más bien, a tratar de facilitar la labor de los juzgadores de amparo en cuanto a determinar que tipo de resoluciones ameritan que sean notificadas en forma personal, independientemente de las resoluciones que a juicio de los mismos consideren que deben notificarse personalmente tal y como lo preceptúa el artículo 25, fracción I, inciso f), del proyecto de Ley de Amparo, evitando así la interposición del correspondiente incidente de nulidad de notificaciones y, por ende, la dilación en la substanciación de los juicios de amparo. 

Así pues, en primer término, conviene precisar que se entiende por notificación. Sobre el particular la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha considerado que por notificación debe entenderse “el acto por el cual se manda hacer del conocimiento de una persona alguna providencia, para que la noticia dada a la misma le pare en perjuicio por la omisión de lo que se le manda o intima, o para que le corra término”. (Semanario Judicial de la Federación, Quinta Epoca. Tomo LXXIX, páginas 1972 y 3178; Tomo XCV, página 1747).

Ahora bien, independientemente de las notificaciones que deben realizarse en forma personal, y que se encuentran incluidas en el artículo 25, fracción I, del Proyecto de Ley de Amparo, considero que también deben notificarse en forma personal las siguientes:

1). Las resoluciones que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo y las que admitan parcialmente una demanda de garantías, pues tales resoluciones le causan un notorio perjuicio a la parte peticionaria del amparo y, mediante la notificación personal del acuerdo relativo, se le brinda la oportunidad de interponer en su caso, el recurso procedente. 

2). La primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio de amparo. Por ejemplo a los peritos.

3). El acuerdo por el que de oficio o a petición de parte se adelanta la celebración de la audiencia constitucional. A fin de que las partes estén en aptitud de hacer uso del derecho que les confiere la ley, de anunciar pruebas, objetar los informes justificados, formular alegatos y también para poder recurrir, en su caso, la sentencia que deba pronunciarse, pues sería demasiado estricto, pretender obligar a los interesados, una vez que se les ha notificado la fecha para la celebración de la audiencia constitucional, a que estén pendientes diariamente de las listas de notificación del juzgado, para el caso de que se anticipe la fecha de la celebración de la audiencia de pruebas, alegatos y sentencia, dejando sin defensa a alguna o algunas de las partes, al no poder rendir pruebas y alegar en la audiencia que se adelantó, ni estar en aptitud de poder recurrir la sentencia, por haber ignorado la anticipación de la celebración de dicha audiencia.

4). El acuerdo por el que se desechen pruebas. Lo anterior con la finalidad de que si dicho acuerdo es dictado antes de la celebración de la audiencia constitucional, la parte afectada con dicha resolución, está en aptitud de poder recurrir oportunamente, si a sus intereses conviniere, el correspondiente proveído.

5). El acuerdo que ordena la reanudación del procedimiento. En este caso, la finalidad de la notificación personal del proveído de mérito, se justifica a efecto de que las partes no queden en estado de indefensión (por ignorar que el procedimiento ha sido reanudado) y para que estén en aptitud de ofrecer pruebas y hacer valer las defensas que a sus intereses convengan.

6). El auto por el que se desecha un recurso. A efecto de que la parte afectada con tal proveído, pueda, en su caso, impugnarlo. Por ejemplo, cuando el presidente de un tribunal colegiado, deseche o tenga por no interpuesto un recurso de revisión, debe notificarse personalmente dicha determinación al recurrente, para que, en su caso, haga valer en contra de tal proveído el recurso de reclamación correspondiente.

7). Las sentencias dictadas por los tribunales colegiado en amparo directo, cuando en las mismas se resuelva sobre la constitucionalidad de normas generales, cuando se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones, siempre que aquéllas fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, por conducto de su Presidente. Lo anterior a efecto de que la parte inconforme con dicha sentencia, pueda, estar en aptitud de interponer en contra de dicha sentencia, el recurso de revisión correspondiente. Es menester determinar que dicha notificación personal, debe llevarse a cabo una vez que la sentencia relativa se encuentre debidamente engrosada, pues de otra manera la parte inconforme con la misma, no podría enterarse de los razonamientos legales que sustentan la misma. 

8). El acuerdo que admita el recurso de revisión. A efecto de que la parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo, puede adherirse oportunamente (si a sus intereses conviniere) a la revisión interpuesta por la parte inconforme, dentro del término previsto por el artículo 80 del Proyecto de Ley de Amparo.

9) Las interlocutorias dictadas por los jueces de distrito al resolver el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso. A fin de que la parte inconforme con dicha interlocutoria, pueda oportunamente,  hacer valer en su contra el recurso de revisión previsto en el artículo 79, fracción I, inciso g) del Proyecto de Ley de Amparo.

10). Las resoluciones dictadas en amparo directo por parte de los tribunales colegiados de circuito que decidan sobre el exceso o defecto en la ejecución de una sentencia de amparo directo dictada por ellos mismos, o por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en revisión, siempre que en ella se haya declarado la inconstitucionalidad de una norma general, o determinado la interpretación directa de un precepto constitucional. La necesidad de la notificación personal de este tipo de resoluciones, se justifica a efecto de que la parte inconforme con dicha resolución, puede enterarse oportunamente de la misma y, en su caso, recurrirla mediante el recurso de revisión previsto en el artículo 79, fracción II, inciso b), del Proyecto de Ley de Amparo.

11). Las interlocutorias dictadas en amparo directo por los tribunales colegiado de circuito, cuando resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso. Lo anterior a efecto de que la parte inconforme con tal interlocutoria, pueda enterarse oportunamente del resultado de la misma y, en su caso, hacer valer en su contra el recurso de revisión previsto en el artículo 79, fracción II, inciso c), del Proyecto de Ley de Amparo; y,

12). El acuerdo que ordena el archivo del juicio de amparo, sin que se haya cumplido  la sentencia que concedió la protección constitucional. Ello a efecto de que la parte agraviada con dicho acuerdo, lo pueda recurrir oportunamente si a sus intereses conviniere. 

Acorde con lo anterior propongo que el artículo 25, fracción I, del proyecto de Ley de Amparo quede redactado de la siguiente manera:

Artículo 25. Las notificaciones en los juicios de amparo se harán: 

1. En forma personal.

a) Al quejoso privado de su libertad, en el local del órgano jurisdiccional que conozca del juicio, o en el de su reclusión, salvo que tenga defensor o persona designada para oír notificaciones;

b) El emplazamiento al tercero interesado;

c) Los requerimientos y prevenciones;

d) Las sentencias que no sean pronunciadas en la fecha de celebración de la audiencia constitucional;

e) El sobreseimiento dictado fuera de la audiencia constitucional;

f) Las resoluciones que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo y las que admitan parcialmente una demanda de garantías;

g) La primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio de amparo;

h) El acuerdo por el que de oficio o a petición de parte se adelante la fecha para la celebración de la audiencia constitucional; 

i) El acuerdo por el que se desechen pruebas; 

j) El auto en el que ordene la reanudación del procedimiento en el juicio de garantías;

k) El proveído por el que se deseche un recurso; 

l) Las sentencias dictadas por los tribunales colegiados en amparo directo, cuando en las mismas se resuelva sobre la constitucionalidad de normas generales, cuando se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones, siempre que aquellas fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, por conducto de su presidente; 

m) El acuerdo que admita el recurso de revisión;  

n) Las interlocutorias dictadas por los Jueces de Distrito al resolver el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso;  

o) Las resoluciones dictadas en amparo directo por parte de los Tribunales colegiados de Circuito que decidan sobre el exceso o defecto en la ejecución de una sentencia de amparo directo dictado por ellos mismos, o por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en revisión siempre que en ella se haya declarado la inconstitucionalidad de una norma general o determinado la interpretación directa de un precepto constitucional; 

p) Las interlocutorias dictadas en amparo directo por los Tribunales Colegiados de Circuito cuando resuelven el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso; 

q) El acuerdo que ordena el archivo del juicio de amparo que concedió la protección constitucional; y

r) Las demás resoluciones que a juicio de órgano jurisdiccional de amparo lo ameriten. 

Todo lo antes expuesto, se encuentra basado en los diferentes criterios sustentados por la Superioridad y por los tribunales colegiados y también con la sana intención de que se notifique personalmente a las partes, todas aquellas resoluciones que por su importancia y trascendencia puedan irrogarles perjuicio para que éstas, si lo desean, puedan recurrirlas oportunamente.

Chihuahua, Chih., a seis de octubre del dos mil.

OLIVIA HEIRAS DE MANCISIDOR

PONENCIA QUE PRESENTAN LOS MAGISTRADOS RICARDO OJEDA BOHORQUEZ, DEL PRIMERO, MARIA EUGENIA ESTELA MARTINEZ CARDIEL, CARLOS HUGO LUNA RAMOS y FERNANDO HERNANDEZ REYES DEL QUINTO, ELVIA ROSA DIAZ DE LEON y EMMA MEZA FONSECA DEL SEXTO. INTEGRANTES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO, SOBRE LA INEJECUCION DE LAS SENTENCIAS DICTADAS EN LOS JUICIOS DE AMPARO, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 190, 191, 196 Y 254, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

INEJECUCION DE LAS SENTENCIAS DICTADAS EN LOS JUICIOS DE AMPARO.

I N T R O D U C C I O N

1.- Antecedentes

2.- Proposición.

3.- Conclusión.

I N T R O D U C C I O N.

Es hecho notorio las dificultades que se presentan para hacer cumplir las sentencias de amparo, porque la única sanción respecto del incumplimiento es tan severa que en algunas ocasiones se tiene cuidado en imponerla, no obstante los múltiples requerimientos efectuados a las autoridades responsables, superiores jerárquicos y superiores de éstos, que evidencia la falta de voluntad para hacer cumplir una resolución dictada en un juicio de garantías, pues ante la disyuntiva de provocar conflictos sociales de importancia o tratar de preservar el orden normativo, optan por no ejecutar la sentencia.

En efecto, es limitado  el procedimiento  de ejecución  de que  dispone el juez de amparo para obligar a las autoridades responsables a cumplir las sentencias que concedieron la protección constitucional, implica dictar todas las órdenes y ejecutar las acciones procedentes al cumplimiento, hasta llegar al extremo, en casos de renuencia de las responsables, de que éstas sean destituidas y consignadas por resolución del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, tal y como lo autoriza la fracción XVI del artículo 107 constitucional.

No obstante, la prudencia y recato en cuanto a las destituciones de las autoridades omisas, genera cierta ineficacia y crisis en la utilidad del juicio de amparo, pues no es posible que en un estado de derecho, se presenten supuestos de incumplimiento de lo resuelto por los tribunales federales.

A N T E C E D E N T E S .

El constituyente de 1917 propuso la solución de que  ante el incumplimiento, existiera una respuesta inmediata de sanción a las autoridades que se opusieran a cumplir la resolución, para hacer más rápido y eficaz el cumplimiento de los fallos; así quedó establecido, en la fracción XVI del artículo 107 constitucional, que “si concedido el amparo la autoridad responsable insiste en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el cumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignada al juez de distrito que corresponda. . .”; transcripción que revela que el constituyente dejó bien claro el mensaje de respetar la constitución, imponiendo una sanción trascendente a las autoridades que se opusieran a cumplir las ejecutorias de los juicios de garantías. 

P R O P O S I C I O N E S.

En este orden de ideas, con el objeto de hacer más rápido y eficaz el cumplimiento de las ejecutorias pronunciadas en los juicios de amparo, nos permitimos proponer algunas otras sanciones intermedias entre la destitución de las autoridades responsables omisas y “la multa” impuesta de oficio o a petición de parte, que ahora prevé el proyecto de Ley de Amparo, en su artículo 191, párrafo primero cuando la sentencia no quedare cumplida en los plazos de veinticuatro horas y tres días que prevé el artículo 190 del mismo ordenamiento; sin embargo, esa adición de la multa se considera aún ineficaz para combatir el incumplimiento de las ejecutorias de amparo; es necesario imponer otras medidas más severas y eficientes que obliguen a las autoridades responsables a acatar los fallos en cuestión, por lo que se propone además adicionar al párrafo tercero del artículo 196 del proyecto, la inhabilitación para el desempeño de otro empleo, cargo o comisión públicos, por el término de uno a cinco años, a partir de que la responsable hubiere sido separada del cargo o bien de que por cualquier causa hubiere dejado de desempeñarlo, en la medida en que en la actualidad las autoridades responsables, sobre todo, los altos funcionarios de la federación y de las entidades federativas, no acatan la separación de los cargos de sus subalternos y es evidente que al concluir el período de los gobiernos federales o locales, queda sin materia la sanción impuesta por el incumplimiento, en cuyo caso, ninguna consecuencia trae consigo el que se hubiera ordenado su separación. De esta forma, a partir de incluirse en el proyecto de ley la inhabilitación para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos, es evidente que las autoridades responsables pondrán más empeño y decisión en cumplir los requerimientos de ejecución de una sentencia de amparo, pues aún cuando no fueran separadas de su cargo, al concluir éste estarían inhabilitadas para ocupar otro, lo que interrumpiría sus aspiraciones para ocupar otros cargos públicos de igual o diferente naturaleza. 

Por otra parte se advierte que la multa impuesta a la autoridad responsable que prevé el artículo 191 del proyecto mencionado es indeterminada por lo que se propone adicionar al artículo 254 el numeral señalado.

Si a lo anterior se adiciona otra medida consistente en la amonestación privada o pública e integración de una hoja de antecedentes, que haga posible sancionar con más rigor a los reincidentes en el cumplimiento de ejecutorias pronunciadas en los juicios de amparo, esas medidas harían posible abatir considerablemente el rezago existente en el tema a estudio y permitirían que en lo subsecuente, se cumplieran las sentencias de amparo dentro de los términos y formas que establece la ley de la materia.

No obstante que las adiciones que se proponen aparentemente puedan considerarse enérgicas, se consideran necesarias para cumplir con su cometido; sin embargo, se debe de prever además, situaciones en que verdaderamente las autoridades responsables estén impedidas para el cumplimiento de las resoluciones que le es requerido y para ese efecto, nos permitimos proponer que se adicione un cuarto párrafo al artículo 192 del proyecto de ley que se analiza, en el sentido de que sólo en caso de que las autoridades responsables acrediten, dentro del plazo a que estaban obligadas a cumplir la resolución, la imposibilidad que tengan para ejecutar la resolución de amparo y proporcionen los datos necesarios a efecto de que se logre su cumplimiento a través de otras autoridades, que aún no habiendo sido señaladas como responsables, están obligadas a ello; en cuyo caso será improcedente su separación del cargo y demás medidas que prevén los artículos 190 y 191 del proyecto en cuestión.

C O N C L U S I O N.

1.- Se propone adicionar al artículo 196, la inhabilitación para el desempeño de otro empleo, cargo o comisión públicos, por el término de cinco años.

2.- Se  propone agregar al artículo 254, el precepto 191, para que la sanción pecuniaria también sea de cien a mil días multa.
FERNANDO HERNANDEZ REYES, 

ELVIA ROSA DIAZ DE LEON

CARLOS HUGO LUNA RAMOS

MARIA EUGENIA ESTELA MARTINEZ CARDIEL

EMMA MEZA FONSECA

RICARDO OJEDA BOHORQUEZ
PONENCIA QUE PRESENTAN LOS MAGISTRADOS RICARDO OJEDA BOHORQUEZ, DEL PRIMERO, MARIA EUGENIA ESTELA MARTINEZ CARDIEL, CARLOS HUGO LUNA RAMOS y FERNANDO HERNANDEZ REYES DEL QUINTO, ELVIA ROSA DIAZ DE LEON y EMMA MEZA FONSECA DEL SEXTO. INTEGRANTES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO SOBRE DISPOSICIONES FUNDAMENTALES PREVISTAS  EN LOS ARTICULOS 6°, 13, 14, 16, 59 FRACCIÓN XIV, 77, 80 Y 96 PARRAFO SEGUNDO DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES.

ANALISIS DE LOS ARTICULOS 6°, 13, 14, 16, 59 FRACCIÓN XIV, 77, 80 Y 96 PARRAFO SEGUNDO DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES.

I N T R O D U C C I O N

1. INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA

2. DEFINITIVIDAD.

3. PLAZOS

4. REVISION ADHESIVA

5. RECURSO DE QUEJA (Término)

6. CONCLUSION.

I N T R O D U C C I O N

Con satisfacción recibimos los magistrados de los Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito, el proyecto de Ley de Amparo, en donde se da un tratamiento tan técnico como necesario, de acuerdo a la realidad del país, de los procedimientos de los juicios de amparo indirectos y directos, en el que se incorporan los criterios jurisprudenciales que hasta la fecha han permitido hacer práctica la aplicación de la legislación vigente.

Sin embargo, se estima indispensable que en las disposiciones fundamentales debemos analizar los artículos que consideramos adicionar o modificar toda vez que en el proyecto de Ley de Amparo los grupos de normas que se regulan se dividieron; por títulos, capítulos, secciones y estos últimos en partes, por lo que siguiendo este orden, nos permitimos poner a su consideración, las siguientes propuestas.

Así, el artículo 6° dice que: “El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente, se ignora quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio. 

Si el menor hubiere cumplido catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda”.

En este precepto tal parece que no se puede promover demanda de amparo por los incapaces, por tal motivo se sugiere se agregue únicamente “que el menor de edad o el incapaz podrá pedir amparo…”

LA REPRESENTACION EN MATERIA PENAL

La figura jurídica de la representación en el amparo en materia penal, se encuentra regulada actualmente en el artículo 16 de la Ley de Amparo vigente, que establece:

“Si el acto reclamado emana de un procedimiento del orden penal, bastará para la admisión de la demanda, la aseveración que de su carácter haga el defensor. En este caso, la autoridad ante quien se presente la demanda pedirá al juez o tribunal que conozca del asunto, que le remita la certificación correspondiente.

Si apareciere que el promovente del juicio carece del carácter con que se ostentó, la autoridad que conozca del amparo le impondrá una multa de tres a treinta días de salario y ordenará la ratificación de la demanda. Si el agraviado no la ratificare, se tendrá por no interpuesta y quedarán sin efecto las providencias dictadas en el expediente principal y en el incidente de suspensión; si la ratificare, se tramitará el juicio, entendiéndose las diligencias directamente con el agraviado mientras no constituya representante”.

Por su parte, los artículos 10 y 13 del Proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativos al capítulo II, denominado “Capacidad y Personería”, del Título Primero de "Reglas Generales", en lo conducente y respectivamente, prevén: 

"Artículo 10. Cuando quien comparezca en el juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso del tercero interesado afirme, bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional.
En el amparo directo podrá justificarse con la acreditación que tenga en el juicio del que emane la resolución reclamada. La autoridad responsable que reciba la demanda indicará en el informe justificado si el promovente tiene el carácter con que se ostenta."

"Artículo 13. Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión. Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él mientras no señale representante. Si no la ratifica se sobreseerá en el juicio".

Ahora bien, del minucioso análisis y contraposición de los preceptos 10 y 13 del Proyecto de Ley de Amparo, es fácilmente advertible que una persona que actúa en representación de un quejoso, con el carácter de defensor, es objeto de un trato desigual y desventajoso, en relación al resto de los representantes que comparecen a promover el juicio de garantías a nombre de otra persona, sea física o moral y en cualquier materia, pues por regla general, prevista en el artículo 10 en cita, éstos tienen la oportunidad de acreditar su carácter de representantes hasta la celebración de la audiencia constitucional.
Sin embargo, como excepción a la citada regla general, el numeral 13 de referencia, establece que quienes promuevan el juicio de garantías a nombre de su defensor, es decir, con el carácter de defensor del quejoso, contará sólo con cinco días para acreditar el referido carácter, contados a partir de que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión, lo cual pone en desventaja al directo quejoso, si se parte de la premisa que en la mayoría de los casos, el amparo en materia penal se promueve contra actos que implican ataque a la libertad personal.

Pero además se soslayó, que por tratarse de un defensor, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 20 constitucional, que consagra el derecho público subjetivo consistente en nombrar defensor desde la averiguación previa, el acto reclamado forzosamente derivará de un procedimiento penal ante el Representante Social o la autoridad judicial y que es en los autos que obran en poder de estas últimas, donde consta la designación de defensor, que haya hecho a su favor el peticionario de garantías, y por ello, serán las documentales que acompañe a su informe con justificación la autoridad señalada como responsable, la vía idónea para que el juez de amparo esté en aptitud de advertir, en forma fehaciente, que efectivamente, quien promovió a nombre del quejoso, tiene el carácter de su defensor en el procedimiento seguido en contra de aquél, ya sea en la fase de averiguación previa o las subsecuentes.

No pasa desapercibido, que el artículo 13 del Proyecto de la Ley de Amparo, también prevé que en el caso en que el defensor no hubiera acreditado tener tal carácter dentro del plazo indicado, se dará vista al quejoso, a efecto de que en su caso ratifique la demanda y que si lo hace, se entenderán con él directamente todas las diligencias hasta que nombre representante, pero aún en este caso se provoca la indefensión del quejoso en el amparo en materia penal, pues generalmente no cuenta con los conocimientos jurídicos indispensables a efecto de lograr que el juicio de garantías que promovió, se tramite en forma eficaz para sus intereses, al margen de la intervención de su defensor, a quien incluso, al desahogar la vista indicada, pudo haberlo designado como su representante, para que en lo subsecuente, actuara en su nombre y representación, en el juicio de garantías.

Por lo anterior, la propuesta, es en el sentido de que se modifique el artículo 13 del Proyecto de la Ley de Amparo y se redacte en forma tal, que el defensor del quejoso en el amparo indirecto en materia penal, igual que cualquier representante que promueva el juicio de garantías a nombre de otra persona, esté en aptitud de acreditar la personalidad con que promovió el amparo, hasta la celebración de la audiencia constitucional; pues, se insiste, puede ocurrir que la misma ya esté demostrada, con los documentos e informe con justificación rendidos por la autoridad responsable; sólo en el amparo directo podría otorgársele el término de cinco días que se establece en dicho numeral.

En conclusión, se propone que el artículo 13 del Proyecto de la Ley de Amparo, quede en los términos siguientes: “Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar a más tardar en la audiencia constitucional, o si se trata de amparo directo lo  deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados  a partir del siguiente al en que surte efecto la notificación del acuerdo de admisión. Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo lo hará del conocimiento del señalado como quejoso para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él mientras no señale representante. Si no la ratifica se sobreseerá en el juicio”.

INSTANCIA DE PARTE AGRAVIADA.
Por regla general, el juicio de amparo no puede tramitarse si no es a instancia de parte agraviada, pero en materia penal existen sus excepciones, actualmente el artículo 4° establece que podrá promoverse y seguirse por su defensor o representante legal cuando se trate de una causa criminal y por cualquier persona en tratándose de los casos del artículo 17 de la Ley de Amparo. La característica es que cualquier persona pueda pedir amparo cuando se trate de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o algunos de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional. Cuando el agraviado se encuentra imposibilitado para hacerlo.

El artículo 22 constitucional establece: Quedan prohibidas las penas de mutilación y de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales.

En esos casos la ley ordena que se mandará requerir al quejoso para que dentro del término de tres días ratifique la demanda; si la ratifica se tramitará el juicio y si no la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias dictadas.

Si no logra la comparecencia del agraviado, mandará suspender el procedimiento en lo principal y consignará los hechos al Ministerio Público. Transcurrido un año, sin que nadie se apersone se tendrá por no interpuesta la demanda.

Lo anterior, es criticable el por qué incluir en esta excepción a la multa excesiva y a la confiscación de bienes cuando en estos casos no existirá la imposibilidad física para poder pedir el amparo por regla general, cuando en los demás casos es explicable, pues los actos implícitamente tienen aparejado el acto privativo de la libertad que imposibilita la instancia personal.

También se menciona por qué el precepto no tiene incluida la incomunicación, que es de lo que seguramente se quejan los que promueven.

El artículo 14, del proyecto, sugiere unir las disposiciones 17 y 18 en un sólo precepto, incluir la extradición y la incorporación forzosa al Ejército, Armada y Fuerza Aérea nacionales, en esos casos de excepción, reducir el término de un año a tres meses y tomar únicamente por no presentada la demanda en ambos casos; de no ratificación o no apersonamiento en caso de que no se le localice.

La disposición del artículo 14 es satisfactoria, pero consideramos que en dicho precepto debe incluirse la incomunicación o especificarse los casos del artículo 22 constitucional para no incluir en la excepción la multa excesiva y confiscación de bienes, lo que debe hacerse extensivo al artículo 124, que señala la procedencia de la suspensión de oficio y de plano y en todo caso, pasarla al artículo 125 del proyecto; por tal motivo se propone:

Artículo 14.- Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, extradición, incomunicación o algunos de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excepto la multa excesiva y la confiscación de bienes, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea  nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra  persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo abrirá un cuaderno de antecedentes en el que dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo; si lo hace se tramitará el juicio y en caso contrario se tendrá por no presentada la demanda.

PLAZOS.

Actualmente el artículo 22, fracción II, dispone como excepción a la regla general el plazo para interponer es el de quince días, tratándose de privación de la libertad y en los demás casos previstos en el artículo 17 de la Ley de Amparo, no habrá término para interponerlo.

O sea, no se refiere  exclusivamente a la privación ilegal de la libertad, si no como a cualquier otro acto privativo de la libertad, como es la judicial, orden de aprehensión, auto de formal prisión y sentencia, lo que en la actualidad genera una falta de certeza jurídica en las resoluciones judiciales. Sin embargo, el proyecto propone que únicamente tratándose de privación de la libertad fuera de procedimiento judicial no exista plazo para la interposición de amparo; sin embargo, en caso de sentencia condenatoria en el proceso penal será de noventa días. El plazo general para  presentar la demanda en los casos de orden de aprehensión, auto de formal prisión u otro acto judicial privativo de la libertad el plazo será de treinta días como lo previene el precepto 16 del proyecto; pero se considera que si bien es cierto es necesario darle definitividad a las resoluciones judiciales, el término de noventa días, resulta insuficiente, por lo que debe ampliarse a ciento ochenta días, pues debe tomarse en cuenta que en algunos casos existen expedientes voluminosos, los defensores en ese momento se imponen  de los autos, la naturaleza de los ilícitos, etc. por los que se propone.

Artículo 16.- El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

1.- Cuando se reclame una norma general  autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días.

2.- Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, será de ciento ochenta días.

3.  Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa días.

4.  Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, extradición, incomunicación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excepto la multa excesiva y la confiscación de bienes, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, podrá presentarse en cualquier tiempo.

DEFINITIVIDAD.

Este principio consiste en agotar los recursos ordinarios o medios de defensa para la procedencia del amparo; actualmente la materia penal tiene más excepciones; así, el artículo 73, fracción XIII, menciona los casos del 17, excepto la privación ilegal de la libertad. Sin embargo, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que, en tratándose de las garantías  citadas por los artículos 16, 19 y 20 constitucionales, no hay que agotar los recursos, por tratarse obviamente de privación de libertad. Así la jurisprudencia, señala como excepción a la regla los casos de orden de aprehensión, formal prisión, reaprehensión, orden de comparecencia, libertad provisional bajo caución y auto de sujeción a proceso como excepción a la regla.

El proyecto de Ley, incluye los casos jurisprudenciales en su artículo 59 fracción XIV, inciso b), como son la privación ilegal de la libertad, la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, órdenes de aprehensión, reaprehensión, formal prisión o sujeción a proceso, libertad provisional bajo caución, arresto o cualquiera que afecte la libertad personal, excepto la sentencia definitiva. Al respecto, se ha criticado que tratándose de la orden de comparecencia, se deben agotar los recursos si en este caso el procedimiento se encuentra suspendido; y que mejor se debe eliminar del proyecto en este caso.

Estimamos que es correcta la propuesta, pues por tratarse de actos privativos de libertad no deben incluirse, aun cuando la razón en la jurisprudencia actual es otra, la existencia de la jurisdicción concurrente, la cual desaparece en el proyecto, lo que justifica más en su inclusión como excepción; por las mismas razones debe eliminarse de esas excepciones el  auto de sujeción a proceso, en el inciso b) de la fracción XIV, del artículo 59 del proyecto por no tratarse de un acto privativo de libertad personal. Además en el inciso a) del artículo 59 del proyecto no se incluye la extradición cuando forma parte de los actos del artículo 14 del mismo proyecto, por lo que se propone incluirlo, de igual manera se debe agregar la incomunicación ya que se sugirió a la modificación en el artículo 14, por tal motivo se propone:

artículo 59.- El juicio de amparo es improcedente:

XIV.- Contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales conceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas.

Se exceptúa de lo anterior:

a).- Cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición, incomunicación o cualquiera de los prohibidos en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales;

b).- Cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos de formal prisión, resolución que establezca los requisitos para el otorgamiento de la libertad bajo caución, orden de arresto o cualquier otro que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de sentencia definitiva en el proceso penal (debe observarse que se suprime el auto de sujeción a proceso).

El artículo 77 del proyecto señala que la autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o los agravios, los que menciona en diferentes fracciones e incisos, pero en el último párrafo, sólo se menciona que en los casos de las fracciones I inciso B), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios; de lo anterior se advierte que este último párrafo suprimió tal obligación tratándose de la materia penal, a favor del reo, lo cual además es contradictorio con el plazo señalado ahora para la promoción de amparo contra sentencia condenatoria en materia penal, que se fijó en noventa días, contradice el espíritu de tal disposición en tratándose de personas o grupos que se consideran en desventaja legal o social, por lo cual no se entiende por qué razón no debe operar la suplencia tratándose del reo.

REVISION ADHESIVA

El proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 80 establece: "La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por la contraria dentro del plazo de cinco días contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes. Su presentación y trámite se regirán, en lo conducente, por lo dispuesto en esta sección para la revisión principal, y seguirá la suerte procesal de éste".

El correlativo, de la Ley de Amparo vigente lo es el artículo 83, último párrafo, que textualmente previene: "Procede el recurso de revisión: …En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste".

De las transcripciones anteriores, se advierte el supuesto de procedencia del recurso de revisión en que la parte que obtuvo la resolución favorable a sus intereses puede adherirse a la revisión interpuesta por la parte contraria, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se notifique la admisión del recurso; sin embargo, el problema radica en que si el juez de distrito, tiene por interpuesto dicho medio de impugnación, procede a notificar a las partes, entre ellas a la que obtuvo  sentencia favorable, para informarle que su contraparte se inconformó con la resolución que le beneficia y posteriormente, si el presidente del tribunal colegiado admite a trámite la revisión, debe nuevamente correr traslado a las partes para que tengan conocimiento del proveído respectivo, lo que implica que tanto el juez de amparo, como el tribunal colegiado que debe resolver el recurso, "emplazan" dos veces a la parte que está facultada para adherirse a dicho medio de impugnación, y duplica la oportunidad para adherirse al recurso, lo que trae como consecuencia, que desde que el juez de distrito notifica a las partes la interposición del recurso de revisión, a la fecha en que se esté en aptitud de resolver lo conducente, se requiere que previa admisión del recurso de referencia, transcurra el término de cinco días para que la parte que estime conveniente se adhiera al recurso; se sigue el trámite respectivo; y se turna al magistrado ponente para que se elabore el proyecto de resolución correspondiente, lo que propiciará indiscutiblemente un mayor retraso para el dictado de la sentencia respectiva, que demora la celeridad que debe existir en la impartición de justicia, de acuerdo a lo previsto en el artículo 17 constitucional.

Por lo que, tomando en consideración que si la parte a la que le beneficia la resolución materia de la revisión, ya fue notificada por el juez de amparo de que su contraparte interpuso dicho recurso, lo procedente sería en el caso, que el término de cinco días para que expresara su deseo de adherirse al mismo, empezara a contar a partir del siguiente al en que el citado juzgador le informó de lo anterior, y no esperar hasta el momento en que el tribunal colegiado respectivo, admita dicho medio de impugnación, lo que independientemente de que complicará el trámite del recurso, se reitera que retardará la posibilidad de turnar los autos al magistrado ponente, toda vez que se debe verificar que la notificación que se hubiese realizado a la parte que obtuvo la resolución favorable a sus intereses, fue de manera personal, pues de no ser así, ello implicaría que el órgano colegiado tuviera que ordenar nuevamente dicha diligencia y por tanto propiciará el consecuente atraso en el dictado de la sentencia que deba emitirse.

Por lo anterior, se sugiere la conveniencia de modificar el  artículo 80, párrafo primero, del Proyecto de la Ley de Amparo en análisis, para determinar: "La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por su contraparte, dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación de la interposición del recurso, expresando los agravios correspondientes. Su presentación y trámite se regirán en lo conducente, por lo dispuesto en esta sección para la revisión principal, y seguirá la suerte procesal de éste". Pues así se simplificará el trámite de ambos recursos y favorecería indiscutiblemente el dictado de la sentencia respectiva por el Tribunal Colegiado y la resolución definitiva del caso concreto.

PROCEDENCIA DEL RECURSO DE QUEJA CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE ADMITE PARCIALMENTE, DESECHA O TIENE POR NO PRESENTADA UNA DEMANDA DE AMPARO O SU AMPLIACIÓN.

El artículo 96 del Proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, textualmente establece: 

“Artículo 96. El plazo para la interposición del recurso de queja es de cinco días.

Cuando se trate de suspensión de oficio o provisional, el plazo es de veinticuatro horas.

En el caso de la fracción II, inciso a), del artículo anterior, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo”.

En primer término es pertinente señalar que se considera acertada la propuesta del proyecto de ley que se analiza, en el sentido de que en contra de las resoluciones que admitan total o parcialmente desechen o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación, proceda el recurso de queja, en términos del artículo 95, fracción I, inciso a), del propio proyecto.

Lo anterior, porque en la Ley de Amparo vigente, en el artículo 83, fracción I, se establece que procede el recurso de revisión: “Contra las resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta una demanda de amparo”; precepto que es omiso en cuanto al desechamiento parcial de una demanda de amparo, el tenerla por no presentada o su ampliación, lo cual originó que la actual integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sustentara la jurisprudencia 439, publicada en la página 292, Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, con el rubro: “QUEJA, PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA RESOLUCIONES QUE DESECHAN PARCIALMENTE UNA DEMANDA DE GARANTÍAS”.

La procedencia del recurso de revisión contra el auto que desecha una demanda de garantías, en el término de diez días que establece el artículo 86 de la Ley de Amparo vigente, así como el trámite subsecuente, impiden que el quejoso pueda oportunamente estar en aptitud de obtener la suspensión provisional de los actos reclamados, en caso de que la hubiese solicitado en su demanda de garantías o que se le concediera de oficio o de plano si procediere, pues en la práctica sucede que por el incremento constante en el ingreso de asuntos que se turnan a los diversos tribunales colegiados del país, no es posible resolver los recursos de revisión contra ese tipo de determinaciones, con la celeridad debida y en ocasiones lamentablemente transcurren uno, dos o más meses, en emitir la resolución respectiva, en la que si se revoca el auto recurrido y se ordena al juez de distrito admitir la demanda de amparo, cuando esto suceda, será hasta que se esté en aptitud legal de pronunciarse sobre la suspensión provisional, la que de llegar a concederse, indiscutiblemente por el lapso transcurrido, ya no le favorecerá al quejoso porque los actos que reclamó, seguramente ya se habrán ejecutado en forma irreparable.

Por lo anterior, se considera que aun cuando el Proyecto de la Ley de Amparo en análisis, con acierto en el artículo 95, fracción I, inciso a), establece que procede el recurso de queja, en amparo indirecto contra las resoluciones que admitan total o parcialmente, desechen, o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación, sin embargo, el término de cinco días que para la interposición de este recurso prevé el artículo 96 del propio Proyecto, es excesivo si se toma en cuenta además el trámite  subsecuente que originará el retardo en la resolución del mismo por el tribunal colegiado, con el ineludible perjuicio para el quejoso que hubiere solicitado la suspensión provisional de los actos reclamados.

Por ello, con la finalidad de que el recurso de queja contra las resoluciones que admitan parcialmente, desechen o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación, se resuelva con la celeridad debida, se considera necesario que se establezca para su interposición el término de veinticuatro horas y no de cinco días, con el objeto además de que el tribunal colegiado dicte la resolución respectiva dentro de las cuarenta y ocho horas y no dentro de los quince días siguientes.

En conclusión, se propone la adición al segundo párrafo del artículo 96, y como consecuencia, al último párrafo del 99 del Proyecto de la Ley de Amparo, para quedar en los términos siguientes:

“Artículo 96. El plazo para la interposición del recurso de queja es de cinco días.

Cuando se trate de resoluciones que admitan parcialmente, desechen o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación, o de suspensión de oficio o provisional, el plazo es de veinticuatro horas”.

“Artículo 99. El órgano jurisdiccional de amparo notificará a las partes y de inmediato remitirá copia de la resolución, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes al órgano jurisdiccional que corresponda.

La falta o deficiencia de los informes referidos en el párrafo anterior establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos.

Recibidas las constancias  referidas en el primer párrafo, el órgano jurisdiccional de amparo dictará resolución dentro de los quince días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 95, fracción I, incisos a) y b).” 

C O N C L U S I O N E S .

1.-  Se sugiere que se adicione al artículo 6° del Proyecto de Ley de Amparo “que el menor de edad o el incapaz podrán pedir amparo”

2.- Se propone que el artículo 13 quede en los siguientes términos: “Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar a más tardar en la audiencia constitucional o si de trata de amparo directo, lo deberá acreditar dentro del plazo de cinco días. . . . . .”

3.- Se modifique el artículo 14 del proyecto para quedar como sigue: “Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición, incomunicación o algunos de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excepto la multa excesiva y la confiscación de bienes, así como . . .”

4.- Deberá modificarse el artículo 16, en los siguientes términos:

I.- . . . . . . 

II.- Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, será de ciento ochenta días.

III.- . . . . . .

IV.- Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, extradición, incomunicación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, excepto la multa excesiva y la confiscación de bienes así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea nacionales, podrá presentarse en cualquier tiempo.

5.- Debe eliminarse el auto de sujeción a proceso, en el inciso b) de la fracción XIV, del artículo 59 del proyecto  por no tratarse de un acto privativo de libertad personal y se propone incluir en el inciso a) de dicho precepto, la extradición, cuando forme parte de los actos del artículo 14, así como también la incomunicación.

6.- En el artículo 77 debe agregarse la materia penal para quedar como sigue:

En los casos de las fracciones I, inciso b), II, IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.

7.- Se sugiere modificar el artículo 80, párrafo primero, en los siguientes términos: “La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por su contraparte dentro del plazo de cinco días,  contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación de la interposición del recurso, expresando los agravios correspondientes. Su presentación y trámite se regirán en lo conducente, por lo dispuesto en esta sección para la revisión principal, y seguirá la suerte procesal de éste”.

8.- Se propone modificar el artículo 96 en los siguientes términos: “El plazo para la interposición del recurso de queja es de cinco días”.

“Cuando se trate de resoluciones que admitan parcialmente, desechen o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación, o de suspensión de oficio o provisional, el plazo es de veinticuatro horas”.

FERNANDO HERNANDEZ REYES, 

ELVIA ROSA DIAZ DE LEON

CARLOS HUGO LUNA RAMOS

MARIA EUGENIA ESTELA MARTINEZ CARDIEL

EMMA MEZA FONSECA

RICARDO OJEDA BOHORQUEZ

PONENCIA QUE PRESENTAN LOS MAGISTRADOS RICARDO OJEDA BOHORQUEZ, DEL PRIMERO, MARIA EUGENIA ESTELA MARTINEZ CARDIEL, CARLOS HUGO LUNA RAMOS y FERNANDO HERNANDEZ REYES DEL QUINTO, ELVIA ROSA DIAZ DE LEON y EMMA MEZA FONSECA DEL SEXTO. INTEGRANTES DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO SOBRE EL AMPARO DIRECTO E INDIRECTO, PREVISTOS EN LOS ARTICULOS 108, 164, 171, FRACCION II, 180 y 189 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

ANALISIS DE LOS ARTICULOS 108, 164, 171, FRACCION II, 180 y 189 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

I N T R O D U C C I O N

1. REQUISITOS DE LA DEMANDA EN MATERIA PENAL.

2. SUSPENSION.

3. CAREOS.

4. AMPARO ADHESIVO.

5. SUSPENSION EN AMPARO DIRECTO.

6. C O N C L U S I O N E S .

I N T R O D U C C I O N.

Ante el sensible incremento de la delincuencia, tanto en el ámbito federal, como en el Distrito Federal, resulta indispensable crear una Nueva Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de contar con instrumentos jurídicos necesarios para enfrentar con eficacia el fenómeno de criminalidad que se vive en la actualidad. Por lo que el Proyecto de Ley de Amparo, se justifica en la necesidad de adecuar las normas jurídicas a la realidad imperante, que día a día exige una evolución del derecho, motivo por el cual los suscritos Magistrados de los Tribunales Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, consideramos indispensable  hacer un análisis de los artículos 108, 164, 171, fracción II, 180 y 189 del Proyecto de Ley de Amparo.

REQUISITOS DE LA DEMANDA EN MATERIA PENAL.

En la Ley de Amparo vigente en su artículo 117 manifiesta que cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, bastará para la admisión de la demanda, que se expresen en ella el acto reclamado; la autoridad  que hubiese ordenado, si fuere posible al promovente; el lugar en que se encuentre el agraviado y la autoridad o agente que ejecute o trate de ejecutar el acto. En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el Juez.

Por su parte el artículo 116 de la ley de Amparo impone al quejoso expresar en su demanda de amparo todos y cada uno de los requisitos que la propia  disposición legal establece a fin de evitar que el juez la estime obscura e irregular y la mande aclarar; sin embargo, esta obligación legal tiene su excepción en atención a la naturaleza de los actos reclamados y en estas condiciones la demanda de amparo puede formularse en términos del numeral 117 ya citado y esto lo hizo el legislador porque consideró la situación económica de algunas personas que requieren de la elaboración de una demanda de amparo para los casos urgentes, inclusive se acepta que la formulación de dicha demanda puede hacerse por vía telegráfica. 

Ahora bien, el artículo 108 del Proyecto de Ley de Amparo dice: Cuando se promueva el amparo en los términos del artículo 14 de esta ley, bastará para la admisión de la demanda que se exprese en ella; fracción II.- “La autoridad que lo hubiere ordenado,” sin embargo la obligación de señalar con precisión el nombre de la autoridad responsable, implica un obstáculo que impediría la inmediata presentación de la demanda que en el caso urgente se requiere; por lo que se propone que la fracción II del artículo 108 del Proyecto de Ley de Amparo sea redactada en términos similares a los que en la parte conducente dispone el artículo 117 de la Ley de Amparo vigente, en cuanto a que para la admisión de la demanda en casos urgentes bastará que en ella se exprese “el nombre de la autoridad que hubiese ordenado el acto, si esto fuere posible al promovente.

REGLAS DE LA LEY SUPLETORIA PARA EL DESAHOGO DE LAS PRUEBAS TESTIMONIAL, PERICIAL O INSPECCION JUDICIAL.

El artículo 151 de la Ley de Amparo en vigor, establece: 

“Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio, excepto la documental, que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el Juez haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado.

Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar algún hecho, deberán anunciarla cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, o del cuestionario para los peritos. El Juez ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes, para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente repreguntas, al verificarse la audiencia. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. La prueba de inspección ocular deberá ofrecerse con igual oportunidad que la testimonial y la pericial.

Al promoverse la prueba pericial, el Juez hará la designación de un perito, o de los que estime convenientes para la práctica de la diligencia; sin perjuicio de que cada parte pueda designar también un perito para que se asocie al nombrado por el Juez o rinda dictamen por separado.

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el Juez deberá excusarse de conocer cuando en él concurra alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 66 de esta ley. A ese efecto, al aceptar su nombramiento manifestará, bajo protesta de decir verdad, que no tiene ninguno de los impedimentos legales.

La prueba pericial será calificada por el Juez según prudente estimación.”

Por su parte el numeral correlativo del Proyecto de la Ley de Amparo, que lo es el 117, a la letra establece: 

“Serán admisibles toda clase de pruebas excepto la confesional por posiciones. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, excepto la documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el principal.

Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al oferente para que las presente dentro del plazo de tres días; si no las exhibiere, se tendrá por no ofrecida la prueba.

El órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el cuestionario, el interrogatorio o los puntos sobre los que deba versar la inspección, y para que puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia.” 

De la lectura integral de dichos numerales, es patente que tanto la reglamentación de amparo en vigor, como el proyecto de reformas a la citada ley reglamentaria, en el juicio de garantías indirecto, las partes pueden ofrecer toda clase de pruebas, hecha excepción de la confesional.

Los dos numerales en comento prevén que la prueba documental, puede ofrecerse en la audiencia constitucional o antes de su celebración, en tanto que la testimonial, pericial o de inspección judicial, tienen que ofrecerse cinco días hábiles antes de la fecha en que tendrá verificativo la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento y el de la propia audiencia.

En relación a estas últimas probanzas, es decir, la testimonial, pericial o de inspección judicial, los dos artículos exigen a la parte oferente, además de la mencionada oportunidad en cuanto a su ofrecimiento, que exhiban, según sea el caso, el interrogatorio para los testigos, que no pueden ser más de tres por cada hecho, el cuestionario para los peritos o los puntos sobre los cuales tratará la pericial, así como las copias necesarias para cada una de las partes.  

Sin embargo, el proyecto de reformas, como aspecto novedoso, para el caso de que no se exhiban las copias o las mismas no resulten suficientes, prevé conceder un plazo de tres días al oferente para que las exhiba, en la inteligencia de que si no lo hace oportunamente se tendrá por no ofrecida la prueba de que se trate, lo cual se estima acertado. 

Cabe destacar que, al igual que la ley reglamentaria en vigor, el Proyecto de la Ley de Amparo, nada dice respecto a la omisión del interrogatorio, cuestionario o puntos sobre los cuales deberá versar la inspección judicial, pero es entendible que dicha omisión, conlleva a no tener por ofrecida la prueba.

Otro aspecto, que se adiciona en el aludido Proyecto de la Ley de Amparo, es el relativo al plazo de tres días que se concede a las partes para que éstas puedan ampliar, por escrito, el cuestionario, interrogatorio o puntos sobre los que versará la inspección judicial o para que, como se establece en la Ley de Amparo vigente, puedan formular repreguntas en la audiencia; lo cual también se considera acertado, porque, prácticamente las autoridades responsables difícilmente pueden comparecer a la audiencia constitucional, pero ahora, podrían participar en el desahogo de las pruebas testimoniales, periciales o de inspección judicial, mediante escrito, lo que, además constituye un equilibrio en el trámite para las partes.

Se estima pertinente indicar, que el numeral 117 del Proyecto de la Ley de Amparo, no establece la obligación del juez de amparo, para designar un perito, cuando esa prueba es ofrecida por una de las partes, con independencia de la facultad de las restantes para proponer uno distinto o  adherirse a la designación efectuada por el Juez de distrito, como lo establece el artículo 151 de la Ley de Amparo en vigor, lo que resulta intrascendente, porque tal cuestión se contiene en idénticos términos en el dispositivo legal 118 del Proyecto de la Ley de Amparo en mención. 

La última adición novedosa y extraña que contiene el artículo 117 del Proyecto de la Ley de Amparo, lo es el párrafo segundo última parte de dicho numeral, en el que se establece que para el desahogo de las anteriores pruebas “no son aplicables las reglas de la ley supletoria”, lo cual se considera desacertado, por las razones siguientes:

El artículo 2° del Proyecto de la Ley de Amparo, para el trámite del juicio de garantías en vía directa o indirecta, prevé la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su defecto, los principios generales del derecho.

Sin embargo, para el desahogo de pruebas, deberá aplicarse la disposición contenida en el numeral 117, párrafo segundo, última parte, que rige para ese efecto, es decir, que para el desahogo de las pruebas no resultaría aplicable el Código Federal de Procedimientos Civiles, lo cual, se insiste, es desafortunado, porque aun cuando en el propio artículo se establecen algunas reglas, entre ellas, el interrogatorio para los testigos, el cuestionario para los peritos o los puntos en los que debe versar la inspección judicial y las repreguntas por escrito de las partes que no ofrecieron la prueba, es obvio que la mayoría de las cuestiones vinculadas con el derecho adjetivo, en relación al desahogo de aquellas pruebas, no se prevén en el proyecto de ley de que se trata, como lo son, la legalidad y procedencia de las preguntas o repreguntas, sus objeciones, la oportunidad de éstas y su desahogo, la separación de los testigos, el modo de actuar en tratándose de testigos menores de edad, extranjeros o con alguna discapacidad, inexistencia de expertos autorizados legalmente en alguna materia, entre otras cuestiones que surgen, tanto en la preparación de la prueba, como en el propio desahogo, verbigracia el comportamiento y disciplina de las partes, que evidentemente, ante la prohibición expresa de aplicar la ley supletoria, todo ello queda sin disposición jurídica concreta para resolver  legalmente tales eventualidades.

Por ello, se considera necesario señalar, que la adición contenida en el párrafo segundo última parte del artículo 117 del Proyecto de la Ley de Amparo, que se analiza, en el sentido de que “no son aplicables las reglas de la ley supletoria”, no puede entenderse como un error mecanográfico o de imprenta, en cuanto a la palabra “no”, porque, el articulo 2° de dicho Proyecto de Ley de Amparo, como ya se indicó, expresa y claramente establece la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su defecto, de los principios generales del derecho, luego, si se trata de un error de imprenta, aún así, resultaría ociosa una reiteración respecto de dicha supletoriedad.

En conclusión se propone la conveniencia de eliminar la última parte del párrafo segundo del artículo 117 del Proyecto de Reformas a la Ley de Amparo, que a la letra dice:

“Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria”.

SUSPENSION.

El artículo 164 del Proyecto de Ley de Amparo dice: cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias, a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la Justicia Federal.

De lo anterior se observa que en dicho numeral se indica la improcedencia de la suspensión provisional en casos de delitos considerados como graves, aunque se indica que excepcionalmente de acuerdo con las circunstancias del caso podrá concederse la suspensión definitiva.

Lo antes indicado va en contra de lo establecido por el artículo 126 del propio proyecto de Ley de Amparo el que indica: Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias siempre que concurran los requisitos siguientes:

I.- Que la solicite el quejoso.

II.- Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y duplicado.

Existe, como se observa una contradicción entre ambos artículos ya transcritos, pues en el 164 se indica que no procede la suspensión provisional si se trata de delito considerado como grave, en el 126 no se habla de excepción alguna por lo que en el caso en dicho numeral debería agregarse la excepción a que se alude en materia penal; pero independientemente de lo anterior y tocando el punto a que alude el mencionado artículo 164 del Proyecto de Ley de Amparo en donde se menciona que excepcionalmente de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva tratándose de delitos considerados como graves debe reflexionarse acerca de lo que los Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito deben  tener en cuenta para “excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso concedan la suspensión definitiva en estos casos” y dado que se puede tomar en cuenta infinidad de razones, como sería naturaleza y características de los delitos, las personales del quejoso, posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia, la magnitud del daño causado al bien jurídico, las circunstancias de ejecución del mismo, forma y grado de intervención del quejoso en la comisión del delito, etc. etc., llegaríamos al peligro dado que la norma es muy general de lo que para unos jueces o magistrados determinadas circunstancias les parecieran suficientes para conceder la suspensión definitiva para otros no, y ello redundaría en interponer quejas administrativas ante el Consejo de la Judicatura Federal y lo que para los jueces o magistrados fueran circunstancias favorables para conceder la suspensión definitiva, pudieran no serlo para el órgano del Consejo de la Judicatura Federal, encargado de la revisión de dicha queja. Y esto no significa desconfianza al criterio y honestidad con el que nos desenvolvemos los jueces y magistrados, pero son tantas las circunstancias que se pueden tomar en uno o en otro caso para conceder o negar la suspensión definitiva tratándose de delitos graves, por lo que se recomienda se determine que no procede la suspensión provisional ni definitiva tratándose de delitos considerados como graves sin que exista ninguna excepción.

C A R  E O S.

En el Título Segundo, Capítulo II, Sección Primera, artículo 171, fracción III; se advierte que se regula como violación al procedimiento en los juicios del orden penal.

“III.- Cuando habiéndolo solicitado no se le caree con los testigos que hayan depuesto en su contra”.

Ahora bien por reforma publicada en el Diario Oficial el 21 de septiembre de 2000, la fracción IV del artículo 20 Constitucional fue modificada, en los siguientes términos:

“IV.- Cuando así lo solicite será careado en presencia del Juez, con quien deponga en su contra, salvo lo dispuesto en la fracción V del apartado B de este artículo”.

La fracción V del apartado B dispone lo siguiente:

“Cuando la víctima o el ofendido sean menores de edad, no estarán obligados a carearse con el inculpado cuando se trate de los delitos de violación o secuestro. En estos casos, se llevarán a cabo declaraciones en las condiciones que establezca la ley; y…”

Atento a lo anterior, se estima pertinente que se adecue la citada fracción III del artículo 171, y diga:

III.- Cuando habiéndolo solicitado no se le caree, con quien deponga en su contra, con excepción de lo dispuesto al respecto en la fracción IV del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

AMPARO ADHESIVO

El artículo 180 del Proyecto de la Ley de Amparo, literalmente establece: "La parte que hubiera obtenido sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, el cual se tramitará en el mismo expediente. Su presentación y trámite se regirá en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal y seguirá la misma suerte procesal.

Los conceptos de violación en el amparo adhesivo, podrán estar encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio que determinaron el resolutivo favorable a sus intereses, o impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Con los mismos alcances se deberán hacer valer todas las violaciones procesales que se hubieren cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo".

El numeral antes mencionado establece el amparo adhesivo, figura jurídica novedosa dentro del Proyecto de la Ley de Amparo, con el fin de fortalecer el principio de igualdad entre las partes, ya que la parte que hubiera obtenido sentencia favorable, puede promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, a efecto de robustecer las consideraciones de la resolución respectiva, o en su caso, impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica.

Sin embargo, lo previsto en relación al procedimiento que debe seguirse para su presentación y admisión, se estima inadecuado, en atención a que el numeral 179 del Proyecto de la Ley de Amparo, establece que una vez que el presidente del tribunal colegiado de circuito admita la demanda de amparo, mandará notificar a las partes el acuerdo respectivo, para que en el plazo de quince días, presenten sus alegatos o la demanda de amparo adhesivo.

Lo que implica, que se rompe con el principio de celeridad que rige en el juicio de amparo directo, pues no obstante que la ley de la materia vigente, en su artículo 163 establece que "La demanda de amparo contra una sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio dictado por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable que lo emitió…", quien es la encargada de dar trámite a la misma, y la cual, entre otras actividades que realiza, notifica a las partes la interposición del juicio de garantías; el Proyecto de la Ley de Amparo, en el referido artículo 180, impone de igual manera al presidente del tribunal colegiado, la obligación de que, una vez que admita la demanda de amparo, proceda a notificar a las partes el acuerdo correspondiente, para que a partir de ese momento, empiece a correr el plazo de quince días con que cuentan para presentar su demanda de amparo adhesivo, lo que significa que se repite una misma actividad procesal, ya que tanto la autoridad responsable como el tribunal colegiado deben "emplazar" a las partes, por un lado, la primera de ellas, para que tengan conocimiento de que la parte a la que le perjudicó la sentencia, presentó demanda de amparo, y por el otro, cuando se les notifica la admisión de la misma, para que, en su caso, presenten su demanda de amparo adhesivo, lo que implica indiscutiblemente para el presidente del tribunal colegiado un trámite más prolongado, que repercutirá en mayor retardo en el dictado de la sentencia del amparo directo. 

En consecuencia, lo procedente sería establecer que el término de quince días para presentar la demanda de amparo adhesivo transcurra a partir del día siguiente al en que surta sus efectos, la notificación a las partes que de la presentación de la demanda de amparo directo realice la autoridad responsable, pues determinar que dicho periodo inicie después de que el presidente del tribunal colegiado admita la demanda de amparo, retrasaría por una parte, como ya se indicó, el trámite que se realiza en dicho órgano jurisdiccional, y por la otra, el dictado de la sentencia respectiva.

Lo anterior además, porque la notificación de la admisión de la demanda de amparo, tendría que realizarse de manera personal a las partes, lo que retrasaría aún más el dictado de la resolución correspondiente y si en el caso, el trámite de la demanda de amparo, lo realiza la autoridad responsable, que es ante quien se presenta la misma y tiene entre sus facultades la de notificar personalmente a las partes la presentación de la demanda de amparo, resulta injustificado que el trámite para la formulación de la adhesión a la misma, deba iniciarse ante el tribunal colegiado con el consecuente retardo en el trámite respectivo, que podría simplificarse si el amparo adhesivo se llegara a presentar ante la autoridad responsable.

Por lo que se sugiere la conveniencia de modificar el artículo 179 del Proyecto de la Ley  de Amparo, en lo relativo al trámite establecido para la formulación de la demanda de amparo adhesivo, con el fin de prever que el plazo de quince días con que cuentan las partes, empiece a contar a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación que realice la autoridad responsable, de la promoción de la demanda de amparo, ello con independencia de que el presidente del tribunal colegiado no admitiera la misma, pues sólo en caso de que lo hiciera, tendría la obligación de proceder, a establecer si la demanda de amparo adhesivo se presentó en tiempo o no, para que así, el trámite en el tribunal colegiado no se demore y pueda emitirse con mayor celeridad la ejecutoria respectiva.

En conclusión, se propone que el artículo 179 del Proyecto de la Ley de Amparo, en análisis, quede de la manera siguiente: "Si el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si éste último fuere subsanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo, para que en el plazo de quince días presenten sus alegatos. La demanda de amparo adhesivo se presentará ante la autoridad responsable o el tribunal colegiado, en el término de quince días contados a partir del siguiente al que surta efectos la notificación relativa al emplazamiento". 

SUSPENSION EN AMPARO DIRECTO.

El artículo 189 dice que cuando se trate de juicios del orden penal, la autoridad responsable con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada, si esta comprende la pena de privación de la libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, por mediación de  la autoridad responsable, la cual deberá ponerlo en libertad caucional si lo solicita y procediere. Como se observa, no se indica en base a qué procedería esta libertad caucional esto es si tendría que acudirse a la fracción I del artículo 20 constitucional o algún otro dispositivo legal al problema de no indicarse en dicho precepto del proyecto de ley de Amparo llevará a que se presente el recurso de queja previsto en el artículo 95 fracción II de dicho proyecto y a virtud de la reforma al artículo 268 del Código de procedimientos Penales para el Distrito Federal el cual en su párrafo quinto señala que son graves los delitos sancionados con pena de prisión cuyo término medio aritmético exceda de cinco años, indicando en dicho precepto, que no se otorgará el beneficio de la libertad provisional bajo caución previsto en la fracción I del artículo 20 constitucional. Atendiendo a dicha reforma se aduce la procedencia de la libertad caucional en amparo directo a virtud de que en el caso de que ya existe una individualización de la pena y si ésta fuera de cinco años o menor no podrá ser aumentada en perjuicio del amparista y toda vez que no se está en presencia de una libertad provisional dentro del proceso, sino de un juicio de amparo no debe observarse lo dispuesto por la fracción I del artículo 20 constitucional, aduciendo además que la legislación penal aplicable en el Distrito Federal tiene el beneficio de la libertad provisional cuando no se haya individualizado la pena en aquellos delitos cuyo término medio aritmético no exceda de cinco años de prisión, pero nada dice al respecto de que se deba negar el beneficio a los sentenciados, cuando la pena no exceda de cinco años de prisión, indicando así, que en aplicación al principio general indubio pro reo, debe concedérsele al beneficiado la libertad provisional a aquellos sentenciados cuya pena no exceda de cinco años de prisión.

Sobre el particular algunos magistrados manifiestan que si la Ley de Amparo vigente en su artículo 172 prevé la posibilidad de que el sentenciado goce de libertad caucional en tanto se resuelve el juicio de amparo directo que hubiere interpuesto en contra de la sentencia definitiva, sin embargo, la concesión o negativa de la libertad caucional está sujeta a su procedencia por así expresamente preveerlo la mencionada ley, indicándose que deberá recurrirse a la legislación aplicable para tal efecto, que lo es la fracción I del artículo 20 constitucional que concede la libertad provisional bajo caución atendiendo a la gravedad del delito, o sea que resulta improcedente la libertad provisional solicitada si se trata de un delito grave y se observa que en el artículo 172 de la vigente Ley de Amparo no se advierte que se trata de una libertad caucional diferente a la que puede tener la persona en calidad de procesado, toda vez de que dicho numeral no proporciona ningún dato del cual puedan deducirse dos tipos de libertad caucional,  por todo ello se considera que debe adicionarse el artículo 189 del proyecto de la Ley de Amparo en la parte final para quedar como sigue:

Cuando se trate de juicios del orden penal, la autoridad responsable con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada. Si esta comprende la pena de privación de la libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo por mediación de la autoridad responsable, la cual deberá ponerlo en libertad caucional si la solicita tomando en consideración lo dispuesto en la fracción I del artículo 20 constitucional y las leyes federales y locales aplicables al caso.

PROCEDIMIENTO SUMARIO.

1.- El artículo 156 de la Ley de Amparo vigente, hace mención a un procedimiento sumario para los casos de leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los actos violatorios de los artículos 16, 19 y 20 constitucionales, pero lamentablemente en el proyecto ya no se incluye, por lo que consideramos que debe subsistir y modificarse dicho precepto en la siguiente forma:

En los casos, en que se reclame la privación de la libertad y proceda el amparo indirecto, la substanciación del juicio de amparo se sujetará a las disposiciones procedentes, excepto en lo relativo al término para la rendición del informe con justificación, el cual se reducirá a tres días, y a la celebración de la audiencia, la que se señalará dentro de diez días contados desde el siguiente  al de la admisión de la demanda: Este artículo se colocaría en último lugar de la sección segunda substanciación, capítulo I, título segundo del proyecto.

En cuanto al informe podría ampliarse el término en cinco días y para la audiencia en quince.

C O N C L U S I O N E S :

1.-  Para la admisión de la demanda en casos urgentes bastará que en ella se exprese el nombre de la autoridad que hubiese ordenado el acto, si esto fuere posible al promovente.

2.- Se propone eliminar: “Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria”, previsto en la última parte del párrafo segundo del artículo 117.

3.- Se recomienda que en el artículo 164, segundo párrafo se determine que no proceda la suspensión provisional ni definitiva tratándose de delitos considerados como graves, sin que exista ninguna excepción.

4.- Debe modificarse el artículo 171, fracción II, en los siguientes términos:

“Cuando se trate de juicios del orden penal, la autoridad responsable con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada. Si ésta comprende la pena de privación de la libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo por mediación de la autoridad responsable, la cual deberá ponerlo en libertad caucional si lo solicita, tomando en consideración lo dispuesto en la fracción I del artículo 20 constitucional y las leyes federales y locales aplicables al caso.

5.- Debe subsistir el contenido del artículo 156 de la Ley de Amparo vigente.

FERNANDO HERNANDEZ REYES, 

ELVIA ROSA DIAZ DE LEON

CARLOS HUGO LUNA RAMOS

MARIA EUGENIA ESTELA MARTINEZ CARDIEL

EMMA MEZA FONSECA

RICARDO OJEDA BOHORQUEZ

H. CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR EL PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

El Congreso del Estado de Yucatán, por medio de su representación, atenta la invitación que se le hizo, presenta esta ponencia.

Se ha dicho, y es verdad, que ninguna Constitución de América Latina ha seguido el desarrollo del juicio constitucional de Estados Unidos de América con el acierto de las Constituciones Políticas Mexicanas de 1857 y de 1917 y que si el amparo mexicano se inspiró en el procedimiento estadounidense, es, no solamente semejante a él, sino superior.

La Constitución de Estados Unidos de América entró en vigor en 1787, lográndose el afianzamiento del federalismo gracias a la Guerra de Secesión y unos 100 años después, consagrando la supremacía de la legislación federal sobre la local en términos semejantes a los del actual artículo 133 de la Constitución Mexicana; el órgano de la defensa constitucional y su competencia están establecidos y la Corte Suprema tiene dos jurisdicciones: una en la que examina los hechos, aplica las leyes y define el derecho y otra de control constitucional, de naturaleza política.

Es bien sabido que al Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos se le ha llamado enfáticamente un Gobierno de Derecho y no un Gobierno de Personas y sin duda dejaría de merecer ese alto calificativo si las leyes y las autoridades no otorgaran un remedio eficaz contra la violación de todo derecho.

Es inadmisible que la intención del Constituyente haya sido que alguna parte de la Constitución quede sin efecto, por lo que una interpretación que lleve a este último resultado es inadmisible.

El pueblo, ya nadie lo duda, tiene el derecho original para establecer, para su futuro gobierno, los principios que en su opinión logren mejor su felicidad y este derecho original es la base sobre la cual todo el sistema mexicano está erigido.

Ya nadie duda que el ejercicio de ese derecho original requiere gran esfuerzo, que no debe ni puede ser repetido frecuentemente; por tanto, los principios así establecidos se estiman fundamentales y como la autoridad de la que emanan es suprema y no puede obrar con frecuencia, la intención al establecerlos es la de que sean permanentes.

Dicha voluntad original suprema organiza al Gobierno y asigna a sus diversos Poderes o Departamentos sus facultades o poderes respectivos. Puede marcarse un alto ahí o bien establecerse ciertos límites que no pueden ser propasados por esos Departamentos o Poderes. Los poderes del Legislativo y del Ejecutivo quedan definidos y limitados y para que esos límites no puedan equivocarse ni olvidarse fue escrita la Constitución.

Es importante señalar que la distinción entre gobiernos de poderes limitados y gobiernos de poderes ilimitados quedaría abolida si los límites no contuvieran a quienes les han sido impuestos y si lo permitido y lo prohibido se equipararan, razonamiento éste demasiado obvio para dejar lugar a dudas y que lleva a concluir que el texto constitucional controla a cualquier acto legislativo o administrativo que le sea contrario o repugnante, pues, de no ser así, el Poder Legislativo podría alterar la Constitución por medio de una ley común.

Si la Constitución es una ley superior inmodificable por medios ordinarios, todo acto legislativo contrario a ella no es una ley; y si, por lo contrario, la Constitución queda sujeta al nivel de las demás leyes y como tales puede ser alterada por el Congreso según quiera alterarla, entonces las Constituciones escritas son intentos absurdos por parte del pueblo para limitar un poder que por su propia naturaleza es ilimitable.

Quienes han elaborado Constituciones escritas las consideran Leyes Fundamentales y Supremas, y, por ende, la única teoría aceptable es que toda ley del Congreso contraria a la Constitución debe considerarse inexistente, teoría que es uno de los principios fundamentales de nuestro sistema político federal.

Si los tribunales deben tomar en cuenta la Constitución y ésta es superior a toda ley ordinaria del Legislativo, entonces la Constitución y no tal ley ordinaria es la aplicable y quienes desechan el principio de que la Constitución tiene que ser considerada por los tribunales como Ley Suprema, quedan reducidos a la necesidad de sostener que los tribunales deben cerrar los ojos con relación a la Constitución y mirar únicamente por la ley ordinaria, mas ello reduce a la nada lo que se ha estimado que es el mayor adelanto que han alcanzado las instituciones políticas, a saber, una Constitución escrita, siendo esto último suficiente en los Estados Unidos Mexicanos, donde las Constituciones escritas se han visto revestidas de tanto prestigio, para desechar esta última interpretación, sobre todo si se toman en cuenta otras expresiones peculiares de la Constitución Federal contrarias a la indicada última interpretación, como son las que establecen el republicanismo, la democracia, el federalismo, la racionalización del poder, la permanente vigencia de la Constitución y la exigencia de protestar cumplir y hacer cumplir dicha Constitución a los funcionarios públicos.

A mayor abundamiento, destácase lo siguiente:

1.- Se ha sostenido irrefutablemente que a) la más eficaz contribución a la felicidad de un pueblo es la moderación en imponer y la equidad en repartir las obligaciones, de lo que se sigue que entre los deberes de los gobernantes, a quienes toca mirar por el bien del pueblo, el principal es proteger a todas las clases sociales guardando invariablemente la justicia y las ventajas de todo ello no se pueden obtener sino con la condición de que no se abrume a las personas con enormes obligaciones,  b) tutelar el intangible campo de los derechos de los humanos y facilitarles el cumplimiento de sus obligaciones, ha de ser oficio esencial de todo Poder Público, según lleva consigo el significado genuino del bien común que el Estado debe promover, de lo que nace que el cuidado de tal bien común no lleva imbíbito un poder tan amplio sobre los derechos de la comunidad, en cuya virtud esté concedido a la autoridad pública disminuir el desarrollo de la acción correspondiente y para ello abolir el derecho natural o dejarlo sin eficacia, consistiendo la riqueza jurídica de un pueblo, no precisamente en la abundancia de bienes medida según el cómputo mera y estrictamente material de su valor o en la abundancia de derechos intrascendentes, sino mas bien en que tal abundancia represente y ofrezca real y eficazmente la base suficiente para el debido bienestar de sus miembros, c) no debe olvidarse que las iniciativas del Estado u otras entidades de Derecho Público deben estar sujetas a cuidadoso y constante control, incluso para evitar que en el seno de la propia organización del Estado se formen centros de poder, con daños a su misma razón de ser que es el bien de la comunidad y d) el principio fundamental de un sistema conforme con la justicia y la equidad es que las obligaciones, de cualquiera naturaleza, sean proporcionales; y 

2.- Dos tipos de factores se encuentran en toda ordenación jurídica, de la rama que sea: la motivación vital, representada por la necesidad; y el espíritu, representado por la estructura lógica. Estos dos ingredientes son de todo fenómeno cultural y se dan muy notoriamente en el campo del Derecho. Éste surge de la necesidad que tiene el Estado de cumplir las funciones que le han sido asignadas, pero debe entenderse que las facultades para el cumplimiento de esas obligaciones no se organizan mecánica y fortuitamente al solo impulso de esa perentoria urgencia, ya que lo que ocurre es que la satisfacción de las necesidades del conglomerado social se articula con el conjunto de estructuras ideales, es decir, de normas, respecto de las cuales se quiere que sean justas, adecuadas y técnicamente eficaces, lo que se traduce en que debe descubrirse el criterio de medida para apreciar y promover la igualdad proporcional y armónica, cuyo respeto es necesario en toda ley.

Las anteriores son, en esencia, las dos bases que deben de tomarse en cuenta para la expedición de buenas leyes.

Ahora bien, la institución del control constitucional es uno de los fenómenos de la racionalización del Poder. Los pueblos modernos heredaron de la Revolución Francesa y de la Revolución Estadounidense la primacía del Poder Constituyente, que tiene su expresión concreta en el control de la constitucionalidad de las leyes y de los actos de autoridad; este control es el único que puede dar garantías reales de la superioridad de la Constitución y asimismo de los que se llaman derechos del hombre, derechos humanos, libertades individuales o garantías individuales. Se comprende, porque, en la medida en que el legislador es libre y, en lo concerniente a las leyes que limitan las libertades individuales, puede, aunque no debe, expedir leyes contrarias al principio proclamado por la Constitución, el control constitucional de las leyes y de los actos de autoridad debe garantizar los llamados derechos del hombre y del ciudadano. Pero cuando la Revolución Francesa formuló las Declaraciones, que, dígase lo que se diga en contrario, son hoy todavía el catálogo tipo de las libertades individuales, los hombres de aquella época no tenían la concepción jurídica del problema de las garantías de los derechos individuales, y, teniendo fe absoluta en la sabiduría de la voluntad general, creyeron que toda manifestación de la soberanía del pueblo era, no solamente legal, sino también razonable; no percibieron el problema de las garantías reales de las citadas libertades; vieron estas garantías en la separación de Poderes, en el principio de la sabiduría popular y, sobre todo, en el principio de la legalidad; pero el principio de la legalidad no puede, evidentemente, ser considerado como la única garantía de las libertades individuales, porque garantizando al individuo contra la arbitrariedad del Poder Ejecutivo, se deja a los ciudadanos sin defensa ante las arbitrariedades del Poder Legislativo, culpable de expedir leyes contrarias a los principios proclamados por la Constitución. He aquí por qué el control de las leyes es una garantía indispensable de las libertades individuales. Se presenta de nuevo el principio de la racionalización del Poder, que data de la Revolución Francesa y tiene su prolongación en las posteriores Constituciones.

El principio de la racionalización del Poder se identifica al principio de la Democracia, esto es, al principio del Estado de Derecho; como se proclamó ya desde el siglo XVIII, la democracia es la expresión política de la razón. El ideal del Estado de Derecho es el ideal del Estado Democrático y estos dos tipos de Estado son uno en el fondo. Es por ello que la racionalización del Poder es una tendencia fundamental, es la tendencia mas importante del nuevo Derecho Constitucional.

Pero los mexicanos no hemos actuado siempre con sujeción a tan valioso principio de la racionalización del Poder un poco por las tendencias que, desgraciadamente, caracterizaron a algunos de nuestros gobernantes nacionales casi desde el inicio de la Independencia, un mucho por apatía de los gobernados en tolerar la conducta de esos gobernantes y en hacer valer sus derechos contra el Estado, lo cierto e incontrovertible es que casi desde el momento apuntado el Poder Ejecutivo Federal descubrió el medio de obtener y conservar prepotencia a través de leyes secundarias o reglamentarias y otras disposiciones oculta o francamente contrarias a la Constitución, al mismo tiempo que proclamando la bondad de ésta; y desde la segunda mitad del siglo XIX, al darse cuenta esos gobernantes de que el juicio de amparo frenaba su actividad inconstitucional, han estado gestionando y obteniendo adiciones, modificaciones y derogaciones relacionadas con tal juicio, ya dificultando cada vez mas la acción de amparo en los términos queridos por la Constitución, ya disminuyendo la libertad individual para hacer prevaler la Constitución, ya aumentando las causas de improcedencia y los motivos de sobreseimiento, ya imponiendo y aumentado sanciones, ya fraccionando hasta casi atomizar al Poder Judicial de la Federación, ya, en fin, atemorizando a los particulares, a las autoridades responsables y hasta a las autoridades de amparo, todo lo cual se va traduciendo en aumento real del Poder Ejecutivo Federal y en detrimento de los derechos del particular, de las autoridades que los representan y, por ende, de la sociedad.

Amparar es favorecer. Proteger es también favorecer. Y favorecer es auxiliar, ayudar, socorrer a alguno. En último resultado, amparar es, no solo defender a alguno de un mal actual o futuro, sino darle aquello de que carece, mas si de lo que se carece es de algún derecho de que indebidamente ha sido despojado por alguna autoridad, no hay duda de que la protección en los juicios de amparo debe tener por objeto restablecer al ofendido en la posesión y en el goce de los derechos que le han sido arrebatados. Amparar y proteger a un individuo es salvarlo de la situación penosa en que se encuentre; y como uno de los modos de salvarlo es restituirlo en el goce de sus derechos perdidos, es indudable que el juicio de amparo debe proceder contra actos susceptibles de reparación; quienes sostienen la teoría contraria toman aquella palabra en una de sus muchísimas acepciones, restringiendo de este modo la extensión de la Constitución, lo cual a nadie es permitido.

El olvido de los sanos principios conduce a tristes resultados. Las leyes no deben ser casuísticas. Primero deben establecer la regla general y después numerar con toda claridad las excepciones que convengan. De esta manera no habrá caso alguno que no esté comprendido en la ley, pues si no se encuentra consignado expresamente entre las excepciones, queda sujeto a la regla general, tanto por que los casos omitidos se resuelven por el derecho común, como porque no hay más excepciones que las que expresamente determine la ley. Siendo regla general que todo juicio debe sustanciarse hasta pronunciarse la sentencia definitiva, los casos de sobreseimiento son verdaderas excepciones.

La Constitución Federal de 1857 no establecía causas de improcedencia ni motivos de sobreseimiento del juicio de amparo; tampoco contemplaban tales causas y motivos el Decreto expedido por el Congreso de la Unión el 28 de noviembre de 1861, sancionado por el Presidente Benito Juárez, en la Ley Orgánica Constitucional Sobre el Recurso de Amparo o Ley Orgánica de los Artículos 101 y 102 de la Constitución, expedida por el Congreso Nacional el 19 de enero de 1869 y sancionada un día después por el mismo Presidente Juárez, y ambas Constituciones no establecían términos para promover el juicio. Fue en las posteriores leyes, no en Constitución, que se fueron introduciendo tales causas y motivos, hasta llegar a los actuales artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo, de los cuales el primero señala dieciocho causas de improcedencia, diciendo la ultima “EN LOS DEMÁS CASOS EN QUE LA IMPROCEDENCIA RESULTE DE ALGUNA DISPOSICIÓN DE LA LEY”, y el segundo relaciona los casos de sobreseimiento, advirtiéndose el que párrafo final del invocado artículo 73 reza “LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA, EN SU CASO, DEBERÁN SER EXAMINADAS DE OFICIO”, imponiéndose así a los jueces, magistrados y ministros federales la obligación, derivada de leyes secundarias, de violar la Constitución en ciertos casos previstos por el legislador ordinario y permitiéndoles establecer otros casos, a pesar de que están obligados a protestar cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes, éstas solo cuando emanen de la Constitución o estén de acuerdo con la misma.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos asigna a ella misma en primer lugar, después a las leyes del Congreso de la Unión que emanen de la Constitución o estén de acuerdo con ella y luego a los tratados internacionales que también estén de acuerdo con la Constitución, el carácter de Ley Suprema o Fundamental de toda la Unión, lo que significa que obliga al fallo o resolución de los juicios de amparo cada vez que se esté en presencia de una violación de garantías por parte de autoridades; instituye para la Unión y para todos los Estados un sistema de Gobierno de Poderes limitados y expresos que se traduce en que las autoridades solo pueden hacer lo que la ley, principalmente la Constitución, les permitan hacer; y encomienda al Poder Judicial de la Federación la garantía de ella misma, singularmente de las garantías individuales que reconoce y otorga; así se desprende del contexto de sus artículos, singularmente 1 a 29, 39 a 43, 48, 115, 116, 103, 107, 133, 135 y 136. Es inamisible, pues, que una autoridad niegue o pretenda que se niegue la aplicación de la invocada Constitución en alguna forma, así se trate de sobreseimiento en los juicios constitucionales por causas de improcedencia no expresamente señaladas en la propia Constitución, la cual no pierde su fuerza y vigor ni siquiera cuando por alguna rebelión se interrumpa su observancia y no puede ser reformada, adicionada o siquiera parcialmente modificada sino por Poder Constituyente Permanente, resultando claro, en consecuencia, que es inválido todo argumento de autoridad legislativa, administrativa o judicial, de organismos públicos centralizados o descentralizados o de particulares que sostenga o permita que en algún tiempo o lugar deje de estar vigente la Constitución, especialmente en cuanto atañe a las garantías individuales, a las invasiones a facultades o poderes de la Federación y de los Estados y al procedimiento para mantenerlos, el juicio de amparo. Obsérvese el lenguaje imperativo de los preceptos supremos citados y el prohibitivo del primer párrafo de artículo 5º. Constitucional y se disipará cualquiera duda que pudiera surgir al respecto. Atento lo dicho, debe admitirse como regla general la procedencia del juicio de amparo cuantas veces una autoridad viole las garantías individuales o una autoridad federal vulnere o restrinja la soberanía de los Estados o las autoridades de estos invadan la esfera de la autoridad federal, de la cual regla general son excepciones única y exclusivamente las limitativamente señaladas en el artículo 107, fracción II, parte final, y XIV de la Constitución Nacional.

Un estudio exhaustivo de las causas de improcedencia señaladas en la Ley de Amparo requeriría sin duda de varios libros y no es posible en un trabajo cuya extensión debe ser breve por su naturaleza, como el presente, pero no debe vacilarse en afirmar que, por respeto a los principios de democracia, de supremacía constitucional, de inviolabilidad y permanente vigencia de la Constitución, de división de poderes, de racionalización del poder, de facultades limitadas y expresas de las autoridades y otros, embebidos en el texto constitucional o fuertemente apoyados en él o, si se quiere, que sirven de apoyo a él, todas aquellas causas de improcedencia y aquellos motivos de sobreseimiento que no estén expresamente autorizados por la Ley Fundamental son inconstitucionales.

Empero, otras de la indicadas causas, como señaladas en la fracción I, II, III, IV, VI, VII y VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, merecen ser admitidas, por lo que deberían ser incorporadas en la Constitución Federal.

CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES.

De la premisa mayor que es la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la premisa menor que es la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de las contradicciones entre las mismas, se infieren, entre otras, las siguientes conclusiones; que sirven de base a las proposiciones que se formulan:

I.- En la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, hay aspectos de inconstitucionalidad, como excesivas causas de improcedencia y excesivos motivos de sobreseimiento relacionados en dicha Ley Reglamentaria, que son contradicciones a la Constitución y impiden la plena observancia real de la invocada Constitución.

II.- Ante las contradicciones de que se trata, necesario es admitir que la Ley de Amparo debe estar supeditada a la Constitución Federal y no ésta a aquélla, y que, por tanto, y asimismo porque algunas de las causas de improcedencia y de los motivos de sobreseimiento señalados en tal Ley Reglamentaria son necesarios y otros inconstitucionales, conviene precisar cuáles de tales causas y motivos son jurídicamente correctos e incorporarlos en la Constitución, dejando a un lado los demás, de modo que no haya duda alguna de que, con excepción única y exclusiva de las causas de improcedencia y de los motivos de sobreseimiento que expresamente autorice la Constitución, el juicio de amparo sea siempre procedente cuantas veces se esté en presencia de una violación, por parte de autoridad, de alguna garantía individual o social, de leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la Soberanía de los Estados o de leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la autoridad federal, y adecuar los términos a las necesidades reales.

III.- Recomendar que, a fin de enmendar esos errores, se intensifique en las Escuelas de Enseñanza Superior, de Enseñanza Media y de Enseñanza Inferior, en las agrupaciones patronales, en las agrupaciones obreras y en donde fuere menester, el conocimiento del Derecho Constitucional y singularmente de las Constituciones Políticas Federal y de los Estados, de suerte que, a medida que vayan llegando a las Cámaras respectivas individuos enterados de tales Derechos y Constituciones, mejore la calidad de las leyes, especialmente de la Ley de Amparo, apegando éstas cada vez más a la Constitución Federal dictada por el Constituyente hasta que la misma llegue a tener plena vigencia real, como expresión que debe de ser de la voluntad del pueblo mexicano.

IV.- Proponer que, con base en el texto y en el espíritu de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos formulada por el Constituyente, se admita que en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, hay diversos aspectos de inconstitucionalidad, entre otros los señalados en esta ponencia.

Y atento lo expuesto, cabe:

V.- Que el Congreso Constituyente Permanente derogue el párrafo final de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y reforme la fracción XIV del propio artículo 107 para dejarla así: “XIV. El juicio de amparo sólo es improcedente en los siguientes casos: (aquí se relacionarán los que, de entre los previstos en el actual artículo 73 de la Ley de Amparo, se estimen válidos). No se decretará sobreseimiento del amparo ni caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente. Las autoridades de amparo cuidarán que los juicios y los recursos lleguen a las sentencias correspondientes.

VI. Que el Congreso de la Unión derogue los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Mérida, Yucatán, Estados Unidos Mexicanos, a dieciséis de octubre de dos mil.

ABOGADA MYRNA HOYOS DE NAVARRETE.
COMENTARIOS SOBRE EL PROYECTO DE UNA 

NUEVA LEY DE AMPARO.


ARTICULO PRIMERO.

Entre otros aspectos, el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen los derechos humanos que protegen los tratados internacionales en la materia, a saber: a) La Declaración Universal de Derechos Humanos; b)
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; c) El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; d) Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y, e) La Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Es sabido por todos que el juicio de garantías es una  institución de buena fe que tiene su origen en la Constitución y ésta su meta, cuya finalidad estriba en salvaguardar los derechos fundamentales del gobernado frente al actuar arbitrario de las autoridades.

Asimismo, es de señalarse que el artículo 133, Constitucional, establece que: "Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los Jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados." 

Así pues, para que todo tratado constituya ley en nuestro país, necesariamente debe estar aprobado por el Senado, requisito éste que no satisfacen los documentos consistentes en la Declaración Universal de Derechos Humanos y Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; por ende, no pueden formar parte del conjunto de normas imperativo-atributivas investidas de obligatoriedad. 

Con la salvedad anterior, procede destacar que los restantes documentos que sí tienen el rango de tratado internacional por haber sido aprobadas por el Senado de la República, consignan un catálogo de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, entre los que destaca la protección a la familia por ser elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegido por la sociedad y el Estado.

Partiendo de la situación económica que priva en nuestro país, en donde es del dominio público de la gran suma de millones de habitantes que se encuentran en extrema pobreza; luego, si en el artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, en relación con el 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se establece el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuada, y a una mejora continua de las condiciones de vida, y con apoyo en tales disposiciones un gobernado que se encuentra en aquellas condiciones insta al órgano constitucional a efecto de que las autoridades correspondientes respeten tal derecho, la sentencia de amparo que se conceda qué efectos debe consignar?; la autoridad estará obligada por dicho fallo protector a proporcionar los medios para cubrir las necesidades primarias del impetrante? o, esos medios deberán ser permanentes?, pues el derecho a alimentos, e incluso a la vivienda, son necesidades de tracto sucesivo que día a día se actualizan.

A T E N T A M E N T E .

MAGISTRADO GUILLERMO LORETO MARTINEZ

REFLEXIONES EN TORNO AL PROYECTO DEL PRECEPTO LEGAL QUE ESTABLECE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO (ARTICULO 77).

A. EXPOSICION ESQUEMATICA DE MOTIVOS:

La suplencia de la queja deficiente ¿Excepción al principio de estricto derecho o un verdadero principio en el proceso de amparo?

Es un tema que se exacerbó en cuanto a su polémica, sobre todo con posterioridad a las reformas hechas en 1986 a la Ley de Amparo, cuando se aprobó por el legislador el hasta ahora vigente artículo 76 bis, que se lee: 

“Artículo 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta Ley establece, conforme a lo siguiente:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia;

II. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo;

III. En materia agraria, conforme lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley;

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador;

V. En favor de los menores de edad o incapaces;  y

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la Ley que lo haya dejado sin defensa.”

La justicia sin cortapisas para todo aquel que pida la protección constitucional a los órganos del Poder Judicial de la Federación, libre de tecnicismos y “trampas procesales”, se hace manifiesta con la figura procesal de la suplencia de la queja deficiente.

Sin embargo, el referido artículo 76 bis de la vigente Ley de Amparo no recogió a cabalidad la iniciativa presidencial ni incluso la discusión hecha por los hacedores de la ley, pecando de una redacción ambigua y en ocasiones contradictoria, o bien que daba y dio lugar a que los tribunales de la federación tuvieran que interpretar, si en tratándose de actos reclamados apoyados en leyes declaradas por jurisprudencia de la Suprema Corte, era necesario o no concepto de violación o agravio específico, según el caso, al igual que cuando el acto fuera de materia agraria, laboral, o en favor de menores de edad o incapaces, así como en “otras materias” (civil y administrativa), esto provocado porque en el supuesto de que el solicitante de amparo lo fuera el reo en materia penal, en dicho numeral se prescribió: “la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios”; de todo lo cual el Pleno y las Salas del más alto Tribunal del país, así como los Tribunales Colegiados de Circuito, se han visto en la necesidad ineludible de interpretar de manera sistemática y congruente con nuestras instituciones y figuras de derecho procesal y sustantivo, que asimismo procede la suplencia de la queja deficiente, aun ante la ausencia total de conceptos de violación o de agravios, para el supuesto de que se impugnen actos fundados en leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte, en materia agraria (núcleos de población o comunal y en lo particular ejidatarios y comuneros), en materia laboral para el trabajador y en favor de menores de edad o incapaces, existiendo copiosa jurisprudencia y tesis al respecto.

Constituyó también motivo de pronunciamiento de criterios jurídicos encontrados o contradictorios la última hipótesis del precepto en comento (76 bis, fracción VI), en principio, para determinar qué debía entenderse por “otras materias” y la aplicación de la suplencia de la queja deficiente “cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la Ley que lo haya dejado sin defensa”; y así  se intelegió que el legislador se refirió a las materias civil y administrativa, pero en el ulterior punto, mientras la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que tal disposición permitía al juzgador hacer un análisis oficioso del acto reclamado, aun  ante la ausencia total de conceptos de violación o de agravios, el Pleno de dicho máximo Tribunal se pronunció por establecer que esa fracción del precepto en cita, implicaba que ciertamente procedía la suplencia de la queja, mas por infracciones procesales que hubiesen dejado sin defensa al quejoso.

Ello, entre otras razones y situaciones que se han sucedido a partir de entonces.

B. TEXTO QUE SE PROPONE CON LA REFORMA:

“Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

I. En cualquier materia:

a)  Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y

b)  En favor de los menores o incapaces;

II. En materia penal, en favor del reo;

III. En materia agraria, en los casos, a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;

IV. En materia laboral, en favor del trabajador; y

V. En materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1o. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”

C.- COMENTARIOS:

El numeral que se propone en el proyecto en su primera fracción, dispone:

“I. En cualquier materia:

a)  Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto; y

b)  En favor de los menores o incapaces;”

Recoge la posibilidad que prevé en el Título Cuarto, Capítulo IV del propio proyecto, en el sentido de que el Pleno de la Suprema Corte, sosteniendo tres ejecutorias en sesiones diferentes, sin ninguna en contrario, en donde se estime la inconstitucionalidad de una ley o determine la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Federal, procederá a hacer declaratoria de efectos generales (erga omnes), pero previamente a tal declaración podrá convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla y demás especificaciones al punto establecidas en ese apartado del proyecto.

Empero, traer esta institución al apartado de la suplencia de la queja, como está redactado el precepto, no parece ser necesario y más bien invita a la confusión, pues una vez que precisa la procedencia de la suplencia de la queja cuando el acto se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte, añade: “salvo” que se haya emitido la declaración general de inconstitucionalidad, en que deberá estarse “además” a lo dispuesto por el capítulo IV, Título Cuarto.

Qué se quiere contemplar en concreto en la suplencia de la queja en esos casos: ¿Que aun cuando se hubiese determinado en jurisprudencia tal inconstitucionalidad, si la Corte decide no hacer la declaratoria de efectos generales, ello habrá de influir para que no opere la suplencia de la queja? parece que no, porque una cosa es la conclusión arribada en jurisprudencia de que una ley es inconstitucional y otra muy distinta e independiente, si a tal determinación se le debe o no dar efectos generales, pues el propio artículo 234 del proyecto de ley consigna que: “La declaratoria no podrá modificar el sentido de la jurisprudencia …”.

En suma, no se explica la introducción del aspecto antes destacado en el inciso a) de la fracción I del artículo 77 en comento, que al parecer nada tiene que ver con la suplencia de la queja; por lo que al no incidir sobre su procedencia, propongo se elimine; y si la comisión redactora tuvo razones para incluirla, entonces, es el momento de precisarlas en el propio precepto y evitar la interpretación que, hasta en tanto no se hace, crea inseguridad jurídica.

Por lo demás, en el inciso b) de la supracitada fracción I, lo señalado en la fracción II y IV del aludido proyecto del artículo 77,  que establecen respectivamente la suplencia de la queja deficiente cuando se trate de menores o incapaces, en materia penal en favor del reo y en laboral en beneficio del trabajador,  con la salvedad que se hará en apartados posteriores, es congruente con nuestra tradición jurídica y técnica contemporánea del juicio de amparo.

Me detengo en la fracción tercera que dice:

“III. En materia agraria, en los casos, a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;”

El artículo 16, fracción tercera del proyecto dispone:

“El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo: 

“(…) 

“III. Cuando  el amparo se promueva contra actos que tenga o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa días; y (…)”.

Con lo cual, ahora, se excluye a los ejidatarios y comuneros en lo particular del beneficio de la suplencia de la queja deficiente ¿Cuál es la razón legal, social o política? Creo que no la hay, después de todo, y atendiendo al texto de la fracción III del artículo 16 del Proyecto de Ley de Amparo, el bien jurídico ahí tutelado lo es la propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios, de los que también son titulares los ejidatarios y comuneros en lo particular, y pueden ser motivo de privación total o parcial, definitiva o temporal, por parte de la autoridad. De modo que no se justifica su exclusión, tanto más que donde existe la misma razón debe imperar la misma disposición  legal.

La fracción V, dice:

“V. En materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1o. En este caso la suplencia sólo operará en lo que se refiere a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.”

Al igual que la actual fracción VI del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, no precisa con claridad si esa suplencia es sólo por violaciones a las leyes adjetivas que hayan dejado sin defensa al quejoso, o si además podrá aplicarse cuando se reclame un fallo definitivo por violación manifiesta de la ley en sus consideraciones, tal y como en esencia lo había sostenido la entonces Tercera Sala.

Propongo que proceda en todo caso, pero habría que redactar con mayor precisión la hipótesis.

El último párrafo del proyecto de artículo 77, establece:

“En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.”

Después de dirimir contradicciones de tesis y de emitir otro tanto no sólo la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sino además los Tribunales Colegiados de Circuito, en el sentido de que la suplencia de la queja deficiente procede cuando el acto se funde en leyes declaradas inconstitucionales, en materia penal en favor del reo, en materia agraria en beneficio de las entidades ejidales o comuneras, en lo colectivo y en lo particular; ahora simplemente, de manera expresa, se dejan de lado, cuando los tiempos actuales han puesto de relieve que en la justicia federal campea con un nuevo sentir y alcance el principio general de derecho atinente a que a las partes les corresponde plantear los hechos y al juzgador decir (aplicar) el derecho. 

De mantenerse incólume la redacción del precepto en el aspecto destacado, significará soslayar todos los criterios jurídicos que sobre el particular se han emitido.

Si la inspiración de la reforma va encaminada a suplir la queja deficiente incluso ante la ausencia de conceptos de violación en las materias civil y  administrativa, por qué ya no en favor del reo, o de los ejidatarios o comuneros ni de los grupos ejidales o comunales.

Debe quedar comprendida la regla de que la suplencia de la queja deficiente procede aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios en todas las materias, para así hacer efectivo el principio de buena fe del juicio de amparo y dejar a la zaga los tecnicismos y exigencias que sólo entorpecen y empañan la noble función del amparo, como el medio de control constitucional de mayor trascendencia y eficacia cuando menos en América y en gran parte del mundo.

G r a c i a s.

Ciudad Victoria, Tamaulipas, a 19 de octubre de 2000.

Lic. Jorge Sebastián Martínez García.

El Juez Segundo de Distrito en el Estado

COMENTARIOS Y PROPUESTAS ACERCA DE TRES TEMAS RESPECTO DEL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO.

PRESENTA: MAGISTRADO JUAN CARLOS ORTEGA CASTRO, ADSCRITO AL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMONOVENO CIRCUITO.

A) PUNTO 1. DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Título Primero. Reglas Generales. Capítulo XI. Medios de Impugnación. Sección Primera. Recurso de Revisión. Artículo 85.

PROPUESTA: SUPRIMIR EL SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 85, DEL PROYECTO.

ESTUDIO:

El artículo 85, del Proyecto, señala: “Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto reclamado de cada una de ellas; pero tratándose de amparo contra normas generales, los titulares de los órganos de estado a los que se encomiende su promulgación podrán interponer en todo caso el recurso.

Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado”.

Este precepto del proyecto, recoge un criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en una tesis aislada, en donde se sostiene que, tratándose de amparo indirecto, en la hipótesis de que cuando se conceda el amparo a la parte quejosa y  la autoridad responsable es un órgano jurisdiccional, ésta carece de legitimación activa para impugnar esa sentencia protectora, partiendo de la premisa de que, si se permite tal situación, el juzgador se erigiría en parte, afectando la imparcialidad que debe regir su actuación y, sustituyéndose debidamente a una de las partes del juicio o procedimiento del que emana el acto reclamado, en evidente detrimento del gobernado que obtuvo un fallo en el que se le concedió el amparo y protección de la Justicia Federal.

Sin embargo, y aún teniendo a la vista las argumentaciones de que se ha dado noticia, considero que si se parte de la base de la falibilidad humana y de la posibilidad siempre latente de un error humano en el juzgador, que puede obedecer a buenas o malas intenciones y si, además, en la primera parte del artículo 85, que se comenta, se establece la posibilidad de que las autoridades interpongan recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas, a mi parecer, no hay razón alguna, para excluir a las autoridades judiciales de la posibilidad de impugnar la sentencia de amparo, por dos motivos fundamentales, a saber.

El primero, que si bien es cierto que el Juez local o Federal pudo equivocarse, también lo puede hacer el Juez de Distrito que conozca del juicio de amparo y, el segundo, que al fin de cuentas la sentencia o resolución que constituyan la materia de la litis constitucional, no dejan de ser actos, de ahí que al interponer el recurso de revisión, la autoridad no pretende sustituirse a una de las partes, sino simple y sencillamente, acude a defender la legalidad de su acto, sin que a mi modo de ver, esta circunstancia afecte de manera alguna la imparcialidad del juzgador, y en cambio, constituye un mecanismo adicional de control de la legalidad de los fallos dictados en los juicios de amparo.

CONCLUSION

Debe de suprimirse el segundo párrafo del artículo 85, del proyecto de Ley de Amparo, a fin de permitir que las autoridades jurisdiccionales puedan interponer el recurso de revisión en contra de las sentencias de amparo que afecten sus actos.

B) PUNTO 2. AMPARO DIRECTO.

Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo.  Capítulo II. El Amparo Directo. Sección Primera. Procedencia. Artículo 172.

PROPUESTA: SUSTITUIR EL VOCABLO “VIOLACIONES PROCESALES”  POR UN CONCEPTO MÁS PRECISO Y AMPLIO, QUE CUBRA LAS DISTINTAS HIPÓTESIS QUE SE PUEDEN PRESENTAR, ADEMÁS DE MODIFICAR EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO.

ESTUDIO:

El artículo 172, del proyecto,  dice: “En la demanda de amparo el quejoso deberá hacer valer todas las violaciones procesales que estime se cometieron, y precisará la forma  en que trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo; de no hacerlo, se tendrán por consentidas.

El tribunal colegiado de circuito de amparo, deberá decidir respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y aquéllas que, en su caso, advierta en suplencia de la queja.

Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer amparo, ni el tribunal colegiado correspondiente las hizo valer de oficio en los casos en que proceda la suplencia de la queja, las mismas no podrán ser materia de concepto de violación ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior”.

Ahora bien, aunque pareciera muy sencillo y perfectamente definido el concepto de “violaciones procesales”, en realidad, es un término complejo y que puede dar lugar a confusiones.

Esto es así,  porque debemos recordar que existen los llamados errores en el procedimiento y errores al juzgar (in procedendo e in judicatio o in judicando), que también pueden agruparse como violaciones procesales, formales y de fondo. 

Además, existen violaciones que podemos considerar “de fondo”, que en realidad atacan requisitos de procedibilidad o presupuestos procesales, como pueden ser la falta de legitimación de quien presenta la querella en los delitos que se siguen a instancia de parte; la falta de requisitos de título ejecutivo en un documento mercantil o cuestiones relativas a improcedencias de la vía por razón de los sujetos que intervienen en la relación jurídica o por la naturaleza del documento fundatorio de la acción.

Así, aunque estas violaciones no sean propiamente procesales, sí ameritarían su estudio preferente, porque de prosperar podrían incluso invalidar o nulificar el juicio o procedimiento en el cual fueron cometidas. 

Por tanto, es menester ampliar el concepto de “violaciones procesales”, por uno de connotación más completa y amplia, que comprenda las hipótesis antes enunciadas y que, finalmente, responda al espíritu y esencia del numeral, que es el de que, se estudien conjuntamente en el primer amparo que se promueva, todas aquellas alegaciones que, de ser fundadas, producirían el efecto de reponer el procedimiento, o se de por concluido si lo que se ataca es la procedibilidad de la acción o uno de sus presupuestos procesales.

Propongo que la redacción de dicho vocablo sea la siguiente: “violaciones que incidan sobre la procedibilidad de la acción o respecto de presupuestos procesales, o bien, que impliquen una transgresión a las reglas que norman y regulan el procedimiento a que se sujeto el juicio natural”.

Por otra parte, estimo que pudiera ser lesivo a los intereses de los gobernados, la circunstancia de que, si una violación procesal efectivamente cometida, no fue hecha valer en su oportunidad y tampoco fue advertida por el juzgador de amparo, en los casos en que opera la suplencia de la queja, precluya irremediablemente su derecho a hacerlo valer o a que se estudie oficiosamente, ya que en aras de una seguridad procesal y de evitar la proliferación de amparos, se estaría vulnerando la posibilidad de defensa de sujetos que, por alguna razón que la propia ley estima, deben ser objeto de una tutela especial, como lo es el caso de los procesados en materia penal, de los sujetos agrarios, de los menores e incapaces y de la clase obrera.

Por lo anterior, es que considero que debe eliminarse la prohibición que se contiene en el tercer párrafo del artículo 172, del Proyecto, y permitir que, en los casos en los que opere la suplencia de la queja, pueda el tribunal de amparo, aun en un segundo amparo, examinar oficiosamente si se cometió o no alguna violación procesal no advertida por una anterior órgano jurisdiccional federal, al resolver un juicio de amparo directo. 

CONCLUSION.

Debe precisarse el concepto de violaciones procesales y, en su caso sustituirse por uno más propio y de mayor amplitud, como puede ser el de “VIOLACIONES QUE INCIDAN SOBRE LA PROCEDIBILIDAD DE LA ACCION O RESPECTO DE PRESUPUESTOS PROCESALES, O BIEN, QUE IMPLIQUEN TRANSGRESION A LAS REGLAS QUE NORMAN Y REGULAN EL PROCEDIMIENTO A QUE SE SUJETO EL JUICIO NATURAL”,  además de que se debe permitir que, en aquellos casos en que opere la suplencia de la queja, en un ulterior amparo, pueda el Tribunal asvertir y hacer valer de manera oficiosa, una violación procesal.

C) PUNTO 2. AMPARO DIRECTO.

Título Segundo. De los Procedimientos de Amparo.  Capítulo II. El Amparo Directo. Sección Tercera. Substanciación. Artículo 180.

PROPUESTA: SUSTITUIR EL VOCABLO “VIOLACIONES PROCESALES”, POR UNO MÁS PRECISO Y COMPLETO.  

ESTUDIO:

El artículo 180, del Proyecto, dice:
  




“Artículo 180. La parte que hubiere obtenido sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, el cual se tramitará en el mismo expediente. Su presentación y trámite se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal y seguirá la misma suerte procesal.

Los conceptos de violación en el amparo adhesivo, podrán estar encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio que determinaron el resolutivo favorable a sus intereses, o impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Con los mismos alcances se deberán hacer valer todas las violaciones procesales que se hubieren cometido, siempre que pudieren trascender al resultado del fallo”. 

En este punto, reitero lo que expresé al proponer modificar el artículo 172, del Proyecto, en lo que concierne a la expresión “violaciones procesales”, que como ya dije, considero que debe sustituirse por el más completo y preciso vocablo: “violaciones que incidan sobre la procedibilidad de la acción o respecto de presupuestos procesales, o bien, que impliquen una transgresión a las reglas que norman y regulan el procedimiento a que se sujeto el juicio natural”, ya que de esta manera se cumpliría con el propósito de que se estudien conjuntamente, en el primer amparo que se promueva, todas aquellas alegaciones que, de ser fundadas, producirían el efecto de reponer el procedimiento, o se de por concluido si lo que se ataca es la procedibilidad de la acción o uno de sus presupuestos procesales.

MAGDO. JUAN CARLOS ORTEGA CASTRO

PROPUESTA AL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Magistrado Lic. Antonio Ceja Ochoa

Integrante del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito

I. EL TERMINO PARA LA CELEBRACION DE LA AUDIENCIA INCIDENTAL.


(Artículo 136, fracción II)

La aplicación diaria de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales en los Juzgados de Distrito, permite reflexionar sobre los siguientes aspectos:

a) Que el término de setenta y dos horas que se establece en el Proyecto de Ley de Amparo, en lo sucesivo PLA, para la celebración de la audiencia incidental con el plazo de cinco días que se otorga al quejoso para que exhiba la garantía fijada en el acuerdo relativo a la suspensión provisional, son contradictorios, ya que incluso el mismo se amplía mientras no se produzca la ejecución del acto reclamado (artículo 134).

b) Un elevado porcentaje de las audiencias incidentales fijadas dentro del término de setenta y dos horas, el juez de Distrito se ve constreñido a diferirlas, debido a que el expediente no se encuentra totalmente integrado, bien porque no exista constancia alguna que acredite la notificación correspondiente a las autoridades responsables (principalmente las foráneas) , teniendo en cuenta la dificultad de las comunicaciones, o habiendo recibido el oficio en cuestión, esté transcurriendo el plazo de veinticuatro horas que se les concede para que rindan su informe previo, tomando en consideración que de conformidad con los diversos numerales 21, párrafos primero y segundo, 23, 25, fracción II, inciso a), 27, fracción II, y 29, fracción I, del PLA, aquél se contará por días hábiles, comenzando a correr a partir del día siguiente en que conste en el acuse de recibo, a más que dicho plazo podrá ampliarse por razón de la distancia, sin que pueda exceder de un día por cada cuarenta kilómetros. Sin que lo anterior resulte incongruente con la facultad que el artículo 139 otorga al órgano que conoce del amparo, de celebrar la audiencia incidental respecto del acto reclamado de las autoridades residentes en el lugar.

c) Si se parte de la base que el dispositivo 141 del PLA otorga al órgano jurisdiccional la amplia facultad de solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere necesarias, a efecto de resolver sobre la suspensión definitiva; asimismo, no debe pasarse por alto, por un lado, que el mencionado precepto legal regula el ofrecimiento y desahogo de probanzas, entre ellas la inspección judicial y testimonial tratándose de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a libertad personal fuera de procedimientos judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales y, por otro, que diverso numeral 142 se refiere a la posibilidad de que en la audiencia incidental, se recibirán los resultados de las diligencias que hubiere ordenado, así como las pruebas ofrecidas por las partes (presupuesto necesario para que posteriormente el juez de Distrito esté en condiciones de resolver sobre la suspensión definitiva y las medidas y garantías a que estará sujetas); es incuestionable que resulta contradictorio que por una parte la audiencia incidental deba celebrarse dentro de las de setenta y dos horas, y que a la vez, se otorgue a las partes la posibilidad de ofrecer medios de convicción que, por su naturaleza, se requiera de mayor tiempo para su debido desahogo.

Es cierto que el incidente de suspensión está regido por el principio de celeridad, por lo que la audiencia incidental, según lo propuesto en el PLA, debe celebrarse dentro de un plazo de setenta y dos horas; sin embargo, por analogía, y fundamentalmente por razones de congruencia con lo establecido en el Capítulo IX del propio Proyecto, relativo a los Incidentes, en el sentido de que en el escrito con el cual se inicia el incidente deberán ofrecerse las pruebas en que se funde; se dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su interés convenga y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes. Transcurrido el término anterior, dentro de los tres días siguientes se celebrará la audiencia en la que se recibirán y desahogarán las pruebas, se oirán los alegatos de las partes y, en su caso, se dictará la resolución correspondiente. De ahí que es posible ampliar el plazo de setenta y dos horas antes aludido, siendo que tal interpretación concuerda con el mandato contenido en el numeral 14 de la Carta Magna, en cuanto concede a las partes la prerrogativa real y efectiva de defensa.

Por último, en la práctica res ipsa loquitur, el continuo diferimiento de las audiencias además de incrementar, la ya de por sí significativa carga de trabajo de los Tribunales Federales, riñe con los principios de prontitud y expeditez en la impartición de justicia, al demorarse, necesariamente, la resolución de los incidentes, hasta en tanto se integra el expediente respectivo. 

En ese contexto, se propone que el plazo de setenta y dos hora previsto por el artículo 136, fracción II, del PLA, se amplíe a quince días. De ahí que se sugiera que el precepto legal en cuestión presente la siguiente redacción:

“Artículo 136. Promovida la suspensión del acto reclamado el órgano jurisdiccional acordará lo siguiente:

“I…

“II. Se señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro del plazo de quince días; y

“III…”

II. EFECTIVIDAD DE LA SUSPENSION.

(Artículos 130 y 166)

La procedencia de la suspensión provisional, de manera genérica, se sujeta a lo dispuesto por el artículo 126 del PLA, el cual establece:

“Artículo 126. Con excepción de los caso en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el quejoso;

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público; y

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia de buen derecho.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y duplicado.”

El precepto 130 del propio Proyecto, previene:

“Artículo 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero sus efectos puedan ocasionar daño o perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el amparo.”

Por su parte, el numeral 166 dispone en lo que interesa:

“Artículo 166. Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía…”

De simple lectura de los preceptos antes transcritos, se obtienen dos conclusiones: la primera, que los requisitos de procedibilidad de la suspensión provisional se encuentran establecidos, de manera específica y limitativa, en el artículo 126 del PLA; la segunda, que cuando los numerales 130 y 166 del propio Proyecto se refieren a la obligación del quejoso de otorgar garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el amparo, se trata de un requisito de efectividad, en razón de que la garantía constituye un elemento que se debe tomar en cuenta únicamente para determinar si la medida cautelar concedida (lo que implica que es procedente) surtirá o no sus efectos; y no puede entenderse de otra manera, cuando de los términos claros del propio precepto 126 del PLA se infiere que en el supuesto de que el quejoso solicite la suspensión provisional, solamente está obligado a cumplir lo siguientes presupuestos: a) que no se siga perjuicio al interés social, y b) no se contravengan disposiciones de orden público y que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a su favor la apariencia de buen derecho.

En consecuencia, se propone la siguiente redacción de los artículos 130 y 166 del PLA:

“Artículo 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero pueda ocasionarse un daño o perjuicio a tercero, surtirá efectos si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo.

“…”

“Artículo 166. Para que surta efectos la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía…”

III. ANALISIS DE LA FACULTAD DEL JUEZ DE DISTRITO PREVISTA POR LOS PARRAFOS SEGUNDO (SEGUNDA PARTE) Y TERCERO DEL ARTICULO 164 .

De conformidad con lo dispuesto en los párrafo segundo (segunda parte) y tercero del PLA, el juez de Distrito, excepcionalmente, podrá conceder la suspensión definitiva cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión y se trate de delito considerado como grave.

Los efectos de dicha medida cautelar consistirán en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.

Esta facultad excepcional, que regiría tratándose de amparos en materia penal, por sus efectos, pugna con el principio constitucional respecto a la libertad provisional bajo caución (artículo 20, fracción I de la Ley Suprema), en cuanto a que ésta no podrá otorgarse cuando se trate de delitos en que, por su gravedad, la ley expresamente prohiba conceder este beneficio.

Es preciso considerar asimismo, a la luz de la letra y el espíritu de la Reforma Constitucional de 1996, en materia de libertad provisional, que si bien se comienza el abandono de lo que se ha denominado “sistema de prejuicio legal”  (en el sentido de que la ley “prejuzga” sobre la pertinencia de la libertad), también es cierto que sólo se conserva el ámbito de los delitos graves, en cuyos casos, el juez debe negarla.

Por las consideraciones antes expuestas, se propone suprimir los párrafos segundo y tercero del artículo 164 del PLA.

Ahora bien, de estimarse que la norma no se aparta de esta orientación constitucional, la potestad otorgada al juzgador se debe ejercer restrictivamente a través de un númerus clausus, dada la magnitud de sus alcances y el riesgo que se corre de que al abrigo de tal discrecionalidad, la cual pudiera ejercerse en forma arbitraria y caprichosa respecto a lo que debe enterderse por “circunstancias del caso”, el quejoso pueda evadirse de la acción de la justicia, y se incumpla con la obligación que el propio Proyecto impone a aquél de devolverlo a la autoridad responsable para la continuación de la causa penal en caso de que se negare el amparo.

Por tanto, se sugiere que el propio precepto establezca de manera limitativa los delitos considerados como graves, tanto en la legislación federal como de los Estados y del Distrito Federal, en los que específicamente podrá concederse la suspensión definitiva.

Cd. Victoria, Tamaulipas, a 18 de Octubre de 2000.

A T E N T A M E N T E

MAGISTRADO LIC. ANTONIO CEJA OCHOA.

Comentarios que presenta la Licenciada Graciela Rocío Santes Magaña, Magistrada del Primer Tribunal Unitario del Décimo Noveno Circuito a la consideración del Congreso Nacional de Juristas, se refiere al Proyecto de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, en su Capítulo II del Título Quinto, denominado Responsabilidades y Sanciones; concretamente, a la responsabilidad de las autoridades jurisdiccionales de amparo y sus auxiliares.

I) PLANTEAMIENTO.- El artículo 263 del proyecto, establece que los Jueces de Distrito, las autoridades judiciales de los Estados, del Distrito Federal, cuando actúen en auxilio de la justicia federal, así como otras diversas autoridades que ahí se mencionan, son responsables en los juicios de amparo por las faltas y delitos que cometan, ya en la substanciación de éstos, ya en las sentencias, en los términos que los definen y castigan el Código Penal Federal, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el propio capítulo referido.

II) COMENTARIO GENERAL.- La crítica general que se formula al proyecto, gravita sobre el siguiente cuestionamiento: hasta qué punto resulta indispensable el establecimiento en la nueva Ley de Amparo, de los tipos penales previstos en los artículos 264 a 267, porque indudablemente la sociedad está interesada en que la impartición de justicia sea pronta y expedita y que esté a cargo de funcionarios probos y capaces, pero no es menos cierto que queda en el aire la duda sobre la necesidad de su inclusión como tipos penales, porque uno de los principios a que debe ceñirse el Derecho penal es el del bien jurídico, que restringe al Derecho Penal a la protección sólo de bienes jurídicos esenciales para la ordenada convivencia social y el de intervención mínima o última ratio, que asegura el agotamiento previo de otras áreas del Derecho menos drásticas, pero aptas para solucionar el conflicto de que se trate, y sólo ante su incapacidad o insuficiencia, autoriza a acudir al Derecho Penal.

Significa lo anterior que el Derecho Penal en un Estado democrático de derecho, es la última ratio legis conclusiva, en tanto que no es a través de él, que necesariamente deban protegerse los bienes jurídicos.

En el proyecto contra el que respetuosamente enderezamos el comentario, habrá que tomar en consideración que el artículo 100 de la Constitución General del país, reserva en exclusiva al Consejo de la Judicatura Federal, la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia, por lo que habrá que ponderar si las propias normas de la Ley Orgánica que nos rige y sus dispositivos, para la vigilancia y la disciplina del Poder Judicial Federal acaso no han demostrado su efectividad en la práctica. Sólo en esa hipótesis, habría que pensar en otro tipo de normas coercitivas que pudieran concurrir en auxilio de la Ley Orgánica referida.

Por lo demás, para la tutela de los mismos bienes jurídicos a que se contraen las disposiciones del proyecto que comentamos, se encuentran las normas de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en las que de manera clara se establecen las causas de responsabilidad oficial. En el propio ordenamiento en consulta, se señalan ya una serie de faltas, inclusive tan graves, que llegan a motivar no sólo la suspensión sino aún la destitución de los servidores públicos e inhabilitación.


Si no fuera suficiente lo anterior, se hallan todavía las disposiciones del Código Penal Federal –a las que a menudo se remite el proyecto-, para la protección de los mismos bienes jurídicos que se pretenden preservar, a nuestro entender innecesariamente, dada su evidente duplicidad. Creemos que desde el punto de vista de una sana política criminal, sobra establecer casuísticamente sanciones para los servidores públicos del Poder Judicial Federal y sus auxiliares, en la forma en que se pretende en el proyecto de la Ley de Amparo que aquí se analiza, pues la práctica enseña que son bastantes las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y que hasta ahora son aptas para lograr el cometido que se trasluce en el proyecto de contar con una justicia transparente, pronta y expedita.

III) COMENTARIO ESPECIFICO.- Adicionalmente, al establecerse tipos penales en la ley especial, como se quiere, se corre el riesgo de incurrir en tropiezos con la dogmática jurídico-penal, como parece ocurrir, por ejemplo, con los artículos 263, 264 y 265 del proyecto en comento.

La primera norma, sanciona a las autoridades jurisdiccionales de amparo y a sus auxiliares, por las faltas y delitos que cometan, ya en la substanciación del juicio o en las sentencias, "en los términos que los definen y castigan el Código Penal Federal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como este capítulo".

La otra disposición, ordena consignar por el delito de abuso de autoridad, conforme a las disposiciones del Código Penal Federal, al Juez de Distrito o a la autoridad que conozca de un juicio de amparo o del incidente respectivo, que no suspenda el acto reclamado cuando se trate de peligro de privación de la vida, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional, si se llevare a efecto la ejecución del acto.

El artículo 265 remite a la sanción que fija el Código Penal Federal, a los delitos cometidos contra la administración de justicia, para los supuestos no previstos en el artículo anterior, si la procedencia de la suspensión fuere notoria y el Juez de Distrito que conozca del incidente no la concediere por negligencia o por motivos inmorales y no por simple error de opinión.

En el caso, podrían hacerse las siguientes observaciones: según se advierte, todas las conductas que en las disposiciones señaladas se definen como delitos, son reenviados para su sanción, a las normas del Código Penal Federal, ya sea para el caso de los delitos de abuso de autoridad o para los cometidos contra la administración de justicia.

Cabe destacar que todas las sanciones establecidas en la parte especial del Código Penal Federal están dispuestas para los delitos dolosos, consumados y de autor único, en cambio, la parte general se encarga de establecer las normas relativas al régimen de los delitos culposos, de la tentativa y de la autoría y participación. Pues bien, una de las reconocidas formas que puede asumir la culpa es, precisamente, la negligencia, siendo claro que una conducta negligente en sí misma, no es dolosa; por lo tanto, resulta equívoco que se establezca en el artículo 265, un tipo penal pluricomisivo o alternativamente formado, dado que la negativa de la suspensión de notoria procedencia, puede darse por negligencia o por motivos inmorales, pero al remitirse a la sanción que fija el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia, en realidad, lo que ocurre es que se está asociando a una conducta negligente, es decir, culposa, la sanción correspondiente a un delito doloso, lo que de suyo resulta inadmisible en la técnica legislativa.

La otra posible forma de comisión de delito nos debe llamar la atención, porque en este caso es referida también a la negativa de la suspensión de procedencia notoria, por motivos inmorales. En este punto habrá que reflexionar si en realidad no se estará tipificando una conducta inmoral, a pesar de que no todas las conductas que resulten socialmente negativas deben ser consideradas delictivas; es decir, una conducta puede ser social y moralmente reprochable y seguirá siendo inmoral y antisocial, pero solamente aquéllas que lesionen y pongan en peligro bienes jurídicos cuya tutela resulte necesaria a través del Derecho Penal, por su trascendencia para la vida comunitaria, deben ser consideradas como delito.

Las conductas inmorales que son producto, precisamente, de motivos inmorales no deben ser consideradas per se como delitos, es decir, en el caso del artículo 265 del proyecto de la Ley de Amparo, se eleva al nivel de elemento normativo un motivo inmoral, que más bien pertenece al ámbito de estudio de la individualización de la pena, pero no puede figurar como elemento normativo, entendido como aquél que requiere del juzgador, una valoración jurídica o cultural, siendo bien sabido que la moralidad como valor, es cambiante y que podría llegarse al extremo de considerar que todos los delitos finalmente, desde esta perspectiva, son llevados a cabo por motivos inmorales, como pudiera ser privar de la vida o robar, practicar el aborto a una mujer, aprovecharse del error en que otro se encuentre, en todos los cuales subyace un motivo inmoral para la perpetración de la conducta y si bien es cierto que el Derecho Penal tiene un contenido mínimo ético que cumplir, éste se agota con la efectiva protección de los bienes jurídicos, no elevando a la categoría de elemento normativo de un tipo penal especial, un motivo inmoral.

El artículo 266, fracción I, pune igualmente, con la pena del artículo precedente, al juez de distrito o autoridad que conozca del juicio, que excarcele al quejoso, contra lo prevenido en la Ley de Amparo, sin perjuicio de la pena que corresponda y que aplicará por separado la autoridad competente, si con la excarcelación se cometiere otro delito.

Desde este punto de vista, técnicamente se estaría autorizando la aplicación de dos sanciones distintas a una sola conducta; es decir, se estaría recalificando la conducta, porque la excarcelación contra las disposiciones previstas en la citada fracción de la Ley de Amparo, solamente podría dar lugar a la comisión del delito de evasión de presos y el mandato de la autoridad de amparo, la orden de excarcelación, solamente sería su forma de comisión.

La fracción II adolece del mismo defecto señalado para el artículo anterior, en tanto remite una conducta culposa como es la negligencia, a las penas dispuestas para un delito doloso, y su otro supuesto “entorpezca maliciosamente… la administración de justicia”, desde el punto de vista del derecho penal resulta desafortunado, porque los delitos son dolosos o culposos y la malicia, es simplemente una forma que asume el dolo.

IV) NUEVO MOTIVO DE COMENTARIO.- Otra parte de nuestro comentario se centra en el hecho de que, en todo caso, debería establecerse como un requisito de procedibilidad la previa opinión del Consejo de la Judicatura Federal, antes de la incoación de la averiguación previa; es decir, es nuestra propuesta que primero fuese sometido el servidor público al procedimiento propio de responsabilidad impuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y que éste estableciere toda la gravedad del caso, las sanciones ahí previstas que pueden llegar a ser como todos sabemos hasta la inhabilitación, suspensión, destitución y en caso de que el Consejo considerase que tal falta es además constitutiva de algún delito de los “ya previstos en el Código Penal Federal”, proporcionará la notitia criminis al Ministerio Público Federal, para que esta Institución pueda proceder en consecuencia.

De otra forma, en los términos que está contemplado el proyecto, es evidente que se establecen delitos perseguibles oficiosamente, es decir, cualquier persona que justa o injustamente se sienta agraviado por la conducta del órgano jurisdiccional o de sus auxiliares, y sin que el servidor público sea sometido, primeramente, a los procedimientos disciplinarios referidos, podrá acudir al Ministerio Público a presentar su denuncia, activando sin más al órgano de investigación, con detrimento quizás de uno de los principios rectores de la carrera judicial que es el de la independencia del órgano.

V) CONCLUSIONES: La primera observación que se hace al proyecto, es que el artículo 263 está de más, porque no es necesario que en la Ley de Amparo se establezcan responsabilidades “en los términos que los definen y castigan el Código Penal Federal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación” pues dichos cuerpos legales están vigentes y son aplicables por sí mismos, es decir no requieren que ningún otro precepto legal, ni aun de que a ellos los refiera la Ley de Amparo, para que tengan plena validez; por lo tanto, esta remisión resulta inoportuna y reiterativa además en el mismo precepto se dice que las autoridades de amparo y sus auxiliares también son responsables por las conductas previstas en ese capítulo, es decir en los siguientes cinco artículos.

Se estima que la inclusión de tipos penales especiales en el proyecto de la Ley de Amparo, no es jurídicamente correcta, en primer lugar porque en esencia y constitucionalmente es una ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales y su propia función es desarrollar las bases constitucionales establecidas para la tramitación y resolución de los juicios de amparo, y además, establecer tipos penales asociados de las sanciones condignas, es materia propia de la legislación penal federal, en tanto que corresponde a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación lo relativo a las faltas que los servidores públicos cometan.

En tales condiciones se estima innecesario que en la Ley Reglamentaria de los preceptos constitucionales antes mencionados, se hagan reiterativas remisiones al Código Penal Federal porque si este cuerpo jurídico ya establece cuáles son los delitos que se puedan cometer en la administración de justicia o en abuso de autoridad, no tiene ningún sentido que en el proyecto de la Ley de Amparo se haga repetida remisión a esas disposiciones.

VI) PALABRAS FINALES.- Debe quedar bien claro que el sentido de la ponencia no es sustraer a los servidores públicos jurisdiccionales y sus auxiliares, de la responsabilidad que deben asumir en la substanciación y fallo de los juicios de amparo sometidos a su consideración, sino debe ponderarse que hasta el momento, los otros mecanismos de protección de los bienes jurídicos han sido suficientes para lograr su cometido y por ende no se justifica desde el punto de vista de la política criminal considerarlos como delitos atentos los principios que rigen nuestro actual Estado de Derecho.
GRACIELA ROCIO SANTES MAGAÑA

Asunto: Se pone a su atenta consideración lo siguiente:

Comentarios al proyecto de una nueva Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, elaborado por la Comisión  de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, constituida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, específicamente, sobre tres de los artículos contenidos en el capítulo II, intitulado: “El Amparo Directo” del título segundo, denominado: “De los Procedimientos de Amparo”  del citado proyecto.

Por principio de cuentas, se considera que si en el artículo 168 del proyecto se define (en su párrafo quinto y final) lo que debe entenderse por juicio para los  efectos del juicio de amparo, tanto directo como indirecto, y que también en el citado numeral (en su párrafo segundo), se contienen las definiciones de los conceptos de “sentencias definitivas o laudos” y de “resoluciones que pongan fin al juicio”, resultaría conveniente que en el propio precepto invocado se contengan sendas definiciones de otros conceptos de trascendencia para el juicio de amparo tanto directo como indirecto, como son los de “tribunales judiciales, administrativos y del trabajo”, que servirían para distinguir los casos en que procede amparo directo para impugnar actos que sean “”sentencias definitivas o laudos”, o bien, “resoluciones que pongan fin al juicio”  dictados por dichos “tribunales” de aquéllos otros en que a pesar de que esos actos resuelvan en cuanto a las acciones y excepciones constitutivas de la litis contestatio la controversia planteada,  o bien pongan fin a la misma, pero que por virtud de no provenir de esos “tribunales”, se consideren como emitidos no en un “juicio” para los efectos del amparo, sino que se reputen como recaidos en un procedimiento seguido en forma de juicio y por ello resulten combatibles en la vía indirecta, en términos de lo dispuesto en el artículo 106, fracción III, del proyecto; por lo que se propone  hacer al precepto 168 de éste la adición siguiente: 

Se estima que sería conveniente adicionar el precepto en cuestión con un párrafo tercero, que estaría colocado entre los actuales párrafos segundo y tercero de dicho artículo, párrafos éstos que a su vez pasarían a ser tercero y cuarto, respectivamente; el párrafo tercero en comento que se propone, contendría los razonamientos vertidos en la ejecutoria  pronunciada por el Pleno del más Alto Tribunal del país, con fecha cuatro de noviembre de mil novecientos noventa y siete, recaída a la contradicción de tesis 18/97, suscitada  entre los Tribunales Primero y Segundo del Décimo Noveno Circuito, por lo que quedaría redactado en lo conducente de la manera siguiente:

“Artículo 168.- … Por tribunales judiciales se entiende para los efectos de esta ley los órganos jurisdiccionales unitarios o colegiados pertenecientes formalmente a los poderes judiciales de la Federación, de los Estados y del Distrito Federal, constituidos en forma permanente para el fin que fueron creados, que se encuentren dotados de plena autonomía e independencia para emitir sus resoluciones, las cuales puedan ejecutar el propio órgano o algún otro conforme a la ley, que tengan una sede o lugar específico en donde puedan funcionar, de los que su integración en cuanto a titulares provenga de la propia ley que los cree, destinados a dirimir conflictos de intereses entre dos o más partes contendientes, cuyas resoluciones gocen de unilateralidad, imperatividad y coercitividad y tengan efectos vinculatorios para las partes. Por tribunales administrativos, los que reúnan  aquellas características, excepto la de pertenecer formalmente a dichos poderes judiciales, y sean creados, estructurados y organizados por  leyes expedidas por el Congreso de la Unión, de la legislaturas de los Estados o por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y que estén llamados a resolver controversias entre la administración pública y los particulares. Y por tribunales del trabajo, los que reuniendo las características primeramente enunciadas, salvo la  de pertenecer a dichos poderes judiciales, su función sea la de dirimir conflictos de intereses entre patrones y trabajadores…”.

En otro aspecto, respecto del amparo adhesivo previsto en los artículos  179 y 180 del proyecto, se estima a efecto de no dar pauta a otras interpretaciones y enfatizar que el tratamiento que se da a la institución procesal en cuestión  resulta homogéneo con la adhesión al recurso de revisión que se prevé en el artículo 85 del proyecto, y que ello es así para evitar que la autoridad responsable pueda incurrir el tardanzas o dilaciones excesivas al tramitar el amparo adhesivo, como sucedería si envía a la Oficialía de Partes del órgano colegiado de amparo la demanda de garantías del quejoso adhesivo con posterioridad  a la remisión de la relativa al asunto principal, lo que acarrearía retardo en la solución de ambos, así como traería consigo la posibilidad de que se extravíe el amparo adhesivo y pueda ser resuelto el negocio principal sin que lo sea el adhesivo, se realice una adecuación al texto del citado artículo 180, así como para patentizar que el plazo de presentación del amparo adhesivo, le empieza a correr al quejoso adherente, a partir de la admisión del amparo principal, al igual que en lo relativo a la autoridad ante la que se presenta la demanda de amparo adhesiva, lo es el tribunal colegiado de circuito de amparo al que le toque conocer del juicio principal,  que es el sistema que se sigue en el proyecto tratándose de  la adhesión al recurso de revisión. Por lo que se propone que dichos numerales 179 y 180 del proyecto, conformen un solo precepto, que vendría a ser el 179 y estaría compuesto de dos párrafos, numeral éste el cual ya reformado, es decir, acorde al texto que se propone, quedaría redactado, de la manera siguiente:

“Artículo 179.-  Si el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo no encuentra motivo de improcedencia  o defecto en el escrito de demanda, o si éste último fuere subsanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo, para que en el plazo de quince días presenten sus alegatos o la demanda de amparo adhesivo.- Para los efectos de la última parte del párrafo anterior, la parte que hubiere obtenido sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, dentro del plazo de quince días, contados a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación de  la admisión del amparo principal. Su presentación se hará ante el tribunal colegiado de circuito de amparo al que le toque conocer del juicio y su trámite se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal y seguirá la misma suerte procesal”.

MAGISTRADO FERNANDO O. VILLARREAL DELGADO.
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